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LA RESPONSABILIDAD POLITICA

El artículo 108 de la Constitución española esta­

blece el principio básico de los regímenes parlamentarios,

la responsabilidad del gobierno ante el Parlamento o una de

sus Cámaras. El gobierno, en todo momento, debe tener la con

fianza tácita de la Asamblea legislativa; confianza que se

supone existente en tanto en cuanto no se deniegue explíci­

tamente por el resultado adverso al ejecutivo de una moción

de censura o una cuestión de confianza (69).

El ejercicio de la responsabilidad política apare­

ce, pues, como un momento esencial de la colaboración de po­

deres entre los representantes y los gobernantes y, sin em­

bargo, no puede considerarse como ninguna de las clásicas

funciones de legislación, ejecución y jurisdicción que ca­

racterizan al Estado, según la clásica teória liberal del

mismo. Como ha dicho con razón Sánchez Agesta, "hay, cierta­

mente, en la organización del Estado un proceso jurídico que

se articula en la legislación, la administración y la juris­

dicción. Ahora bien, antes que ese proceso jurídico, el Es­

tado es acción política. Acción política íntimamente vincu­

lada a la definición de esas normas jurídicas y a su aplica­

ción, pero acción política que tiene el. valor de un fenómeno

prop io .•.
" ( 7 O) .
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La confianza de las Cámaras en su gobierno forma

parte de esa acción política del Estado. Las posibilidades

del ejecutivo de dirigir, más allá de las prescripciones le

gales del Parlamento, la política del Estado explican la ne

cesidad del control. En este terreno, la acción fiscalizado

ra del legislativo no tiene, ni puede tener, ningún límite

definido. El Parlamento no cumple, al exigir la confianza,

con una actividad meramente jurídica cuyo contenido tenga

un objeto limitado también jurídicamente. Por el contrario,

los criterios con los que efectúa la valoración del gobierno

son enteramente libres (71).

Teóricamente, por tanto, la confianza y la respo�

sabilidad, corno dos elementos correlativos, son el mecanis­

mo institucional para conjugar la voluntad soberana del pu�

blo, mediante sus representantes electorales, con la direc­

ción política del Estado que asume el gobierno. Porque la

Asamblea es soberana, puede ejercer un poder sin límites s�

bre el gobierno; a ella le compete mantenerlo o derribarlo.

La confianza y la responsabilidad son el símbolo, la expre­

si6n del poder del Parlamento, del poder de los ciudadanos.

Sin embargo, en la realidad de la vida política, los hechos

ocurren de otra manera: la exigencia de la responsabilidad

no es el elemento determinante de la crisis y el final de

los gobiernos.

En los actuales sistemas democráticos -ya hemos ig

sistido en ello- la acci6n de las Cámaras es una acción es-
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tructurada. Los diputados se ordenan en grupos parlamenta­

rios, generalmente expresión de los partidos políticos, con

disciplina de voto. En este contexto, la formación de mayo­

rías es estable y el gobierno dispone de un sólido apoyo en

las Cámaras, gracias a un partido mayoritario o a una coali

ción. En la medida en que el partido o los partidos que apo­

yan al gobierno mantienen su cohesi6n con el grupo gobernan­

te, éste no tiene nada que temer del Parlamento. La crisis,

por el -contrario, puede producirse en el seno de los parti­

dos y el Parlamento se encuentra con que el gobierno ha sido

derribado sin mediar un explícito voto de censura.

Colliard y von Beyme han proporcionado unas valio

sas consideraciones estadísticas de estos fenómenos. Para

Colliard, 34 de los gobiernos que él estudia, 314, han sido

cesados por el Parlamento, lo cual corresponde al 11% de los

casos en que un gobierno ha terminado su mandato. En cambio,

89 gobiernos han debido dimitir por desacuerdo en el partido

o la coalici6n, que los mantenía en el poder; es decir, un

28% (72). Según von Beyme, aunque sus criterios de clasifica

ci6n no sean coincidentes con los de Colliard como puede apre

ciarse si se comparan en detalle sus respectivos cuadros,

también el 11% de los gobiernos han caído por la acción par­

lamentaria (73). Todas estas cifras conviene relativizarlas

en un doble sentido; por una parte, puede advertirse que las

causas traumáticas, ya sean partidistas o parlamentarias, no

constituyen el modo más frecuente del final de los gobiernos
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que se debe a los resultados electorales. Por otra parte, p�

ra evaluar realmente el peso de la denegación de la confian­

za parlamentaria, hace falta recalcular los datos citados p�

ra tener s6lo en cuenta las crisis de gobierno separadamente

a las otras causas de sustitución del ejecutivo; así resulta

que un 75% de las auténticas crisis de gobierno se originaron

por razones extraparlamentarias, concretamente por la retira­

da del soporte de las fuerzas mayoritarias y s610, en un 25%

de los casos, la crisis tuvo un origen parlamentario.

Parece, pues, que la teoría y la realidad se contra

ponen. Constitucionalmente, la censura y la denegaci6n de la

confianza son los mecanismos que garantizan que el ejecutivo

cuenta con el apoyo parlamentario; prácticamente, pero, los

gobiernos dimiten antes de comprobar los resultados adversos

de una votación. Sin embargo, quizás no haya tanta distancia

entre una y otra; de hecho, la posibilidad constitucional

de exigir la re�o�sabilidad política continúa permitiendo el

control del ejecutivo. Los gobiernos dimiten a causa de una

crisis extraparlamentaria porque los partidos disponen del

arma parlamentaria de la censura para obligar a su cese.

Se comprenderá, por consiguiente, que, por la im­

portancia del terna, los mecanismos de la responsabilidad polí

tica fueran ampliamente discutidos durante el proceso consti­

tuyente español. Si, corno hemos dicho, la votaci6n de confian

za y la moci6n de censura son el símbolo del poder del Parla

mento y, en la base, la instituci6n que permite derribar a

los gobiernos, resultará absolutamente l6gico que las Cortes
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del 15 de junio hayan puesto todo su interés en regularlas

de un modo u otro. Como ha puesto de manifiesto Solé Tura,

en la legislatura del 1977 existe una contradicci6n que po­

tencia los conflictos políticos para la cristalizaci6n de la

responsabilidad en la Constituci6n; por una parte, las Cor­

tes eran ordinarias pero sin la posibilidad de controlar el

ejecutivo porque España no era un auténtico régimen parla­

mentario; por otra parte, las Cortes eran constituyentes

(74). Esto explica que el debate sobre la confianza y la cen

sura no se realice en el único terreno de la elaboraci6n de

la constituci6n -como correspondería a una Asamblea consti­

tuyentes- sino en cualquier momento en que los grupos parl�

mentarios entendieron que el gobierno existente debía ser fis

calizado, tanto más por cuanto no había sido investido por la

Cámara.

Naturalmente, uno y otro campo, el que corresponda

al control inmediato del gobierno y el que responde a la ins­

titucionalizaci6n abstracta del control son dos aspectos que

mantienen una íntima conexi6n, que se influencia mutuamente

y que permiten considerar que el proceso constituyente no se

cierra en los ámbitos de lo que estrictamente sería su defi­

nici6n jurídica (75). Por ello, consideraremos, seguidamente,

el debate sobre la responsabilidad política en todas aquellas

instancias donde se manifest6, sean de carácter reglamentario,

factual, legislativo o constituyente.
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A) LA PROPUESTA SOCIALISTA

Al tiempo que la ponencia de Reglamento del Congr�

so de los Diputados publicaba su proyecto, el Grupo Sociali�

ta del Congreso empez6 a plantear la necesidad de que se re­

gulara el ejercicio de la responsabilidad política del go­

bierno (76), mediante la adici6n de un nuevo Título al Regl�

mento provisional que se denominara "del voto de confianza y

censura".

Para los socialistas, el voto de censura podía ejeE

cerse bien contra el gobierno en su totalidad o bien contra

alguno de sus miembros individuales. Para su presentaci6n bas

taba la firma de un único grupo parlamentario; se preveía la

posibilidad de que la censura no se discutiera inmediatamente,

es decir, se admitía la existencia de "un período de enfria­

miento", pero por la vía de fijar un plazo máximo de cinco

días dentro de lo�uales debería discutirse esta censura. La

enmienda no fijaba cuál era la mayoría necesaria para que la

censura se considerara aprobada y, por tanto, regiría la re­

gla general de la mayoría simple. Acorde con el carácter re­

glamentario del texto, los socialistas no fijaban cuáles se

rían las consecuencias de una censura aprobada.

Por otra parte, los socialistas admitían la posi­

bilidad de utilizar el voto de confianza en supuestos muy am

plios que se extienden desde la aprobaci6n al rechazo de en­

miendas, al mantenimiento de artículos, a la fijaci6n del or
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den del día y a la aprobación de mociones. Por el contrario,

no se recogía la cuestión de confianza vinculada a la tota­

lidad de una ley, tanto porque no se citaba expresamente c�

mo porque la cuestión de confianza no cerraba el debate sino

que procedía la discusión y votación de todas las enmiendas.

La votación debía realizarse nominalmente, reforzando así la

disciplina de los grupos, pero se preveía la justificación

de las disidencias, con el siguiente texto:

"
... Tienen la facultad de hacer declaraciones

del voto un Diputado por cada grupo, así como

aquellos Diputados que pretendan exponer posi­

ciones disidentes respecto de las de sus pro­

pios grupos" (77).

En el Senado, el proyecto no fue enteramente coin­

cidente. García Borbolla, Iparraguirre y Navarro Esteban for

mularon un voto particular -en el que no se recogía la vota­

ción de confianza y sí, exclusivamente, la moción de censu­

ra-, similar al presentado en el Congreso pero con la exige�

cia de que esta moción fuera presentada por cincuenta senado

res que pertenecieran a más de un grupo parlamentario. La vo

tación debía ser nominal y secreta y se entendía aprobada si

obtenía la mayoría absoluta de los votos de los senadores en

ejercicio. Las consecuencias de su aprobación consistían en

la comunicación del Presidente de la Cámara al Jefe del Esta

do (78).



298

B) LA RESPONSABILIDAD POR LA VIA DE HECHO

El 27 de agosto de 1977, un incidente entre las

Fuerzas de Orden Público y el diputado del PSOE don Jaime

Blanco García (79) permiti6 que el grupo socialista intenta­

ra ejercitar la responsabilidad ministerial que había defen­

dido anteriormente. En efecto, tras el debate parlamentario

de los hechos ocurridos en torno a este caso, el 13 de se­

tiembre, el Presidente interino de la Cámara anunciaba que

"Se suspende la sesi6n durante dos horas, y en

treinta minutos los Grupos Parlamentarios podrán

formular a la Mesa las mociones que estimen

oportunas. Dentro de dos horas se reanudará la

sesi6n" (80).

Pero la sesión no se reinici6 hasta las nueve me­

nos diez minutos en que el Vicepresidente primero anunciaba

"
... La Mesa de esta Cámara, en unión de la Jun­

ta de portavoces, está deliberando sobre las

mociones o propuestas presentadas por los dis­

tintos grupos políticos. La deliberaci6n no ha

terminado, la deliberación continúa ... " (81).

y suspendi6 la sesi6n hasta el día siguiente.

La discusi6n de aquella tarde entre los principales

líderes políticos sería de gran trascendencia puesto que en
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la misma se establecería fácticamente que el gobierno era

responsable ante el Parlamento. El régimen parlamentario

había nacido en España y no, precisamente, por unanimidad.

Así lo explicaba G6mez Llorente (SC):

IIAyer no pudo reanudarse la sesi6n por el lar­

guísimo conflicto que tenían en la Junta de pOE

tavoces debido a que el Partido del Gobierno

quiso que no se admitiera a trámite la moci6n

presentada por el Grupo Socialista del Congre­

so, así corno la moci6n presentada por el Grupo

Socialista de Catalunya.

"Por esto puedo decir con satisfacci6n que no

se todavía cuál va ser el resultado de estas

votaciones, pero que con toda certeza, sea cual

sea el resultado de las votaciones de esta tar­

de, ya se ha producido una victoria de la demo­

cracia y del Parlamento al hacer que sean admi­

tidas a trámite estas mociones, porque ello en­

traña que el Parlamento ha proclamado que el Go

bierno es responsable ante él, cosa que el go­

bierno quiere eludir" (82).

y Santiago Carrillo aclar6 todavía más c6mo se había

producido esta afirmaci6n parlamentaria de la responsabilidad

gubernativa. No había consistido en un acuerdo de todos los

grupos, sino en la derrota de la UCD:



300

"En la noche de ayer hemos comprobado que en e�

ta Cámara el Gobierno no tiene mayoría. En la

Junta de Portavoces el Gobierno qued6 en mino-

ría ... " (83)

Dos elementos, por tanto, destacan de estas manife�

taciones políticas. En primer lugar, una victoria parlamenta-

ria¡ pero resulta interesante subrayar que ésta se ha produ­

cido en un�nstancia específica del Parlamento, en la Junta

de Portavoces reunida con la Mesa y sin intervenci6n del Ple-

no de la Cámara, lo que demuestra d6nde se sitúa el auténtico

centro de gravedad político del Parlamento español. Por otra

parte, derrota de la UCD que argumentaría que la responsabi-

lidad no se hallaba prevista ni en la LRP ni en las Disposi-

ciones provisionales de la Presidencia.

Así pues, al margen de cualquier regulaci6n legal,

por el camino de la práctica, el Gobierno o, más concretamen-

te, su Ministro del Interior se encontraba frente a dos mocio

nes de censura presentadas por los dos grupos socialistas, a

tenor de los siguientes textos:

"
-
... la Cámara condena la actuaci6n del Goberna

dor Civil y del Ministro del Interior, responsa-

bIes políticos de los hechos y, consecuentemente

solicita el cese en los puestos que ocupan" (84) .

-"
... la Cámara considera al Gobernador Civil de

Santander y al Ministro del Interior como respon
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sables políticos de los hechos y consiguiente­

mente, condena� respectiva participaci6n en

los mismos y solicita el cese o la dimisi6n de

ambo s 11 ( 8 5) .

Señalemos que ambas mociones precisan que se trata

de una responsabilidad política, frase que revela un doble

sentido; por una parte, no eran ellos los causantes materia­

les de los hechos pero, por otra parte, sus faculades de di­

recci6n les obligan a asumir la imputabilidad política de los

mismos. Señalemos también que la posible adopci6n de estas mo

ciones no comportaba obligatoriamente la dimisi6n del Ministro

afectado y sus consecuencias eran, por tanto, políticas y no

jurídicas; de ahí que la moci6n presentada por Socialistas de

Catalunya recoja dos posibles soluciones, el cese o la dimi­

si6n, con lo que se presionaba al Jefe del �ob�trI\O y al Minis­

tro individualmente.

A los efectos que nos interesan -la cristalizaci6n

de la responsabilidad política y la relaci6n de confianza en

las prácticas parlamentarias españolas- es irrelevante el re­

sultado que obtuvo la moci6n socialista, una vez retirada la

de sus compañeros catalanes. Con todo, su votaci6n -118 afir

mativos, 160 negativos y 58 abstenciones- muestra que los paE

tidos minoritarios (GPC, MVC, AP y GMx) distinguieron entre

la necesidad de afirmar el principio de la responsabilidad p�

lítica y la conveniencia política de que la censura triunfa­

ra.
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Naturalmente, este tema ya nos aleja de la concep-

ci6n del Parlamento en un sistema democrático de las fuerzas

políticas, para entrar en el terreno de sus estrategias para

la transici6n política y, por tanto, no entraremos en las ra

zones de esta abstención. Indiquemos tan sólo que el grupo

comunista present6 una moci6n que, sin ser estrictamente de

censura, su aprobaci6n hubiera llevado a una crisis ministe-

rial:

"El Grupo Parlamentario Comunista, después de

escuchar al señor Ministro del Interior, consi

dera que el Gobierno de la Uni6n del Centro

Democrático, por su falta de apoyo suficiente

en el Congreso y entre la opini6n pública, no-

está en condiciones de asegurar una política de

orden público democrática y eficaz.

El Grupo Parlamentario Comunista estima que pa-

ra asegurar esa política España necesita, en el

actual período de transición, un Gobierno de am

plia base, es decir, un Gobierno de concentra-

ción democrática nacional y solicita de la Cáma

ra se pronuncie en este sentido" (86).

Por su parte, en el curso del debate, la UCD pudo

plantear su postura acerca del tema de las mociones de censu-

ra. Pérez Llorca diría:

"Quiero dejar bien clara nuestra postura. La

Uni6n de Centro Democrático y el Gobierno no
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se oponen a la introducción de las mociones

de censura. La Unión de Centro Democrático y

el Gobierno reconocen plenamente la capacidad

constituyente de esta Cámara, capacidad consti

tuyente que comparte con el Senado y que debe

ser utilizada con posterioridad con un refren­

do popular. Lo que no reconoceríamos, lo que no

estamos dispuestos a admitir, sería la doctrina

del acto constituyente cotidiano. Es decir, que

diriamente por actos sucesivos de esta Cámara,

por actos que no contaran con la concordancia

del Senado ni con posterior refrendo, se intro­

dujesen en nuestra práctica política normas que

pudieran pretenderse que eran fundamentales ...

... Propugnamos que en la Constitución exista

un voto de censura como puede existir también

un voto de confianza para el Gobierno ... Por tan

to, que quede bien claro que no hay posición nin

guna de fondo a este problema, que es una oposi­

ción al tratamiento procesal que se le está dan­

do" (87).

En aquellos momentos, pues, la UCD mantenía dos pri�

cipios de sigual relieve; la equiparaci6n Congreso-Senado y la

responsabilidad política como resultado de norma constitucio­

nal, es decir, de su "racionalizaci6n" y no como producto mis­

mo de la historia de los Parlamentos. Estos dos criterios se­

rían los que inmediatamente intentaría llevar a la práctica.
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C) EL PROYECTO GUBERNATIVO

1. Las posiciones generales.

UCD había manifestado su intención de que la respon

sabilidad política fuera el resultado del texto constitucio­

nal; pero su interés real residía en encontrar una reglamen­

taci6n estricta y restrictiva para el ejercicio de la censu­

ra. Esto lo demostraría algunos días después del debate arri

ba reseñado. El 27 de setiembre entraba en el Congreso de los

Diputados un proyecto de ley que regulaba con carácter provi­

sional las relaciones entre el Congreso y el Senado en el

ejercicio del control parlamentario del Gobierno (88). Se da

ba así una respuesta a la moci6n de censura que la UCD había

tenido que admitir unos días antes, así como a la nueva ofen

siva que, con el mismo tema, se preparaba en la Comisi6n de

Reglamento del Congreso puesto que, al día siguiente, iban a

debatirse los votos particulares presentados por Socialistas

del Congreso a los que ya hemos hecho referencia.

Por esto, el proyecto de ley se present6 con unas

características de urgencia que se reflejan en unas normas

de tramitaci6n especiales, acordadas previa deliberaci6n de

la Junta de Portavoces (89). Con ellas se solventaba la in­

capacidad legislativa de la Cámara que, sin tener aprobado

su reglamento, se regía por las Normas provisionales de la

Presidencia de las Cortes. El rasgo más importante de las

nuevas disposiciones sería la aparici6n de un proceso legi�
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lativo de única lectura puesto que se suprimían los trámites

de ponencia y comisi6n a fin de que el proyecto se discutie­

ra directamente en el Pleno; simultáneamente se fijaba un

breve período de enmiendas de siete días.

Oe todas formas, a pesar de estos procedimientos

acelerados, iba a discutirse en primer lugar el proyecto re­

glamentario socialista y, para impedirlo, la UCO presentó

una enmienda "in voce" que consistía en una remisi6n a su

propia ley. Al iniciarse el debate en el seno de la Comisi6n,

Socialista y Alianza Popular denunciaron la intromisi6n le­

gislativa del Gobierno como contraria a la autonomía parl�

mentaria. UCO respondía que el tema no era reglamentario y

que su existencia práctica exigía una regulaci6n legal, aun­

que la Constituci6n no estuviera aún redactada; esta postura

de la UCO era apoyada por la Minoría Vasco Catalana. El gru­

po Comunista, que había presentado también una enmienda en

favor de la moci6n de censura, anunci6 su retirada por con­

siderar de mayor interés la discusión en el Pleno del proye�

to de ley. Esto motiv6 una agria polémica entre los represe�

tantes socialistas y comunistas; mientras que el último era

partidario del debate de la ley porque en ella se regulaban

los efectos de la moci6n de censura (tema que no podía reco­

gerse en un reglamento), los socialistas defendían su voto

particular porque llevaba a los mismos efectos prácticos de

dimisi6n de un gobierno que careciera de la confianza del

Congreso, sin tener que admitir las cláusulas restrictivas
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que la UCO no tendría dificultad para institucionalizar un

precepto reglamentario que remitiera a la ley recién prese�

tada.

En la misma, la UCO expres�ba una filosofía acer­

ca de la responsabilidad política que, como ha señalado Mon

tero (90), no era meramente provisional. En efecto, para la

UCO la votación de confianza debía servir para facilitar la

actividad del gobierno; la moci6n de censura, en cambio, ha

bía de regularse en tal forma que no provocara con facilidad

crisis ministeriales. Este contenido de la ley quedaba en­

cuadrado en una concepci6n de principio, no vinculada estric

tamente a la relación de confianza entre el legislativo y el

ejecutivo, que reforzaba su noci6n de cuál era el control

que habían de ejercer los parlamentarios. Como indica la ex­

posici6n de motivos del proyecto de ley,

"El Congreso y el Senado son, por igual, expre­

si6n de la voluntad soberana del pueblo. En con

secuencia a los dos cuerpos legisladores, esto

es a las Cortes como un todo, es a quien ha de

corresponder la potestad de aprobar o censurar

la gesti6n gubernamental y, a tales efectos, es

cauce adecuado la sesi6n conjunta de ambas Cáma

ras, prevista por la propia Ley para la Reforma

Política" (91).

Como puede verse, el ejercicio de la responsabili­

dad se vinculaba para la UCO al respecto estricto de la Ley



307

para la Reforma Política y al principio de igualdad entre

las dos Cámaras. Pero esta posici6n conviene que sea dis­

cutida¡ en primer lugar, la LRP no preveía el control parl�

mentario y, por tanto, no es deducible directamente de la

misma la participaci6n del Senado en la confianza y en la

censura. La interpretaci6n efectuada, pues, resulta coinci

dente con los repetidos intentos centristas de potenciar la

Cámara Alta. Por otra parte, la previsi6n de una reuni6n con

junta de las dos Cámaras, aunque contemplado en un caso es­

pecífico en la LRP, resulta excepcional en el derecho compa­

rado (92) y venía a significar en la práctica la imposibili­

dad del control por la mayoría de que disponía la UCD en el

Senado.

No terminaban aquí los elementos que dificultaban

el ejercicio de la censura por la oposici6n. El proyecto pre

veía clásicos mecanismos de "racionalizaci6n": el número de

proponentes de la moci6n de censura se fijaba en 50 diputa­

dos o 35 senadores, que no podrían presentar otra moci6n de

censura si ésta fuera derrotada, el debate no se iniciaba

hasta transcurridos cinco días y para su triunfo eran necesa

rios la mayoría de los miembros de las Cortes, con el s6lo

c6mputo de los votos favorables. En cuanto a la votaci6n de

confianza, ésta se vinculaba a la aprobaci6n de un texto le

gislativo y se entendía aprobada de no mediar la presenta­

ci6n de una moci6n de censura.
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La UCD habfa adoptado, pues, los mecanismos de la

responsabilidad política propios del sistema francés, refor

zándolos con la exigencia de la reuni6n conjunta de las Cá­

maras. Ello levantaría una fuerte oposici6n en los restantes

partidos al pensarse que, para el proyecto presentado, po­

drían repetirse las palabras de Burdeau según las cuales

"
•.. la existencia de la responsabilidad sirve .de etiqueta

al régimen; pero no influencia su funcionamiento" (93).

La oposici6n más clara se manifest6 en una enmien­

da a la totalidad de Alianza Popular que pedía la retirada

de la ley" ... por razones de oportunidad, por razones de

procedimiento y por razones de fondo". Las razones de oport�

nidad y de procedimiento a las que se refería Fraga Iribarne

remiten a todo el "iter" que había seguido hasta aquel momen

to la ley y que ya hemos recogido (94). Más importante es se

ñalar las crfticas al fondo por proceder de quien no esconde

su posici6n favorable a la Cámara Alta:

" Cámara por la que tengo el más alto respe-

to Y soy, es público y notorio, el mayor defen­

sor de la amplitud de sus funciones en la Ponen­

cia Constitucional ... (Pero) en ningún país, por

lo menos los importantes de los que conozco, la

Cámara Alta -que tiene una funci6n importantísi

ma pero no esa- entra en las cuestiones de con­

fianza política ... Por otra parte, la figura de

la Asamblea conjunta para resolver las cuestio-
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nes de confianza y censura es única y anómala

en el Derecho Constitucional y parlamentario ...
"

Según Fraga Iribarne, estas anomalías se debían a

que:

" el fin del proyecto es puramente político

y circunstancial y está perfectamente claro lo

que persigue: hacer imposibles las mociones de

censura y, lo que es más grave, permitir además

al Gobierno, con arreglo al arto 6, la obtención

de la aprobación de los proyectos de ley polémi­

cos, en bloque" (95).

A esta intervención, replicó el Ministro de Traba­

jo, el profesor Jiménez de Parga, quien tras referirse a la

existencia contemporánea del denominado "parlamentarismo ra

cionalizado" y citar diversas muestras de éste, explicó que

en Italia existía la sesión conjunta de las Cámaras (sin que

hiciera referencia a su sistema electoral) y a la votaci6n

de confianza francesa vinculada a un texto legislativo. Pe­

ro, sin duda, el punto crucial de su intervenci6n no estaba

en estos elementos comparativos, sino en la explicaci6n de

las razones del sistema adoptado:

"
... no existe un solo texto constitucional en

el que s6lo se establezca la obligaci6n del Go­

bierno de dimitir, por haber perdido la moción

de censura, si además no se establece en el mi�

mo documento, la posibilidad de la disoluci6n ... "

(96) •
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En efecto, en España faltaba otro de los elementos

definitorios de los regíemenes parlamentarios, la posibili­

dad de disoluci6n que tiene el ejecutivo y, por ello, no es

de estrañar que se recurriera al sistema francés, porque co

mo había dicho Abril, "Para ser fieles al espíritu del parl�

mentarismo, se está obligado a afrontar la inestabilidad

cuando se presenta como un dato, a no ser que se intente re­

ducirla por la utilizaci6n de la disolución" (97). Negado

este camino al legislador español, se convertía en obliga­

do lo que a los constituyentes franceses resultó producto de

una opci6n política, como señala el mismo autor completando

la frase anterior: "Pero no es hacia esta direcci6n que se

han orientado los reformadores de 1958 porque no han queri­

do conseguir la estabilidad gracias al juego hipotético de

la disoluci6n, sino de una reglamentaci6n de la puesta en

cuesti6n de la responsabilidad del gobierno" (98).

Así planteados los argumentos de una y otra parte,

se pronunciaron a favor de la enmienda presentada por Alian­

za Popular, los dos grupos socialistas y el grupo comunista;

la minoría nacionalista y el grupo mixto se abstuvieron, con

lo que el proyecto de ley sería admitido a debate. Pero con­

viene recoger las razones de la abstenci6n comunista en la

medida que indican un nuevo marco de relaciones interpartidi�
tas que sería aquél donde la ley debería aplicarse. Por par­

te comunista, se anunciaba el descontento con el texto del g�

bierno que no sería votado si se pretendiera recoger en la
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Constituci6n; pero que, en las circunstancias del momento,

otorga s6lo "cartuchos limitados" al gobierno que, quizás,

ni tan siquiera necesitaría:

" si nosotros nos abstenemos y no votamos

en contra es porque mañana vamos a la reuni6n

de la Moncloa con la idea de que será posible

establecer unos principios mínimos, comunes

entre todos los grupos, que permitan gobernar

y ejercer la labor parlamentaria con un consen

so sobre una serie de cuestiones fundamentales

y porque creemos que si el gobierno va a estas

discusiones con la intención que nos ha sido

expuesta, quizás no tenga necesidad de utili­

zar ni estos dos o tres cartuchos que pueden

quedarle hasta el momento en que la Constituci6n

se apruebe" (99).

2) La discusi6n del articulado.

El debate del articulado presentó importantes modi­

ficaciones en el texto presentado por el gobierno; las numer�

sas enmiendas de todos los grupos llevaron a la declaraci6n

de Arias Salgado, en busca de una mayoría, de que el proyec­

to de leyera susceptible de mejora. Para ello, generalmente

la UCD apoyaría las posiciones de la Minoría Vasco Catalana

a las que los restantes grupos darían también su asentamiento

o se abstendrían, sin oponerse por un voto en contra.
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Según el arto 1 del proyecto gubernamental, el ob­

jeto de la leyeran las relaciones entre el Congreso y el S�
nado en el ejercicio del control parlamentario y no, las re­

laciones entre las Cortes y el Gobierno. Las enmiendas de

Alianza Popular y comunista pretendían que se suprimiera la

referencia al Senado, puesto que deseaban que la Cámara Alta

no pudiera ejercer la responsabilidad política. El grupo So­

cialista precisaba que "control parlamentario" debía susti­

tuirse por "cuesti6n de GOnfianza y moci6n de censura". La

Minoría Vasco Catalana señalaba que la ley se refería a las

relaciones entre Gobierno y Congreso y Senado. El representan

te de la UCD, Herrero de Miñ6n, se adhiri6 a las enmiendas

socialistas y de la Minoría Vasco Catalana, rechazando la ex

clusi6n del Senado por cuanto éste había sido también elegido

por sufragio universal, directo y secreto, según sus palabras.

La enmienda refundida de los socialistas y la Minoría Vasco

Catalana fue aprobada por unanimidad.

El arto 2 establecía la posibilidad de presentar

las mociones de censura ante las Mesas del Congreso o del Se­

nado. Retirada la enmienda comunista de supresión de la refe­

rencia al Senado, por su derrota anterior, sólo cabe remarcar

la enmienda socialista que intentaba que el debat se iniciara

en el Congreso de los Diputados, aún cuando por respeto a la

legalidad vigente, se admitía la posterior intervención del

Senado. UCD se manifestó contraria a su admisión, quedando el

artículo prácticamente inalterado.
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Según el arto 3, las mociones de censura debían

ser presentadas por 50 diputados o 35 senadores pero al so­

licitar los restantes grupos que los grupos parlamentarios

tuvieran también esta competencia, la UCD aceptaría la re­

fundici6n del texto de tal forma que a aquellas cifras se

añadía el ejercicio de la censura por un único grupo parla­

mentario.

El apartado primero del arto 4 especificaba que

la moci6n de censura se discutía en sesi6n conjunta del Co�

greso y el Senado. Las enmiendas de todos los grupos recha­

zaban esta votaci6n conjunta (una vez retiradas las propue�

tas de supresi6n del Senado), precisando los socialistas

que el debate debía realizarse en primer lugar en el Congr�

so. UCD acept6 la enmienda de la Minoría Vasco Catalana por

cuanto se refería exclusivamente al debate por cada una de

las Cámaras sin realizarse la sesi6n conjunta.

En el arto 5, el proyecto de ley exigía que para

que se entendiera aprobada la moci6n de censura, eran necesa

rios los votos favorables de la mayoría de los miembros de

las Cortes. El grupo comunista y Alianza Popular exigían tan

s610 los votos favorables de los presentes (siempre que lo

estén la mayoría absoluta de los miembros que componen la Cá

mara, precisaba la enmienda comunista). La Minoría Vasco Ca­

talana y los .socialistas, que admitían la mayoría sobre los

miembros nominales de las Cámaras, se pronunciaban por la s�

presi6n de la referencia a que se computarían exclusivamente
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los votos favorables a la moci6n. UCO acept6 esta última m�

dificaci6n, a través de la enmienda del grupo nacionalita.

El arto 6 regulaba la cuestión de confianza, liga

da a la aprobaci6n de un proyecto de ley. El proyecto qued�
ba aprobado si no se presentaba una moci6n de censura. Para

Alianza Popular, este artículo había de suprimirse o limi-

tar la cuesti6n de confianza a declaraciones políticas y

nunca a proyectos legislativos. Comunistas y socialistas pe�

mitían la confianza sobre proyectos de ley -"de especial

trascendencia" según el grupo comunista- sin embargo se opo-

nían a la exigencia de la moci6n de censura como forma de de

negar la confianza. La Minoría Vasco Catalana aceptaba esta

moci6n de censura pero exigía que los proyectos de ley incor�-

poraran las bases de la actuación programática del gobierno,

con lo que se tendía a reducir su ámbito de utilización; ad�

más limitaban explícitamente el número de cuestiones de con-

fianza que el gobierno podía presentar, coincidiendo con ello

con parte de la enmienda comunista.

El debate de este artículo hizo intervenir a los

señores Solé Tura, Fraga, Peces Barba y Roca Junyent para

criticar la posición centrista, que fueron contestados por

Pérez Llorca. La intervención de este último resulta revela-

dora en la medida en que anuncia cómo debería regularse la

responsabilidad política en la Constituci6n. Tras anunciar

que su grupo votaría favorablemente la enmienda de la Mino-

ría Vasco Catalana, hizo algunas consideraciones en torno

al "parlamentarismo negativo":



31 5

"Es indudable que el r�gimen parlamentario im­

plica que ... se garantice al mismo tiempo que

el Gobierno cuente en todo momento con el as­

censo positivo o (y �sta es una innovaci6n mo­

derna del sistema parlamentario) con el ascen­

so silencioso de la mayoria de la Cámara".

y después de insistir en que el gobierno podia

tener un "apoyo tácito o expreso" de la Cámara, advirti6 del

peligro que supondría permitir

"
... lo que generalmente se considera una impor­

tante corruptela del sistema parlamentario: la

técnica de no censurar al gobierno, pero no lle­

var a cabo su programa legislativo" (100).

Para defenderse contra esta eventualidad, cabria la

posibilidad de una votaci6n de confianza combinada con la di­

soluci6n de la Cámara; pero, en palabras de Pérez Llorca, es­

ta figura no podia introducirse en una ley ordinaria y, en to

do caso, habria de aparecer conjuntamente con la moci6n de

censura constructiva.

Nada más ofreceria el debate en el Congreso, retir�

da una enmienda del grupo Mixto en que se previa la dimisión

del gobierno en caso de carecer de la confianza de las Cáma­

ras. Por su parte, el Senado no alteraria ninguno de los ar­

ticulos presentados por la Cámara Baja, después del acuerdo

en este sentido de la UCD y el PSOE, coherente con el nuevo

espiritu de las relaciones entre los partidos por la firma
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de los Pactos de la Moncloa:

" esta ley que el Gobierno llevó al Congreso

de los Diputados en unas circunstancias determ�

nadas. Esas circunstancias han variado después,

como es público y notorio. Esta ley que estamos

contemplando, ni con el texto que ha llegado aquí

ni con el texto que mi grupo parlamentario desea­

ría, va a ser utilizad; de manera en que no esta­

mos en un caso de esos en que se impone la disc�

plina ... El PSOE ha dicho que es una ley verdade­

ramente lamentable y, sin embargo, el PSOE como

la UCD han decidido ahora que no se cambie una so

la coma." (10 1 )

A pesar de estas quejas, las enmiendas presentadas

por los Senadores Socialistas y Progresistas Independientes

no tendrían ninguna virtualidad. Así, no se admitió que la

moción de censura quedara aprobada en el caso de que en una

Cámara alcanzara la mayoría absoluta sin necesidad de pasar

a la restante ni tampoco que se eliminara la referencia a la

cuesti6n de confianza.

La ley sobre la regulaci6n provisional de las rel�

ciones entre las Cortes y el Gobierno a efectos de la moci6n

de censura y la cuesti6n de confianza había quedado, pues,

aprobada y sería publicada en el Boletín Oficial del Estado

de 16 de noviembre de 1977. El partido del gobierno lograba

así una ley que, gracias especialmente al reconocimiento de
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competencias de control político al Senado, aseguraba una

c6moda mayoría al ejecutivo que le permitiría legislar en

situaciones complicadas mediante el uso de la votaci6n de

confianza y aseguraba una fuerte estabilidad al gobierno

no mayoritario. Como afirma Montero, "el control parlame�

tario ideado por el Gobierno tenía, pues, la virtud de i�

pedirlo y la ventaja de concederle una arma adicional para

la aprobaci6n de proyectos legislativos dificultados por

las Cortes". (102).

Paradógicamente, sin embargo, el gobierno no con

seguiría su estabilidad de los complejos mecanismos que ha

bía promovido sino de un acuerdo político, representado por

los Pactos de la Moncloa y el consenso constitucional, que

harían que la ley no fuera utilizada ni una sola vez en el

curso de la legislatura. Sobre este punto tendremos ocasi6n

de volver a insistir posteriormente.

D) LA MOCION DE CENSURA EN EL PROCESO CONSTITUYENTE

Al publicarse el primer borrador constitucional el

debate anterior era todavía muy reciente y, por ello, no e�

trañará que algunos elementos reguladores de la censura sur­

jan de nuevo. Especialmente, la finalidad última que con es­

ta instituci6n pretendía obtener cada grupo. La UCD, como paE

tido en el gobierno, había manifestado anteriormente su volun

tad de que la moci6n de censura no siriviera para derribar

los gobiernos; se había pronunciado incluso -a trav�s de la
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ntervenci6n reseñada de Pérez Llorca- por la institucionali

zaci6n de la moci6n de censura constructiva.

Así, el arto 90 del borrador imponía la moci6n de

censura constructiva, gracias al apoyo de la UCD, AP y la Mi

noría Vasco Catalana. La propuesta de la censura debía rea­

lizarse a instancias de una décima parte de los Diputados,

que no podían presentar otra moci6n en el mismo período de

sesiones, si ésta resultaba derrotada. La censura quedaba

aprobada si obtenía la mayoría absoluta del Congreso.

Formalmente, pues, esta instituci6n había cambiado

al pasar del texto provisional al proyecto de Constituci6n.

Desaparece la intervenci6n del Senado; se adopta el sistema

alemán de la moci6n de censura constructiva y se elimina la

posibilidad de que un grupo parlamentario pueda presentarla.

En la práctica, sin embargo, las líneas de fondo que mueven

este proyecto son idénticas a las anteriores; se trata por

la vía de la racionalizaci6n de dificultar -o impedir- el

control parlamentario del gobierno. La moci6n de censura

constructiva obligaba al acuerdo de todos los grupos no cen­

tristas para su posible triunfo; conocida l� composici6n de

la Cámara Baja se comprenderán, pues, las dificultades que

la misma comportaba para su eficaz utilizaci6n por los gru­

pos minoritarios.

Por ello, la izquierda se opuso de nuevo al pro­

yecto gubernamental, anunciando socialistas y comunistas la

presentaci6n de un voto particular. Pero el segundo debate
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tarias y el texto pas6 al anteproyecto de 5 de enero sin

ninguna modificaci6n importante. La presentaci6n de enmien­

das diseñ6 dos problemas. Por una parte, las referidas al

núcleo del artículo, o sea, al carácter constructivo de la

censura que no era admitido por el grupo comunista y s6lo de

manera opcional por los socialistas que entendían que los fir

mantes podían o no presentar un candidato a la Presidencia

del Gobierno. Por otra parte, la iniciativa de presentaci6n

de la moci6n; AP y los comunistas habían presentado un voto

particular solicitando que los grupos parlamentarios tuvie­

ran, como una décima parte de los Diputados, el derecho de

presentar una censura; a ellos se unirían la Minoría Catala

na y el Grupo Vasco con sus enmiendas. El grupo Mixto, por

su parte, entendía que tres grupos debían tener derecho de

iniciativa en este tema. Ninguna enmienda se present6 a la

exigencia de mayoría absoluta ni a la prohibici6n de repe­

tir la censura, en su caso (103).

El debate en el seno de la Comisi6n Constitucio­

nal no produjo tampoco ninguna modificaci6n en el artículo.

La moci6n de censura constructiva fue aceptada por el grupo

Socialista que retiraría su enmienda y se abstendría en la

votaci6n de la presentada por los comunistas; Solé Tura, en

defensa de esta última posici6n, acusaría al sistema previ�

to porque

" dificulta la auténtica relaci6n entre los
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poderes y, sobre todo, minimiza y obstaculiza

la facultad de control real del Parlamento so­

bre el Gobierno ... " (104).

Las respuestas llegaron desde la derecha. Alzaga

(UCD) aludi6 a la necesaria estabilidad gubernativa y pre­

cis6 que

"La Ley Fundamental de Bonn ... logra eliminar

el peligro de mayorías negativas que, sin embar

go, no son positivas" (105).

También tom6 la palabra el señor Fraga para pronun­

ciarse en favor del texto del anteproyecto, al considerar

que:

"El régimen parlamentario racionalizado aconseja

el voto de censura constructivo" (106).

Esta posici6n resulta doblemente interesante; de

un lado, significa una variaci6n radical de las posiciones

mantenidas en la ley provisional y ello hace pensar que se

trataba allí de una táctica coyuntural que buscaba debilitar

un gobierno en concreto; pero que, ante un texto duradero co

mo la Constituci6n, se prefería la estabilidad gubernativa

por encima de cualquier otra consideraci6n. Ello nos lleva

al otro aspecto de la cuesti6n. Resulta absolutamente err6-

neo identificar "parlamentarismo racionalizado" con la mo­

ci6n de censura constructiva; por ello, cabe pensar que los

constituyentes, o mejor dicho, su sector mayoritario, enten
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día por "racionalizaci6n" un contenido muy específico de es­

te concepto; aquel que "desdeña pura y simplemente la impor­

tancia política del Parlamento" (107).

Naturalmente, la prohibici6n de que los grupos pa�

lamentarios pudieran presentar mociones de censura liga di­

rectamente con este aspecto. Por la moci6n de censura cons­

tructiva, se impedía derribar a los gobiernos; con la exige�

cia de los 35 diputados, se aseguraba que la moci6n de censu

ra no sería utilizada como un elemento de presi6n o propaga�

dístico por las formaciones no hegem6nicas. Este precepto,

y creemos que ello no se ha destacado bastante, impedía no

s610 el triunfo de la misma, sino sus posibilidades de util!
zaci6n. Por ello, cabría definir como formal la respuesta

que daría Pérez Llorca a las enmiendas de los partidos minori

tarios:

"En este problema o cuesti6n concreta, realmen­

te la introducci6n del Grupo Parlamentario en es

te precepto de la Constituci6n habría obligado a

una alternativa constitucional global: o consti­

tucionalizábamos el Grupo Parlamentario en su fun

cionamiento, y sobre todo en su composici6n míni­

ma ... o habíamos de hacer remisi6n a una norma en

blanco; a una norma constitucional importantísima

cual es la de los requisitos de la moci6n de cen­

sura que se iba a remitir a los Reglamentos ... "

(108) .
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Efectivamente, no se plantea el problema político

real: ¿qué fuerzas políticas habían de estar capacitadas

para ejercer la censura? De hecho, es la misma imagen del

Parlamento la que se está poniendo en juego en un aspecto

que puede parecer marginal. Al ponerse en duda la especifi­

cidad de los grupos parlamentarios en un tema de tanta tras

cendencia como el control del ejecutivo, se está poniendo

en duda la representatividad de la Cámara, o, dicho en otras

palabras, se considera que el Parlamento no es tanto el lu­

gar de debate de las opiniones de la sociedad como un orga­

nismo orientado específicamente a la acci6n gubernativa.

Por eso, el artículo aresulta absolutamente cohe­

rente en todos sus elementos y UCD no admitiría ninguna modi -­

ficaci6n durante el proceso constituyente. En vano Solé Tura

haría una defensa de la "centralidad" del Parlamento:

"En un régimen parlamentario moderno, ¿d6nde se

sitúa el centro de gravedad? ¿El centro de grav�

dad debe situarse en los 6rganos elegidos o este

centro de gravedad debe situarse en otros 6rganos

que no son directamente controlables por el elec­

torado? .. Nosotros entendemos que un sistema paE

lamentario ... tiene que situar su centro fundamen

tal de gravedad en el Parlamento" (109).

e, inútilmente, el senador Ollero plantearía la necesidad de

eliminar la moci6n de censura constructiva porque:
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"lleva consigo la irresponsabilidad política de

un gobierno minoritario ... y porque además difi­

culta al límite, si es que no imposibilita toda

forma efectiva de control sobre el Gabinete"

(110) .

ya que se había escogido la estabilidad gubernativa, antes

que su fortaleza, como se diría en una curiosa intervenci6n:

"Tiene toda la raz6n el Senador Ollero al decir,

como ha dicho, que una moci6n de censura así ar­

ticulada ..• va a propiciar Gobiernos débiles,

por la dificultad grave con que los demás grupos

parlamentarios se van a encontrar en derribarlos.

Es verdad, pero no es menos cierto que no hay su�_

fucientemente vertebrada una administraci6n públi

ca en España •.. A la vista de la situaci6n en que

la Administraci6n española se encuentra, mal endé

mico que no es fácil se cure en los pr6ximos años,

nuestra opci6n es la de un Gobierno, aunque frá­

gil, o menos fuerte, más estable" (111).

E) LA CUESTION DE CONFIANZA EN EL PROCESO CONSTITUYENTE

La Ley provisional de relaciones Gobierno-Cortes

había diseñadq una votaci6n de confianza vinculada a la apr�

baci6n de proyectos de ley; ahora, en el debate constituyen­

te, desde el borrador inicial, se acudirá a la regulaci6n
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sentarse ante el Congreso de los Diputados por el Presidente

del Gobierno, previo debate del Consejo de Ministros (112) y

había de versar sobre el programa gubernamental o sobre una

declaraci6n de política general. También aquí se abandona,

pues, el sistema francés, tanto porque no se prevee la con-

fianza corno una arma legislativa del gobierno, corno porque

desaparece la exigencia de una censura (que sería todavía más

ins61ida si tuviera que ser constructiva) para impedir su

aprobaci6n automática.

Las razones de esta supresi6n no fueron explicita-

das; pero cabe pensar que se trata de la influencia del siste-

ma alemán -por el tipo de censura adoptada- que arrincon6 la

16gica constitucional francesa. De todas formas, inicialmen-

te, los dos principales grupos dudaron acerca de la proceden-

cia de la votaci6n de confianza sobre un proyecto de ley, el

grupo socialista anunci6 su voluntad de que esta figura se

introdujera en el momento de publicarse el borrador constitu-

cional y, después del anteproyecto de 5 de enero, sería la

UCD quien, por medio de un voto particular, lo solicitara

(113), sin que, en aquel momento, encontrara el apoyo de los

restantes grupos.

El auténtico problema de la votaci6n de confianza

se situ6 en la mayoría requerida para su aprobaci6n. El pr�

mer borrador exigía la mayoría absoluta de los diputados en

contra de la moci6n para que la misma fuera derrotada; en

cambio, en el primer anteproyecto, era el gobierno quien de
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bía obtener la mayoría absoluta (en paralelismo con la op�

sici6n que necesitaba esta misma mayoría para imponer la

censura). Esta última posici6n no sería discutida por nin­

guna enmienda en el Congreso.

Sin embargo, un artículo que parecía pacífico fue

substancialmente alterado (114) en la Comisi6n de Constitu­

ci6n del Senado, sede de un importante debate. En efecto, el

senador Ollero (AI) solicitaba que la confianza se entendie

ra otorgada al votar a su favor la misma mayoría de diputa­

dos que hubiere aprobado la investidura del Presidente del

Gobierno, porque, frente a las múltiples hip6tesis en las que

podía intervenir la cuesti6n de confianza, el redactado del

Congreso actuaría solamente en el supuesto que

"
... la mayoría simple que le había permitido

surgir se haya convertido en mayoría absoluta.

En tanto que esto no suceda claramente, no re­

solverá el Gabinete plantear ante la Cámara la

cuestión de confianza" (115).

Pero la crítica de UCD (116) al acuerdo del Congr�

so era mucho más radical porque exigía tan s6lo la mayoría

simple y, por ello, se oponía la flexible enmienda anterior:

"Quiero que se medite lo que supondría el hecho

de que precisamente el Presidente nombrado por

mayoría absoluta sería el más débil en el caso

de la votaci6n de confianza, ya que tendría que
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aquí contemplamos la mayoría absoluta para salir

airoso de esa votaci6n, en tanto que el Presiden-

te que hubiese sido nombrado en la votaci6n me-

diante una investidura de una mayoría simple le

bastaría con obtener esa mayoría simple para supe-

rar la votaci6n de confianza" (117).

Por su parte, el señor Villar Arregui (PSI) defendía

el artículo tal como había llegado del Congreso, entendiendo

que la raz6n de la mayoría absoluta era posibilitar la amplia-

ci6n del frágil soporte de la investidura por minoría:

"
... lo que el gobierno intenta es corresponsabil�

zar en su gesti6n las minorías que se sientan en

el Congreso de los Diputados y que, ordinariamen-

te, están haciendo el juego de la oposici6n ... lo

que el gobierno está recabando es algo más que el

voto irlicial de investidura" (118).

Estas intervenciones demuestran suficientemente que

no se trata de un pequeño cambio en la 16gica de la votaci6n

de confianza. La enmienda centrista conseguía facilitar el

mantenimiento del gobierno, al igual que había obtenido que

éste se formara por mayoría simple: pero lo que resulta sign�

ficativo, no es tanto la facilidad en conseguir la confianza,

como el hecho de que ésta instituci6n no estimula al gobier-

no a conseguir una nueva mayoría sino, simplemente, a la rep�

tici6n de aquella inicial.
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F) CONSIDERACIONES GENERALES

Al intentar recoger el sentido del debate que ha

culminado en la regulaci6n de la responsabilidad política

en la Constituci6n española, quisiéramos empezar por seña­

lar que la finalidad última de los arts. 112 y siguientes,

la concepci6n del sistema político que revelan, pueden en­

contrarse tanto en los elementos efectivamente constituciona

lizados, como en aquellos que el texto fundamental pasa en

silencio. La relaci6n de confianza entre el gobierno y el Con

greso de los Diputados presenta dos puntos esenciales; el pr�

mero, la moci6n de censura constructiva, suponía la imposibi­

lidad fáctica, con el sistema de partidos políticos con que

se operaba, de derribar al gobierno; el segundo, la mayoría

simple para otorgar la confianza implica el mantenimiento de

los gobiernos de minoría que la investidura permite. Pero, al

lado de estos dos aspectos básicos, la Constituci6n deja en

silencio otros mecanismos de "racionalizaci6n" del sistema

parlamentario; éste silencio potencia las distorsiones del

control de la Cámara.

Tanto por lo que la Constituci6n dice como por aqu�

110 que no expresa, se apreciará que el significado que cobra

la racionalizaci6n de la votaci6n de confianza y la moci6n de

censura para el constituyente (y, en especial, las fuerzas ma

yoritarias) equivale a denegar la funci6n de control del Con­

greso y a potenciar la libre actuaci6n del ejecutivo. No es
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preciso acudir a complicadas teorías para explicar la fun­

ci6n de la votaci6n de confianza en el contexto español. El

cambio introducido en el Senado, pasando de la exigencia de

la mayoría absoluta a la mayoría simple, es lo suficiente­

mente explicito. En primer lugar, rompe el paralelismo, por

el mero juego de los quorums requeridos, entre lo que se le

exige al gobierno y lo que se reclama a la oposici6n. En se

gundo lugar, permite la subsistencia de gobiernos minorita­

rios, reforzando de esta manera un proceso politico que la

investidura facilita enormemente.

Tal corno el Congreso habia diseñado la cuesti6n de

confianza, ésta era un mecanismo para la ampliaci6n de la ma

yoría gubernativa; el gobierno, que hubiera nacido por mino­

ría, podia posteriormente buscar acuerdos con otros grupos y

ratificarlos mediante esta votación. Ahora, naturalmente, e�

ta eventualidad no se encuentra cerrada; pero el sistema ac­

túa en favor de que un gobierno en crisis ponga de manifies­

to que conserva su escasa mayoria y, simplemente, que los

grupos minoritarios no están decididos a hacerle caer, quizás

por no poder ponerse de acuerdo entre ellos. Asi planteada

por la Constituci6n la cuestión de confianza cabe pensar que

no será muy utilizada -demostrar que el partido del gobierno

dispone de sus propios votos no deberia ser lo más normal si

los partidos no tienen enfrentamiento internos- con lo que se

ha pretendido vaciar de contenido una de las instituciones

fundamentales de la responsabilidad política, a fin de gara�

tizar al máximo la estabilidad del gobierno.
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Se dirá, pero, que esta reducci6n de la funci6n

fiscalizadora del Parlamento no es completa puesto que ha

desaparecido la confianza vinculada a la aprobaci6n de un

proyecto de ley, como se fijaba en la Ley provisional de

relaciones entre el Gobierno y las Cortes. Este hecho es

cierto, pero a nosotros no nos parece esencial; a nuestro

entender, el gobierno conseguiría los mismos efectos por m!
todos indirectos, aún cuando debiera acudir a procedimientos

más complejos. Una declaraci6n gubernamental, por ejemplo,

no realizada necesariamente en el Parlamento, de que el Co�

sejo de Ministros dimitirá en caso de que los puntos básicos

de una ley no fueran aceptados, conduciría seguramente a r�

sultados similares: los diputados estarían atrapados entre

dos opciones radicales, la aprobaci6n de la ley o la crisis

gubernativa.

En este ámbito, el tema que nos parece importante

es otro: la no regulaci6n de la dimisi6n del gobierno. En

efecto, no es estrictamente exacto decir que la Constituci6n

pretende evitar la crisis del ejecutivo. El objetivo consti­

tucional es, simplemente, eliminar las crisis de origen parl�

mentario porque nada se hace para dificultar las dimisiones

del gobierno. Este aspecto ha sido señalado por Galleotti que,

en su momento, sugería la prohibici6n de que los ministros

fueran parlamentarios, siguiendo el modelo francés, para dif�
cuitar de esta forma la crisis extraparlamentarias (119). La

soluci6n no nos convence porque choca con la tradici6n de los

regfmenes parlamentarios (120); pero plantea un problema real
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al proyecto de Constitución italiana que decía: "El Presi-

dente puede subordinar la aceptación de la dimisión del Go

bierno a la expresi6n de un voto explícito del Parlamento"

(121). Ello no evitaría las crisis; pero las reconduciría

al terreno parlamentario, con los efectos beneficiosos de

debate y publicidad que le son propios. No entraremos ahora

en si esta enmienda, adecuándola en su procedimiento a las

características de una Monarquía parlamentaria, hubiera re-

sultado adecuada o serían más convenientes otros mecanismos

que aseguraran que la crisis no se plantearían exclusivame�

te en el interior del gabinete. Lo que nos importa subrayar

es, simplemente, que este supuesto -la crisis de origen no

parlamentario- no fue discutido en ningún momento del debate

constituyente.

y este olvido puede producirse porque en el fondo

de la Constitución late una sola idea, el control parlamen-

tario genera la inestabilidad de los gobiernos. Por ello, el

gobierno es libre para provocar su propia crisis, porque él

dirige la política de la nación; en cambio, al Congreso, se

le niega esta capacidad de expresión de los grandes intere-

ses nacionales. La moción de censura constructiva lo demues-

tra todavía de una forma más clara. Al adoptar el sistema ale

mán que exige la presentación de un candidato se atenúa en

forma extraordinaria el riesgo de que el gobierno sea derri-

bado por el Parlamento. La naturaleza de la oposición españ�
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la, dividida en grupos ideo16gicamente muy distantes, impi­

de los acuerdos interpartidistas necesarios para que, con la

censura, se consigan efectos prácticos en orden a la sustit�

ci6n del gobierno que no goza de la confianza de la Cámara;

todo lo más -y luego analizaremos en qué condiciones- la

censura tendrá un efecto propagandístico, sin que atente con

tra la pervivencia del gobierno.

Con este tipo de censura, la fiscalizaci6n es fic­

ticia-hasta tal punto que, al quedar el mecanismo básico del

régimen parlamentario desvirtuado, el profesor de Vega ha p�

dido decir que nos encontramos ante un régimen de separaci6n

de poderes (122). Esta ironía no resulta muy exagerada si se

tienen en cuenta las críticas que ha despertado entre los

te6ricos la moci6n de censura constructiva. Así, para Loewens

tein esta figura es básica en su concepci6n del régimen ale­

mán corno "demoautoritario" porque niega el control en los

períodos que median entre una y otra elecci6n (123). Para

Burdeau, otro clásico en el terna, "el sistema imaginado en

Bonn no corrige un vicio del parlamentarismo (la oposición

estéril) con el pretexto de asegurar la estabilidad guberna­

mental sino que desnaturaliza su espíritu" (124) en la medi-

da que
11 la correlación entre el voto de desconfianza y

la elecci6n de un nuevo Canciller confunde dos operaciones

-dos fases- de la vida parlamentaria cuya l6gica política

impone que estén separadas. La desconfianza se vota en fun­

ci6n de lo que la Asamblea no quiere; la investidura se otor
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ga en función del programa del candidato al puesto de primer

ministro" (125).

Las objeciones te6ricas contra la moción de censura

constructiva son, pues, importantes; se critica la desnatura­

lizaci6n del régimen parlamentario corno primer aspecto pero,

además, hay que remarcar el equívoco concepto que se manifie�

ta de la estabilidad gubernamental y de la funcionalidad del

control parlamentario. En efecto, al implantarse la moci6n

de censura constructiva, se piensa en que son los instrumen­

tos constitucionales los que permiten regular la permanencia

o caída de los gobiernos; se cree que los gobiernos fracasan

porque no se ha racionalizado suficientemente al parlamento

y frente a ello, se levantan rígidos procedimientos que impi __

den la censura. Ahora bien, en el marco de los conocimientos

políticos, está suficientemente demostrado que la estabili­

dad no depende tanto de la Constituci6n formal corno de los

factores sociales e hist6ricos que explican un determinado

sistema de partidos políticos; la variable esencial para ex­

plicar las crisis de gobierno se encuentra en la presencia o

ausencia de partidos antisistema y en su fuerza parlamenta­

ria (126). Por ello, la adopci6n del sistema de censura ale

mana es un espejismo porque el sistema de partidos, por sí

mismo, permite la pervivencia de los gobiernos. En Alemania,

la censura constructiva es inútil, cuando no negativa psico­

l6gicamente en la moral del Parlamento (127); en España, con

su sistema de partidos, es nociva porque ahoga el control

parlamentario.



333

Como ha puesto de manifiesto Montero, "
... son mo­

tivos diferentes a los del simple mimetismo constitucional

los que explican la presencia en nuestro texto de la moci6n

de censura constructiva ... " Se trata, en realidad de la adoE
ci6n de un sistema que responde a una doble causa; la Consti

tuci6n expresa su miedo al multipartidismo (128) y su miedo

a las crisis políticas. Para Santamar!a "(los constituyentes)

no comprenden, al parecer, ni la función moderadora que en

todo régimen parlamentario cumplen las crisis ministeriales

ni el hecho de que jamás habría mayor vacío de poder que en

el caso de que una mayoría de Oposición no pudiera exigir su

responsabilidad a un Gobierno minoritario y éste se hallase

maniatado al tropezar con la Oposici6n de una Mayoría absolu

ta ... " (129).

La crisis puede tener una funci6n positiva en la me

dida en que permite desbloquear situaciones de parálisis del

ejecutivo, obligando a negociaciones entre los partidos y,

eventualmente, a la disoluci6n de las Cámaras y la consulta

al electorado. En cambio, la Constituci6n española huye de es

te planteamiento; para ella lo esencial es salvar al gobierno

minoritario, impedir la fiscalizaci6n parlamentaria, evitar

la caída del gobierno. En este contexto, no extrañará que la

Constitución exprese también algunas notables omisiones (apaE

te del ya citado olvido de la crisis extraparlamentarias). Por

ejemplo, la inexistencia de un procedimiento específico para

provocar la dimisi6n de un Ministro (130); ¿qué mejor forma

para asegurar la estabilidad que la negaci6n básica del supue�
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tucionalmente que las votaciones acerca de la confianza fue-

ran nominales y motivadas (131); si se construyeron unos sis

ternas tan poco apropiados para el control, ¿por qué habría de

pensarse en que la Cámara realizara un auténtico debate?

Por todo lo que llevarnos dicho, entendernos que re-

sulta suficientemente claro que la votaci6n de confianza y la

moci6n de censura que nuestra Constituci6n prevee no resultan

muy adecuadas para el ejercicio del control parlamentario. P�

ro no convendría tampoco pensar que su regulaci6n no cumple

ninguna función en el sistema político español (132). La si-

tuación real es que la censura puede producirse, aún cuando

no consiga derribar al gobierno; dicho de otra forma, nos en---

contramos ante un control que no dispone del arma de la san-

ci6n. Entonces debernos preguntarnos si el controlsinsanci6n

tiene alguna virtualidad. Podernos renunciar a llamarle con-

trol¡ digamos, tan sólo, que la censura constructiva permite

la crítica.

El arto 113 revela, de esta forma, un doble campo

de efectos. Si, por una parte, permite el mantenimiento del

gobierno¡ por otra parte, crea y define un tipo de oposici6n.

En realidad, una décima parte de los diputados pueden promo-

ver una censura aún cuando su resultado previsible no lleve

a la substituci6n del gobierno. Se da así opci6n a una críti

ca "solemne"; la importancia constitucional de la censura
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otorga un alto valor de propaganda política a su ejercicio.

Pero esta solemnidad no s6lo se expresa por el relieve for­

mal de la censura, sino muy especialmente por el contenido

del debate a que obliga. Crítica al gobierno, porque es cen

sura y exposici6n de un programa de gobierno, porque campar

ta la presencia de un candidato a la Presidencia. La censu­

ra española, por tanto, crea un espacio privilegiado al pe�

mitir un diálogo, sin efectos inmediatos por su ineficacia

controladora, entre un gobierno y una oposici6n que ha de

ser de gobierno, porque lo reclama el mecanismo constructivo.

La votaci6n de confianza y la censura constructiva

aseguran la pervivencia de los gobiernos minoritarios; pero,

a su vez, ésta última define un carácter constitucionalmente

exigido a la oposici6n. S6lo se da el relieve que la censura

posibilita a quien se presente en forma de gobierno alterna­

tivo. Diríamos, pues, que la censura constructiva busca evi­

tar las crisis ministeriales y posibilitar un diálogo de go­

bierno con una oposici6n constructiva. Pero también en este

último aspecto, el miedo al multipartidismo se impone y la

Constituci6n realiza una definici6n previa de quién sea la

oposici6n responsable. La prohibici6n de que los grupos parl�

mentarios planteen una votaci6n de censura, la cláusula de

la décima parte de los diputados, con el sistema de partidos

existente, define a tan sólo dos partidos como capaces de dis

cutir sobre las opciones de gobierno, bien desde el mismo,

bien desde la oposición.
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En resumen, la votaci6n de confianza y la censura

constructiva son instrumentos en beneficio del gobierno de

manera inmediata y, en beneficio de un bipartidismo centrí­

peto (133) de forma mediata. A cambio, el Parlamento, como

foro expresivo de las tendencias y tensiones sociales, queda

marginado.
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LA DISQLUCION DE LAS CAMARAS

La Constituci6n española recoge tres supuestos

-aparte la expiraci6n natural del mandato parlamentario- en

los que es posi-le la disoluci6n de las Cámaras; dos de ellos

pueden calificarse de "automáticos" y uno, de "discrecional".

La disoluci6n opera por sí misma en el caso previsto en el

arto 90,5 cuando en el plazo de dos meses, el Congreso no

hubiera conseguido investir un candidato como Presidente del

Gobierno; asimismo, la disoluci6n es obligada en el supuesto

que se pretendiere una reforma de la Constituci6n, con el co!!

tenido y el procedimiento que se cita en el arto 168,1. Trat�

remos esencialmente en este epígrafe la disoluci6n discrecio­

nal, es decir, aquella que se produce por voluntad del ejecu­

tivo y anticipa la convocatoria de las elecciones. La disolu­

ci6n por incapacidad del Congreso en otorgar su consentimien­

to a un candidato propuesto por el Rey ha sido ya tratada y

s610 haremos breves referencias a la disolución por reforma

constitucional, en la medida en que puede cruzarse con la di­

soluci6n anticipada discrecional. La razón de esta exclusión

consiste en que ésta no tiene su verdadero sentido en la rela

ción entre los poderes del Estado, sino en la voluntad de au­

mentar la rigidez constitucional y, por ello, afecta únicamen

te de manera indirecta el funcionamiento de las Cortes, al ac

tuar como un freno de su poder consti tuyente (134).
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La disolución que contemplamos es aquella que pone

en relación el Parlamento con el ejecutivo y sirve, con otros

elementos ya estudiados, para precisar las características

del régimen parlamentario español. Al respecto, el modo como

Loewenstein se plantea si la disolución forma parte esencial

del concepto de régimen parlamentario nos parece una manera

correcta de abordar el tema. Para este autor, el problema no

consiste en preguntarse si este tipo de regímenes acepta o no

la ausencia de disolución, sino en resolverlo de manera reduc

tiva: "La disolución del Parlamento ... es un dispositivo que

se da s6lo en el tipo de gobierno parlamentario. Por razones

estructurales es incompatible, tanto con el gobierno de Asam­

blea -excepción hecha de la autodisoluci6n, a la que sin em­

bargo no se llega nunca- como con el tipo presidencialista"

(135). Con ello, la disolución queda conceptuada como un ins-

trumento específico del régimen parlamentario; pero no se vin

culan necesariamente los dos elementos, por lo que pueden ca­

ber dentro de los regímenes parlamentarios, países en que es

te procedimiento no está previsto formalmente y países en don

de materialmente el titular del derecho no lo ejerce (136).

Así pues, si la ausencia legal o fáctica de la diso

lución es compatible con el régimen parlamentario, un primer

dato que resalta del debate constituyente en nuestro país es

que ninguna fuerza política cuestionará la existencia del de­

recho de disoluci6n en España (excepci6n hecha del grupo mix­

to en una enmienda que ni tan s6lo llegaría a debatirse). Cier
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to es que esta figura está prevista de manera casi absoluta

en las Constituciones europeas y quizás esto explique el com

portamiento de los principales grupos políticos; pero también

es verdad que la disoluci6n, al ser un arma en manos del ej�
cutivo que se dirige contra los representantes de la Naci6n,

comporta riesgos para un sistema democrático.

En principio, porque la disolución significa con­

sulta electoral y pronunciamiento de los ciudadanos (en caso

contrario estamos ante otro supuesto corno apunta González

Casanova) (137), su validez parece indiscutible; el cambio

de las circunstancias políticas, la variaci6n en el cuerpo

electoral, la aparición de un problema importante que aconse

ja una consulta al pueblo corno si de un referéndum se trata­

ra, la imposibilidad de formar mayorías con momentos pertine�

tes para proceder a la disoluci6n. Sin embargo, la disoluci6n

puede tornar un aspecto negativo si pretende reducir la in­

fluencia de las Asambleas legislativas, si se convierte en

plebiscito de un poder personal ...

Precisamente por este doble carácter, no cabe un

pronunciamiento rotundo acerca de los efectos de la disolu­

ci6n en un sistema político. Corno ha dicho Burdeau, "el peor

método para abordarlo consiste en considerarlo en abstracto.

El derecho de disoluci6n s610 tiene sentido en relaci6n a

los datos políticos y constitucionales del Estado en que de­

be actuar. No comporta un valor en sí, sino s610 en función

de lo que pretende conseguir y de la manera en que es utili-
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zado" (138). Si esta afirmación es compartida, y si la diso­

luci6n existe efectivamente dentro de un determinado Estado,

se comprenderá que la cuesti6n se desplaza, no hacia su com­

patibilidad con el régimen parlamentario, sino hacia el aná­

lisis de las garantías para su recto funcionamiento porque

"la extraordinaria importancia para la funcionalidad de los

regímenes parlamentaris del poder de disolución se acompaña

de un uso extraordinariamente delicado, por la dificultad

de contener sus manifestaciones dentro de aquel margen suti­

lísimo que distingue los casos de utilizaci6n destinados a la

finalidad de restablecer el normal equilibrio entre los órga­

nos de decisi6n política, según las exigencias del sistema,'

y aquellos que, por el contrario, tienden a alterar el mis-

mo equilibrio, usando el instituto como instrumento de lucha

desleal" (139).

Estas consideraciones conducen, por consiguiente,

a no pronunciarse acerca de la validez democrática del dere­

cho de disolución, sino a estudiar en concreto cada una de

las disoluciones operantes y a analizar los mecanismos cons­

titucionales que impidan el rebasar los "márgenes sutilísi­

mos" que citaba Burdeau. Sobre el primer aspecto -la práct_!

ca de la disoluci6n- cabe decir que, en las democracias euro

peas, su utilización no es una forma de dominio del gobierno

sobre una Asamblea hostil, en la medida en que en la actuali

dad los gobiernos disponen de una mayoría expresa o tácita

en las Cámaras. La disolución no es un expediente para resol

..
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ver situaciones excepcionales de enfrentamiento entre los po

deres del Estado, sino un procedimiento para reforzar el ca­

rácter mayoritario -y, por lo tanto, representativo- del paE

tido del gobierno. Como ha dicho Fournier refiriéndose a Gran

Bretaña, pero en una frase que puede resultar generalizable,

"la disolución se utiliza de una manera muy frecuente, casi

regularmente. Esta es, pues, un engranaje normal del mecani�

mo constitucional y no solamente una válvula de socorro" (140).

La disoluci6n es un procedimiento de relación entre el Gobier

no y el electorado y, en mucho menor medida, un medio de re­

solver las crisis entre el legislativo y el ejecutivo.

Pero este tipo de disolución, cuyo carácter democr�
tico es plenamente aceptado, no puede producirse sin unas ga--­

rantías -y con ello entramos en el segundo aspecto de los que

citábamos- que impidan las desviaciones de su ejercicio. La

primera y más importante de ellas puede encontrarse en la mis

ma titularidad del derecho; en este sentido, la evoluci6n del

régimen parlamentario en Europa ha diseñado dos modelos, la

disoluci6n como poder residual del monarca y la disoluci6n

como prerrogativa del Jefe del ejecutivo, para llegar a f6r­

mulas de aproximamiento con la República de Weimar, la españ�

la de 1931, etc. (141). Naturalmente, la intervenci6n del Je­

fe del Estado, en el grado pertinente a cada país, representa

un cierto control sobre el gobierno; pero este mismo dato de­

pende de qué tipo de jefatura del Estado se esté configuran­

do (142).
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Este punto crucial, la titularidad del derecho,

se acompaña de algunos requisitos que limitan la utilizaci6n

abusiva o demasiado frecuente de la disoluci6n: supuestos en

los que puede actuar y supuestos en los que está excluida;

períodos que deben mediar como mínimo entre una disoluci6n

y otra; consecuencias de la misma, etc. Como no se trata,

como decía Burdeau, de desarrollar estos ternas en abstracto,

veamos ahora cuál ha sido el debate constituyente acerca de

ellos y cual ha sido el sentido que, finalmente, ha tornado

la disoluci6n en nuestro ordenamiento jurídico.

A) LA TITULARIDAD DEL DERECHO

El arto 115,1 Consto establece de una manera tajan­

te que el derecho de disoluci6n corresponde al Presidente del

Gobierno; sin embargo, no fue este el sistema que se adopt6

originariamente en el primer borrador constitucional:

"El Rey, a propuesta del presidente del Gobierno,

y previa consulta con los presidentes de ambas Cá

maras, podrá disolverlas" (143).

En este texto, la decisi6n última correspondía al Mo

narca que gozaba de una auténtica prerrogativa real, aún cuan­

do la iniciativa estuviere en manos del Presidente del Gobier­

no. Refuerza el carácter de libre decisi6n del Rey la consulta

no vinculante con los Presidentes del Congreso y el Senado

puesto que podían aportarle una visi6n contrapuesta a la del
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del ejecutivo, en los casos en que la solicitud se fundara

en un conflicto entre gobierno y parlamento.

De todas formas, esta opción por la intervención

real no gozaba de un gran asentimiento. Los socialistas y los

comunistas se oponían a ella, en su concepci6n de una monar­

quía despojada de cualquier poder político; por el contrario,

Alianza Popular solicitó un mayor realce de la intervención

monárquica al exigir que la disolución se produjera tras una

consulta con el Consejo Real. Al producirse la segunda redac­

ción constitucional, el precepto cambió en sentido favorable a

las propuestas de la izquierda. A partir de aquel momento, el

titular material de la disoluci6n es el Presidente del Gogier-

no, aunque formalmente sea el Rey quien disuelva las Cámaras

o una de ellas puesto que, como subraya el profesor Molas,

"estamos ante un acto debido del Rey, en la línea de conver­

sión del Jefe del Estado en un centro de imputaci6n de deci­

siones formales, símbolo de la unidad del Estado" (144). Este

carácter de la intervención real se produce en los tres supues

tos de disolución que prevee la Constitución española; sin em­

bargo, quisiéramos señalar, anticipándonos a un tema que tra­

taremos posteriormente, que podría producirse una dificultad

en el cumplimiento de la Constitución que diera paso a una de

cisión del Monarca sobre si procede o no la disolución.

Normalmente, pues, la decisión de la disolución co­

rresponde al Presidente del Gobierno y ello, en tal forma que

su decisión no encuentra ningún órgano que le fiscalice. Aun­

que el Presidente del Gobierno, debe oir la opinión del Conse
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jo de Ministros, ésta no es vinculante y la Constitución pr�

cisa que la iniciativa sea exclusivamente de su responsabil�

dad. Este inciso del arto 115, referido a la "exclusiva res­

ponsabilidad", resalta además porque rompe el paralelismo

con la votaci6n de confianza del arto 112, donde no se cita;

a nuestro entender, la finalidad que se buscaba al introducir

estas palabras era remarcar en mayor grado que la interven­

ci6n real era obligada, puesto que este artículo suponía un

giro radical con el sistema previsto originariamente.

Así pues, la Constitución española confiere al Pri­

mer Ministro un importante poder político que se expresa tan­

to en relación con las Cámaras, como con su gobierno y que no

puede ser moderado por el Monarca. Encontramos aquí, como

acertadamente puso de manifiesto Molas, uno de los principa­

les elementos que permiten hablar de España como un régimen

de Primer Ministro (145). Si se tiene en cuenta, por el aná­

lisis efectuado de los artículos anteriores, que este Presi­

dente del Gobierno probablemente no tenga la mayoría absolu­

ta, la figura de la disolución prevista puede tener dos impor

tantes consecuencias. Utilizada como amenaza significaría un

instrumento para obligar a que una mayoría legislativa disti�

ta de la gubernamental se plegara a la política de ésta (146),

supliendo así a la inexistente votaci6n de confianza vincula­

da a la aprobaci6n de un proyecto de ley. Utilizada realmente

sería un método para que, por el camino de unas nuevas elec­

ciones, el gobierno consiguiera una mayoría más amplia.
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B) AMBITO DE APLICACION

Al analizar el proceso de formaci6n de la Constitu­

ci6n española, resulta curioso observar que se haya producido

una mayor polémica acerca de qué Cámaras serían susceptibles

de ser disueltas que no, acerca del tema anterior que, a nos�

tros, nos parece de mayor trascendencia política. Sin duda que

nos encontramos aquí ante las derivaciones de una cuesti6n

más general y esta sí, de gran importancia constitucional, la

posici6n del Senado en el marco del sistema político.

El primer texto presentado por la ponencia hablaba

de la disoluci6n de las Cámaras, sin que se especificara si

podría disolverse simplemente a una de ellas. Seguramente en

el ánimo de los redactores, latía la idea de que no era pre­

ciso disolver las dos Cámaras; puesto que, en el anteproyec­

to de 5 de enero, s6lo se preveía que esta medida afectara

al Congreso. Con ello, el derecho de disoluci6n se convertía

en la contrapartida de la responsabilidad del gobierno ante

la Cámara Baja. La imposibilidad de disoluci6n senatorial sub

sisti6 con el asentimiento de todas las fuerzas políticas has

ta que se debati6 en el Pleno del Congreso; aquí, se produci­

ría una nueva modificaci6n al fijar que la disoluci6n debería

afectar conjuntamente a las dos Cámaras, puesto que se utili­

zaba la expresi6n Cortes Generales.

El debate de este punto no resulta clarificador de

las razones del cambio, porque no existi6. Sabemos tan s6lo

que se present6 una enmienda "in voce" suscrita por la UCD,
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AP, los dos grupos socialistas y el Grupo Mixto, que no ten­

dría ningún voto en contra y únicamente 33 abstenciones que

correspondían al grupo comunista y a los dos nacionalistas.

(Esta coincidencia hace pensar que no se trataba tanto de sal

var la lógica del régimen parlamentario como impedir que, por

la disolución del Senado, se atentara contra el sistema auto­

nómico). Sin embargo, en el Senado, los representantes catal�

nes o vascos no tomaron la palabra y el peso de la discusi6n

correspondió al señor Ollero que defendió un sistema flexible

para que se pudiera disolver una u otra Cámara o bien, ambas

conjuntamente (147). Esta propuesta fue aceptada por unanimi­

dad y, posteriormente, por la Comisión Mixta Congreso-Senado.

Así pues, tal como ha quedado redactado el arto 115

en este aspecto, no resulta fácil imaginar qué sentido tomará

definitivamente la disolución en la práctica española. Dada

la posibilidad de disolver el Senado, puede decirse que la di

solución no es el otro platillo de la balanza que equilibra

el derecho del Parlamento a censurar y cesar al gobierno; la

disolución no ha aparecido en la Constitución para conservar

un paralelismo formal (148) entre los poderes del ejecutivo y

los del legislativo. La disolución es, simplemente, uno más

de los instrumentos de los que dispone el Presidente del Go­

bierno para oponerse a cualquier posible dificultad.

Lógicamente, puede aparecer una práctica constitu­

cional de exclusiva disolución del Congreso en la medida en
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que s610 en éste residieran los problemas del ejecutivo.

Cuesti6n distinta sería una disoluci6n que pretendiera si�

plemente buscar una fecha favorable al partido del gobier­

no para convocar las elecciones que, seguramente, afecta­

rían a ambas Cámaras. Como se ve, la hipótesis no son esca­

sas y, seguramente, plantearán delicados problemas constit�

cionales. Quisiéramos simplemente destacar que la Constitu­

ci6n permite la exclusiva disoluci6n del Senado y, a noso­

tros, no nos parece que ello sea contradictorio con el tipo

de régimen parlamentario escogido para España (149); cabe

pensar, aún cuando el supuesto sea remoto, que el gobierno

puede encontrarse en minoría en el Senado por la coalición

de representantes de la oposición y de los Parlamentos auto-

n6micos. La gravedad política del supuesto, a pesar de la in

suficiencia de los mecanismos de la Cámara Alta, permiten

configurar una vez más a la disoluci6n como un útil recurso

en manos de un gobierno en minoría.

C) LA DISOLUCION y LA DENEGACION DE LA CONFIANZA

Constituye una práctica habitual en ciertos regíme­

nes parlamentarios que el gobierno pueda proceder a la diso­

luci6n, tras la pérdida de una votaci6n de confianza (150),

para que sea el electorado quien resuelva en el conflicto

palnteado entre el ejecutivo y el legislativo. El arto 114,1,

Consto prevee que, en este caso, el Gobierno debe presentar

su dimisi6n al Rey; ello no significa, sin embargo, que sea

absolutamente cierta la afirmaci6n de Fernández Miranda, se-
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gún la cual "
... del tenor literal del texto se deduce que

esta dimisión es obligada, no pudiendo el Presidente defen­

derse de la misma a través de la disolución del Congreso"

(151), porque si la primera parte es absolutamente correcta

-la dimisión se exige constitucionalmente- hay un matiz que,

por ejemplo, recoge Alzaga, que permitiría "
... simultáneamen

te a la presentación de su dimisión al Rey, proponer la di­

solución" (152).

La resolución del problema, por tanto, no ha de

buscarse directamente en la letra de la ley, sino en una cons

trucción doctrinal de los límites de actuación de un gobierno

dimisionario (153). Construcción en la que habría de tener en

cuenta el espíritu del propio arto 114 que pretende hacer in-

tervenir los procedimientos normales de investidura. Dicho de

otra forma, habiendo procedido el Congreso a la denegación de

la confianza, el gobierno dimisionario no debería etener las

facultades previstas en el arto 115,1 y, por consiguiente, el

Monarca debería negarse a decretar la disolución. Puede pare­

cer, pues, que estamos en la posición citada de Fernández Mi­

randa -y así es en cuanto el resultado- pero llegamos a la

misma a través de un razonamiento distinto porque entendemos

que ciertas opiniones político-doctrinales no ponen tanto en

cuestión la dimisión del gobierno, como el hecho de que un g�

bierno dimitido tenga capacidad para tomar una medida de esta

importancia política.
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Apuntemos, de paso, que un problema de tal enver­

gadura no se planteó en ningún momento durante el debate

constituyente y esto debía ocurrir porque existió una con­

vicci6n generalizada de que, tras la denegaci6n de la con­

fianza, el gobierno estaba obligado a la dimisi6n y el Rey

a proceder a las consultas pertinentes en vistas a la forma­

ci6n de un nuevo gabinete. Incluso, una intervención del se­

nador Azcárate (Al), contestada por López Henares a partir

dela lógica que éste planteaba, refuerza esta sensación;

puesto que pedía la sustitución del gobierno dimisionario

por otro provisional, si había de procederse a la consulta

electoral transcurridos los dos meses del arto 99 (154). Es

obvio que la enmienda se adaptaría igualmente -o con más ra

zón- al supuesto de disoluci6n sucesiva a la denegaci6n de

la confianza y, sin embargo, esto no se solicitó.

Cuestión aparte es la de si el Rey puede nombrar

como candidato a quien ha sido derrotado en la confianza.

Nada lo prohíbe y no nos parece en absoluto que este hecho

sea contradictorio con el espíritu de la Constituci6n (155).

En realidad, se permite de esta forma que el primer partido

continúe conservando la Presidencia del Gobierno, sin diso­

ciar el liderazgo parlamentario-partidista y el presiden­

cial. En caso contrario, la resoluci6n de la crisis ministe

rial resultaría mucho más complicada, especialmente si los

partidos de gobierno presentan un liderazgo muy marcado

(156) •
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D) LOS LIMITES AL DERECHO DE DISOLUCION

Aparte de la disoluci6n sucesiva, la Constituci6n

prevee tres límites al ejercicio del derecho de disoluci6n

por el Presidente del Gobierno. El primero de ellos consis­

te en no poder efectuarla si está en trámite una moci6n de

censura, según el arto 115,2; la raz6n de esta prohibici6n

reside en impedir que el Gobierno dificulte por este método

una manifestaci6n de voluntad del Parlamento, capaz además

de derribar al Gobierno y sustituirlo por otro de mayoría.

El segundo límite es de carácter temporal y se re­

gula en el arto 115,3 al establecer que no procede nueva di-

soluci6n, antes de un año de la anterior. De manera inmedia­

ta el artículo intenta impedir que por el mecanismo de suce­

sivas disoluciones, el ejecutivo refuerce o logre una mayo­

ría de la que no dispone a riesgo de crear inestabilidad en

las instituciones del Estado. A su vez, este apartado prevee

una excepci6n de la excepci6n que este requisito es en sí;

procede una nueva disoluci6n -de forma obligatoria- si el

Congreso no ha nombrado Presidente del Gobierno en el plazo

de dos meses. Por ello, el plazo de un año no es una exigen­

cia superior a cualquier circunstancia sino unaforma de con­

trol que el constituyente ha levantado para evitar el aumen­

to de poder del �jecutivo.

Sin embargo, parece como si la Constituci6n impidi�
ra cualquier otra disoluci6n que no fuera la prevista en el
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arto 99,5; puesto que s6lo se cita a ésta y no se recoge la

posibilidad de que proceda disolver las Cámaras en funci6n

de que hubieren procedido a una reforma constitucional con

el contenido y los métodos del arto 168,1. Nuestra opini6n

es contraria a esta hip6tesis y entendemos que en este caso

también deberían disolverse las Cortes. Imaginemos el supue�

to de que disueltas las Cámaras, realizadas las elecciones,

el nuevo Parlamento iniciara inmediatamente los trámites pa­

ra una reforma constitucional -nada lo impide- y los termin�

ra en menos de un año; según el arto 168, las Cámaras habrían

de ser disueltas¡ según el arto 115, las Cámaras no podrían

ser disueltas. Evidentemente, la contradicci6n es flagrante

y hay que acudir a una interpretaci6n doctrinal; la forma de

resolver la cuesti6n no reside en otorgar primacía a un artíc�
lo sobre otro porque no existe ningún criterio jerárquico pa­

ra ello. Por eso hay que acudir a una interpretaci6n sistemá­

tica y del sentido de cada uno de los artículos. En nuestra

opini6n, la clave reside en que la prohibici6n del arto 115

opera en el marco de las relaciones gobierno-Cortes y sirve

de límite a posibles abusos del ejecutivo, agotando aquí su

funcionalidad; por el contrario, la disoluci6n del arto 168

pone en relaci6n las Cortes con el pueblo soberano y, por

ello, no puede estar subordinada al precepto anterior.

Un tercer límite al derecho casi absoluto de que

dispone el Presidente se produce en los períodos de vigencia

de alguno de los estados excepcionales previstos en el artícu
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lo 116. También aquí la Constituci6n presenta un problema de

interpretación. Al decirse "no podrá procederse a la disolu­

ci6n del Congreso", parece darse a entender -como ha hecho

Manzella (157)- que sí resulta factible disolver al Senado;

pero se indica a continuación que las Cámaras quedarán convo

cadas, punto sobre el cual incide Molas (158). Debe observar

se que el término utilizado tiene una connotaci6n de duración;

podria haberse dicho "siendo convocadas" y se ha optado por

"quedando convocadas"; por ello, y por la l6gica del artícu­

lo, de asegurar una alta presencia parlamentaria en los supues

tos de excepcionalidad del Estado, parece más coherente afir­

mar que tampoco el Senado podrá ser disuelto. No se trata de

una convocatoria "informativa", tras de la cual, seria posibl_e _

la disoluci6n, sino de un auténtico "funcionamiento ininterrum

pido" .

Por último, puede configurarse como un limite al de

recho de disolución la obligación de convocar elecciones, co­

mo especifica el arto 115,1 según lo solicitado en el período

de enmiendas por los dos grupos socialistas. En rigor, la co�

vocatoria de nuevas elecciones, para las cuales regirán los

plazos del arto 68,6, es la garantía máxima que permite que

este instrumento del gobierno no sea la forma de dar paso a

una situación no democrática; pero además, cabe realizar una

construcción teórica, por la cual, la convocatoria de eleccio
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nes se convierta en límite al derecho de disolución. Si,

por ejemplo, resultara de todo punto imposible la cele­

bración de las mismas, el ejecutivo no podría proceder

a la disolución, porque

" al decreto de disolución le faltaría

un elemento que, como se deduce del artícu

lo 115, es esencial y devendría, por tanto,

'nulo de pleno derecho'" (159).
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LOS INSTRUMENTOS PARA LA INFORMACION y EL CONTROL

No son muchas las novedades que aporta el ordenamien

to español en cuanto a las formas de informaci6n y de control

internas al propio Parlamento, si bien cabe destacar, en otro

orden, la creaci6n de la figura del Defensor del pueblo. Qui­

zás, por adoptarse unas formas de control ampliamente reconoci

das en el derecho parlamentario, el debate durante la elabora­

ci6n de la Constituci6n o de los Reglamentos provisionales ha

sido prácticamente inexistente. Así y todo, estos temas prese�

tan algunos puntos de interés que merecen ser tratados, aún

cuando sea mínimamente.

Destaca, en primer lugar, la constitucionalizaci6n -­

de un derecho a la información que ostenta el Parlamento. Es­

te derecho puede tener su concreci6n en muchos aspectos de la

vida parlamentaria -clásicos, por otra parte- como, por ejem­

plo, la presencia de los miembros del gobierno -no necesaria

mente parlamentarios- en las Cámaras y comisiones según el

arto 110,1 Const., la posibilidad de creaci6n de comisiones de

encuesta o la obligación de comparencia del arto 76. Pero es­

tos momentos privilegiados para la informaci6n parlamentaria

no agotan el contenido del arto 109 que establece, de forma

general, que las Cortes, a petición de alguna de sus articula

ciones internas, pueden dirigirse a cualquier tipo de autori­

dades del Estado para obtener informaci6n y ayuda. El precep­

to es, pues, de una regulación muy abierta porque no estable
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e ninguna limitaci6n en razón del sujeto o del objeto afec­

tado (160). Sin embargo, habrá que esperar a la práctica p�

ra saber qué contenido concreto darán las Cortes a este ar­

tículo y cómo se combinará con los restantes procedimientos

decontrol que resultan mucho más especificados y, por tanto,

de mayor facilidad en su uso. El arto 109 podría servir de

estímulo para una intervenci6n fiscalizadora de las Cortes

acorde con las exigencias de un Estado moderno o ser, por el

contrario, simplemente, una declaración genérica que no apoE

te nada nuevo al Parlamento español; en ese caso, no se com­

prendería el porqué de su introducci6n en la Constitución.

Un instrimento específico de información parlamen­

taria son las preguntas y las interpelaciones, a las que hay

que añadir los ruegos que existen exclusivamente en el Sena­

do. La naturaleza de estas figuras es discutida, por cuanto

la doctrina tiende a conceptuarlas de manera muy distinta.

Para Manzella, por ejemplo, con instrumentos cognoscitivos

con funciones inspectivas (161) ¡para Martinez y Buccisano,

son momentos de desarrollo del indirizzo político (162), Y

para Chimenti son tan s610 elementos para la informaci6n

(163). Desde un punto de vista puramente doctrinal parece

que tendría raz6n este último autor; para él, la cuesti6n

esencial reside en que tanto el "indirizzo" corno el control

requieren un pronunciamiento colectivo y, por el contrario,

los ruegos y las preguntas son tan sólo actividades que se

desarrollan entre un parlamentario individualmente considerado
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y el gobierno, que está sometido a preguntas de distinto

sentido y a interpelaciones contradictorias. Sinembargo, no

cabe olvidar que, en la práctica, las preguntas e interpel�
ciones no buscan tanto el obtener una informaci6n como poner

de manifiesto las insuficiencias del gobierno; así, se con­

vierten en método de control de la oposici6n, especialmente

por la resonancia que puedan adquirir en los medios de comu­

nicaci6n pública.

Hay que tener en cuenta, además, que informaci6n,

control e "indirizzo" no son tres actividades que se producen

de manera tajantemente separadas, sino que son formas de ex­

presi6n de un mismo proceso en el que se produce una relaci6n

de enfrentamiento entre la mayoría del gobierno y la oposi-

ci6n. Desde la perspectiva de la oposici6n, las interpretaci�

nes son un primer momento, informativo-controlador, que puede

derivar en otro propiamente de control, por medio de la pre­

sentaci6n de una moci6n.

En el derecho parlamentario español, esta conexi6n

resalta de una manera muy clara por una anomalía (y esta pa­

labra no pretendemos que tenga ningún sentido valorativo) ,

que se produce en la regulaci6n de las interpelaciones en el

Congreso. En efecto, tradicionalmente se ha considerado a las

preguntas y las interpelaciones como actos individuales, como

un derecho personal de cada uno de los miembros de la Cámara

(164); sin embargo, el Reglamento provisional del Congreso es
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tablece una matizaci6n importante al derecho de iniciativa

individual: éste debe producirse a través de los Grupos paE

lamentarios, según el arto 125 RpC. Se produce, por tanto,

en cuestión de interpelaciones lo que también hemos observa

do en la presentación de enmiendas; los diputados, no así

los senadores, han de presentar sus interpelaciones por me­

dio de los grupos parlamentarios, con lo que éstos cumplen

un papel de filtro. De hecho, la interpelación se configura

más como un derecho del grupo que no del diputado, en la me­

dida en que el desarrollo de las interpelaciones está regu­

lado por el arto 126 RpC de tal manera que su debate mantie

ne una equiparidad entre losgrupos porque "no pueden ponerse

en el orden del día de la misma sesi6n más que dos interpela-

ciones presentadas por el mismo Diputado o Grupo Parlamenta­

rio". Pero esta raz6n, con ser importante para que los gru­

pos tengan un interés en racionalizar las interpelaciones de

sus miembros, no revela el sentido de fondo de esta matiza­

ción introducida al derecho individual. La interpelaci6n es

la puerta abierta para la presentaci6n de mociones, mediante

el control de la interpretación, se controla la aparición de

estas últimas.

La moción se configura claramente como un derecho

de los grupos parlamentarios por el arto 138; losdiputados,

ni aún por las firmas de varios de ellos, están legitimados

para presentar cualquier moción; excepto, claro está, las de
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rivadas de una interpelaci6n que habrá tenido el consentimien

to del grupo. Sin embargo, estas restricciones de la activi­

dad individual, que prima a los grupos parlamentarios, se ro�

pe en lo que se refiere a las mociones que se presentan por

los diputados individualmente según el arto 143 RpC. Pero,

tampoco en este caso, es lícito hablar de una iniciativa indi

vidual porque las resoluciones s6lo pueden aparecer después

de una comunicaci6n del gobierno o tras la discusión de las

mociones, en todos estos supuestos, en el debate habrán inter

venido los grupos parlamentarios y las posiciones individuales

perderán casi absolutamente su sentido.

Aparte del sentido político que toma la reglamenta­

ci6n de las interpelaciones, mociones y resoluciones, convie­

ne destacar que estos procedimientos de filtro internos suponen

un mecanismo para reducir el impresionante número de que estos

procedimientos de control alcanzan en los modernos parlamentos

y que, de maneras variadas (165) bloquean su misma finalidad

controladora. Otra forma para lograr este mismo objetivo ha

consistido en articular internamente el control entre el Pleno

delas Cámaras y las Comisiones de tal forma que las preguntas

se desarrollan en uno u otro ámbito a petición del inquirente

(art. 132, RpC), las interpelaciones en sesión plenaria (art.

127 RpC) y las mociones, en principio en Comisión, salvo peti­

ci6n de un grupo o 50 diputados en contra. Añadamos, finalmen­

te, a este proceso de agilización de control, el que las pre­

guntas puedan tener una respuesta escrita (art. 133 RpC) y el
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que se prevean los plazos y tiempos de desarrollo de cada

uno de estos procedimientos (arts. 126, 129, 130, 132, 133).

Resalta, en cawbio, que no se haya hecho ningún e�

fuerzo para minimizar los problemas derivados de una interve�

ci6n bicameral en el control del ejecutivo. El arto 76,1

Consto prevee la existencia de comisiones de encuesta conjun­

tas de las dos Cámaras; se reconoce, por tanto, implícitame�

te, que unos mismos temas pueden ocupar el interés de diput�

dos y senadores y esto habrá de manifestarse también en los

momentos en que las Cámaras soliciten informaci6n o discutan

la política del gobierno. En todo caso, la intervenci6n sena­

torial plantea dificultades para la perfecta funcionalidad

de las Cortes, a no ser que encuentre una especializaci6n en -- - -

algunos ámbitos. En caso contrario, la repetici6n de los tr�

bajos del Congreso resulta inevitable, con todo lo que ello

comporta en el terreno de las preguntas e interpelaciones,

cuya acumulación es ya de por sí entodos los parlamentos ex­

cesiva. Cuesti6n aparte y más grave es que, a través de la in

tervención senatorial, el gobierno reciba incitaciones contra

dictorias a las del Congreso; evidentemente, no podemos dar

ahora una respuesta a cuál sería la forma de resolución de es

te conflicto que dependería de las mayorías de cada Cámara,

que serían el medio de expresión de políticas opuestas, sino

tan s6lo señalar la disfuncionalidad que introduce también en

el tema del control, el carácter constitucional de nuestro

Senado.
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Digamos, por último, que los mecanismos reglamen­

tarios previstos para dar agilidad al pronunciamiento fisc�

lizador de las Cortes no han dado el resultado esperado. Pa

ra Solé Tura las causas hay que buscarlas en varios facto­

res que mutuamente se refuerzan: un exceso de iniciativas in

dividuales de los parlamentarios, la no descentralización su

ficiente en las comisiones, la preferencia.por las interpel�
ciones que dan lugar a un debate repetitivo al presentarse

la moción pertinente, la abundancia de trabajo legislativo,

etc., han provocado sistemáticamente un retraso y acumula­

ción de los procedimientos de control de una a otra sesión

(166). Si a ello se une que
n
••• en ningún caso el Gobierno

respetó el plazo perlamentario. Las respuestas más rápidas

son publicadas cuatro semanas después de la pregunta. La ma

yoría tarda siete u ocho semanas, de manera que al suspendeE

se las sesiones, entre un tercio y la mitad de las preguntas

no han obtenido respuesta" (167), se tendrá una imagen com­

pleta de la necesidad de una reforma completa de estos pro­

cedimientos (168).
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de de este autor Derecho Constitucional e Instituciones

políticas, p. 683.

(121) Citado por VINTRO CASTELLS, J., La responsabilidad polí­
tica del Gobierno ante el Parlamento en los regímenes

parlamentarios. Un análisis comparado (1945-1980), Bar­

celona, 1980, p. 186.

(122) DE VEGA, P., "Los órganos del Estado en el contexto po­

lítico-institucional del proyecto de Constitución", en

La Constituzione Spagnola ... , p. 17.

(123) LOEWENSTEIN, K., op. cit., p. 115.

(124) BURDEAU, G., Traité de Science Politique, vol. VII, p.

328.

(125) Ibid.
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(126) La bibliografía de este tema es muy amplia; pero su dis

cusi6n nos alejaría del análisis constitucional que es­

tamos efectuando. Vide RAE, D.W., op. cit., p. 156 Y ss.

Y SARTORI, G., Partidos y sistemas de partidos, vol I,
en general toda su segunda parte, p. 149 Y siguientes.

(127) VON BEYME, K., "art. cit." p. 380.

(128) MONTERO, J.R., "art. cit." p. 302.

(129) SANTAMARIA, J., "LO destructivo del voto constructivo",
El País, 28 septiembre 1978.

(130) SANTAMARIA, J., ha señalado la conveniencia de que los

ministros individualmente sean responsables ante el Con­

greso en "Las relaciones ... ", p. 138. Cabe observar,

por otra parte, que la responsabilidad ministerial no es_

un principio inscrito en el Título V de la Constituci6n,
sino en el arto 98, por lo que sistemáticamente habría

que interpretar que se refiere a un efecto interno al

propio Consejo de Ministros. Sobre la conveniencia del

voto de censura individual, vide también VIRGA, P., La

crisi .•. , p. 17 Y ss.

(131) Como insisti6 el senador OLLERO GOMEZ, C. Vide DSS, nQ

50, 6 septiembre 1978.

(132) El arto 113 ha sido calificado de "superfluo" por MONT�
RO GIBERT, J.R., en el trabajo ya citado, por entender

que s6lo cumple efectos "simbólicos". Sin embargo él

mismo apunta algunos elementos que permiten otorgar una

cierta funcionalidad a la moción de censura constructi­

va. Vide "art. cit." p. 305 Y también "La moci6n de ceE:
sura y la simbolización del control parlamentario: los

preliminares del caso español", en RAMlREZ, M. (ed.),
El Control parlamentario .•. , p. 246 Y ss.
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(133) Utilizamos la expresi6n "centrípeto" en el mismo senti

do que le otorga SARTORI -la disputa de un mismo espa­

cio- si bien aquí se trata del espacio de gobierno y

no, del espacio electoral.

(134) Sobre la reforma constitucional, la obra clásica a la

que nos remitimos es BRYCE, J., Constituciones flexibles

y Constituciones rígidas, IEP, Madrid, 1962.

(135) LOEWENSTEIN, K., op. cit., p. 279 y 280.

(136) Noruega en el primer caso y los Países N6rdicos en el

segundo. Vide FUSILIER, R., op. cit., p. 32.

(137) GONZALEZ CASANOVA, J.A., op. cit., p. 265.

(138) BURDEAU, G., op. cit., vol. VII, p. 337.

(139) MORTATI, C., op. cit., vol. II, p. 664.

(140) FOU�IER, J., Aspect et développement modernes du

droit de disso1ution des Assemblées par1ementaires,

Croville, París, 1934, p. 22.

(141) Vide MOLAS, I., "art. cit.", pp. 95 Y 96.

(142) En efecto, no puede confundirse la disoluci6n que opera

en la V República francesa, por ejemplo, con la de la

República italiana, aunque en las dos la decisi6n co­

rresponda al Presidente de la República. �arte de es­

te hecho, la doctrina italiana se halla muy dividida

acerca de si la titularidad de la disoluci6n correspon­

de en exclusiva al Jefe del Estado. MORTATI, C., op.cit.
Vol. II, p. 663 Y ss. da una amplia informaci6n de esta

polémica.
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(143) Borrador constitucional, arto 92.

( 1 44) MOLAS, I., "art • e i t. ", p. 1 O 1 .

(145) Ibid. p. 102.

(146) Ibid. p. 104. "La disoluci6n es un arma para amenazar

en el límite insostenible de una legislación contradi�
toria con la práctica del Gobierno. El conflicto queda
entonces en manos y bajo la iniciativa gubernamentales

"

(147) �, nQ 51,7 septiembre 1978.

(148) Sobre este carácter de "simetría formal" insiste BUR­

DEAU, G., op. cit., p. 339.

(149) Para SANTAOLALLA, F., "La soluci6n adoptada es entera­

mente criticable, dado que no se compagina con el tipo
de parlamentarismo escogido, donde la relaci6n de con­

fianza con el Gobierno se produce respecto del Congre­
so de los Diputados y nunca respecto del Senado", en

op. cit., p. 1143. A nosotros nos parece que con esta

opinión se parte de un apriorismo; primero se define

al régimen y luego se descalifican corno incoherentes

los elementos que no concuerdan con la propia defini­

ción. De esta forma, la noci6n de régimen parlamentario,
en vez de servir corno criterio de exploración, sirve

de norma para la misma. Precisamente uno de los elemen­

tos que caracterizan el régimen español es que la diso­

lución no responde a la relaci6n de confianza.

(150) Canadá, Jap6n, Dinamarca, Holanda, etc. Para informaci6n

estadística vide, de nuevo, COLLIARD, J.C., op.cit. p.

327 Y ss.
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(151) FERNANDEZ-MlRANDA ALONSO, F., "art. cit.", p. 635.

(152) ALZAGA VILLAAMIL, O., op. cit., p. 688.

(153) Una orientación general puede encontrarse en VIRGA, P.,
La crisi ... , p. 77 Y ss.

(154) Ambas intervenciones en DSS, nQ 51,7 septiembre 1978.

(155) SANTAOLALLA habla de "paradoja" "no concorde con un sis

tema de parlamentarismo con fuerte impronta del Presi­

dente del ejecutivo", en op. cit., p. 1133. Aparte de

que, por lo que explicamos en el texto, la soluci6n

adoptada es la más acorde con el espíritu de la Consti­

tuci6n y el sistema de fuerzas políticas existente, vi­

de también las razones aportadas en la nota 149.

(156 ) Insiste en ello MOLAS, l. en "Sur les attitudes politi­

ques dans l'apyes-franquisme", Pouvoirs, nQ 8, p. 18.

(157) MANZELLA, A., "Las Cortes ... ", p. 462.

( 1 58) MOLAS, l., "La disolución ... ", p. 103.

(159) LOPEZ GARRIDO, D., "La naturaleza dialéctica de la diso

luci6n del Parlamento", en Parlamento y sociedad civil,

p. 151.

(160) En contra, SANTAOLALLA, F., en op. cit., p. 1092, in­

terpreta "ayuda" como "protecci6n y seguridad material"

y hace depender el resto del artículo de una ley que fi­

jaría un ámbito más restringido que el de un principio
informador de las relaciones de las Cortes con los res­

tantes poderes del Estado.
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(161) MANZELLA, A., Il Parlamento, p. 123 Y ss.

(162) MARTINES, T., "art. cit.", p. 153 Y BUCCISANO, lo, Le

interrogazioni e le interpellanze parlamentari, Giuffr�,
Milano, 1979, p. 79.

(163) CHIMENTI, C., op. cit., p. 179 Y ss.

(164) Vide, por ejemplo, TOSI, S., Diritto Parlamentare, p.

344; VAN IMPE, H., op. cit., p. 171; LIDDERDALE, D.W.S.,

op. cit., p. 250. En cambio en los sistemas nórdicos se

preven sistemas de filtro y de control de las interpela­
ciones, aunque frecuentemente no son utilizados. Vide

DESFEUILLES,H., op. cit., p. 9 Y ss.

(165) La mítica "question time", incluso, no ha podido evitar

estas críticas. Véase la evolución de esta institución

en FRAGA IRIBARNE, M., El Parlamento Británico. Desde

la Parliament Act de 1911, p. 295 Y ss.

(166) SOLE TURA, J., "art. cit.", p. 38 Y ss.

(167) AJA, E. Y ARBOS, X., "El Senado, Cámara posible de las

Autonomías", REP, nQ 17,1980, p. 56.

(168) Estas formas tradicionales de control presentan, pues,

innumerables problemas; pero el Parlamento español no se

ha limitado a buscar dentro de la propia Cámara los ins­

trumentos que pudieran hacerlo efectivo. A tal fin se

ha vinculado directamente el Tribunal de Cuentas a las

Cortes Generales, según el arto 136,1 Consto y se ha re­

currido también a la institución de origen nórdico del

"ombudsman", que aquí recibe la denominación de "Defen­

sor del Pueblo". Esta figura, novedad en nuestro Dere-
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cho, se diseña como un alto comisionado de las Cortes

para la defensa de los derechos del Título I, a cuyo

efecto podrá supervisar la actividad de la Administra

ci6n. Por consiguiente, su actividad fiscalizadora no

recae directamente sobre la Administraci6n, sino sobre

ésta en la medida en que afecte a los derechos de los

ciudadanos. La Constituci6n no ha regulado la forma de

nombramiento del Defensor del Pueblo, remitiendo a una

ley orgánica las relaciones que debe mantener con las

Cámaras. El estudio de esta figura desborda, por tan­

to, los límites temáticos y temporales de nuestro tra­

bajo.
Vide para estos temas, GIL-ROBLES, A., El defensor

del pueblo, Civitas, Madrid, 1979; PITARCH, I., "El o!,!!
budsman en el Estado intervencionista", RAMIREZ, M.,

(ed.), El Control parlamentario ... , p. 420 Y ss.
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CAPITULO IV

LAS CORTES EN SU FUNCIÓN LEGISLATIVA.



A lo largo de estas páginas, hemos insistido en

numerosas ocasiones en las transformaciones sufricas por los

parlamentos con el peso del régimen liberal a los actuales

sistemas democráticos. Pero quizá en pocos temas, como en el

de la creación de las normas, los cambiossean tan importantes.

El creciente intervencionismo estatal, el dominio de los par-

tidos en la vida de las Cámaras, las relaciones gobierno-mayo

ría han reducido el papel del Parlamento como centro produc-

tor de la Ley hasta.tal punto que, para Leibholz, el denomi-

nado "poder legislativo" se habría convertido en un mero

órgano de control de la función legislativa, que sería ejer-

cida esencialmente por el ejecutivo (1). Añádase a ello que

esta disminución de la influencia parlamentaria no debe bus

carse exclusivamente en un desplazamiento interno en el pro-

pio aparato del Estado, producto de las nuevas relaciones

interpartidistas, sino también en la pérdida del carácter

general de la norma que permite que ésta sea creada en el

seno de la propia conflictividad social -así, por ejemplo,

los contratos de trabajo acordados directamente por centra-

les sindicales y empresariales (2)- o en instituciones des-

centralizadas del Estado o, incluso, en órganos supranaci�

nales.

Todo ello configura una realidad muy distinta a
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pensada por los constituyentes franceses cuando anunciaban

que Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos

no está asegurada ni la separación de poderes establecida

no tiene Constituci6n" (3). Bajo la influencia de Montes­

quieu, la Asamblea Nacional francesa buscaba un ámbito re­

servado al Parlamento, frente al Monarca; pronto, sin em­

bargo, la Convenci6n francesa demostraría lo difícil que

era mantener rígidamente separados los poderes del Estado,

cuando la soberanía de éste es única (4). Así, la histo­

ria se ha encargado de desmentir, Constitución tras Consti­

tución, la teoría de la separación de poderes a la que

Loewenstein ha calificado, con rotundidad, de "anticuada"

(5); pero, a pesar de ello, los ecos de Montesquieu resue­

nan todavía en la actualidad y los diversos ordenamientos

democráticos, y entre ellos el nuestro, recogen algún atis­

bo de aquella anticuada teoría.

La persistencia de esta idea de separación entre

los órganos dedicados a las funciones legislativa, ejecuti­

va y judicial deriva de su misma capacidad l6gica. Se afir­

ma, con razón, que el Estado no ejerce exclusivamente fun­

ciones jurídicas (6); pero cualquiera de éstas sólo puede

encontrar su cumplimiento porque, previamente, el Estado

se ha expresado a través y mediante el Derecho. Por consi­

guiente, una clasificación fundada en las funciones jurídi­

cas corresponde a un criterio "racionalista" del funciona-
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miento del Estado (7) que, naturalmente, es recogido al

elaborar una Constituci6n, producto, a su vez, de una ideo

logía asimismo racional.

Sin embargo, la concepci6n teórica del Estado,

que busca mediante la separaci6n de poderes el aseguramie�

to de la libertad, se encuentra siempre en tensión con las

necesidades prácticas que impiden que ésta tome un carác-

ter rígido. Por ello, especialmente en los regímenes parl�

mentarios, se ha substituido la teoría de la separación

de poderes por una simple distinci6n funcional en la que

cada órgano constitucional tiene encomendada, de manera

preferente, alguna de las funciones jurídicas del Estado

(8). Hauriou ha sintetizado la situaci6n actual en una fór

mula precisa: "Para decirlo •.. como si fuera una ecuación,

el régimen presidencial combina dos nociones: la especia-

lización funcional más la independencia orgánica¡ el régi-

men parlamentario adopta los términos exactamente al con-

trario" (9). Dejemos de lado las matizaciones a las que

obligaría el sistema presidencialista y demos un sentido p�

sitivo a la afirmación anterior acerca del sistema parlame�

tario¡ en las democracias parlamentarias existe una separa-

ción orgánica que conlleva una dependencia funcional.

Por consiguiente, la actividad legislativa no se

agota en el mero ámbito parlamentario, sino que necesita

el concurso, en forma esencial o subsidiaria, de otros 6rg�
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nos del Estado. Para Biscaretti, que ha querido salvar

la terminología de "poderes", nos encontramos ante la dis

tinción de poderes, porque a cada uno le corresponde una

funci6n del Estado; pero estos poderes están obligados a

colaborar bien por la vía de la coordinaci6n política,

bien por la vía excepcional de transferir a determinados

6rganos y, en determinados su-puestos, competencias funci�
nales que no les corresponderían si se hubiera adoptado

una tajante equivalencia entre la divisi6n orgánica y la

división material de las funciones estatales (10). De esta

forma, un esquema inicialmente preciso -tres poderes con

tres funciones- se convierte en un simple criterio tenden­

cial de distinci6n orgánica y funcional, por el que a los

Parlamentos corresponderá, en principio, la función legis­

lativa, sin que esté excluida la participaci6n en la misma

de otros 6rganos estatales.

Estas explicaciones acerca de la separaci6n de p�

deres tienen que servir para hacernos comprender cuál podía

ser la naturaleza del debate constituyente en España. Si

estaba vetado, por razones teóricas e hist6ricas, la afirma

ci6n de un mítico poder legislativo, radicalmente soberano,

el interés para las fuerzas políticas tenía que producirse

en la conceptualizaci6n de la naturaleza y los límites de

las coordinaciones y controles de que hablaba Biscaretti.

Precisamente, porque la función legislativa en España se de­

sarrolla mediante un sistema altamente ramificado -por volun
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tad no discutida por ninguno de los partidos- la conflicti

vidad tenía que aparecer en la interconexi6n entre los dis­

tintos productores de la ley, el Parlamento en priIrer lugar, el eje­

cutivo y las Carn..midades Aut6namas. Este policentrismo legislat_!

vo (11) sitúa a las Cortes, a quienes corresponde la pote�

tad legislativa del Estado, ante el peligro del vaciamiento

de su capacidad legislativa; pero, en contrapartida, ante

la posibilidad de convertirse en el instrumento de recondu�

ción a la unidad del Estado de los diversos ordenamientos

legislativos. Por consiguiente, el debate acerca del papel

que cumpliría el Parlamento en el desarrollo de la función

legislativa se conecta, en buena medida, con el debate sobre

la estructura territorial del Estado.

Ante la imposibilidad de entrar en esta tesis en

el estudio de la distribuci6n de competencias entre el Estado

central y las Comunidades Autónomas y, en consecuencia, en

los delicados problemas de jerarquía de las normas que ello

comporta, queremos señalar que haremos tan s610 referencia

al Parlamento como centro de coordinación de los diversos

subsistemas de producción legislativa; por lo tanto, las

relaciones interorgánicas no serán analizadas por el ámbito

material de sus competencias, sino, exclusivamente, por los

mecanismos de incidencia de las Cortes en la legislaci6n

emanada del Gobierno o las Comunidades Aut6nomas. Posterior

mente, tras situar al Parlamento español, en el seno de los
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miento interno de las Cámaras para la elaboraci6n de la

ley formal, teniendo en cuenta que las Cortes son en sí

un 6rgano complejo y que, por consiguiente, requieren

asimismo técnicas de reconducci6n a la unidad, dada la

existencia del bicameralismo, la posibilidad de legisla-

ci6n por las comisiones, las intervenciones extraparlame�

tarias, etc.
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1. LAS LIMITACIONES A LA POTESTAD LEGISLATIVA DE LAS CORTES

Al haber escogido como título de este epígrafe

la expresi6n "limitaciones a la potestad legislativa de las

Cortes", queremos englobar tanto algunos elementos del deba

te constituyente que, finalmenter no aparecerían en el texto

definitivo, como la existencia de otros 6rganos, además de

las Cortes, vinculados a la funci6n legislativa de las Cor­

tes. Los primeros consisten en la reserva reglamentaria y en

el referendum abrogativo que se preveían en los primeros re­

dactados constitucionales y que, por su misma naturaleza, se

configuraban como auténticos obstáculos para la actividad

parlamentaria. Muy distinta es la naturaleza de la legisl�

ci6n emanada del gobierno, mediante la legislaci6n delegada

o los decretos leyes, y las normas legales de los parlamen­

tos auton6micos. En estos casos, el Parlamento no pierde,

en rigor, sus competencias sino que cambia el sentido de

las mismas gracias a su posici6n en relaci6n a estos 6rga­

nos legislativos; pero puede hablarse de limitaciones en la

medida en que la actividad material que le correspondería

pasa a ser ejercida fuera del Parlamento. En efecto, si las

Cortes permiten, gracias a una leYr la legislaci6n auton�m!

ca, su funci6n política queda potenciada aunque disminuyen

-y de ahí la limitaci6n- sus posibilidades de intervenci6n
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legislativa en el futuro, bien por la inexistencia de com­

petencia en la materia, bien por la reducci6n del número

de sujetos afectados por la Ley de Cortes.

Se trata, por tanto, de dos géneros de limitacio­

nes muy diversos a los que añadiremos también, para anali­

zarlas, las intervenciones del Monarca y el Tribunal Consti­

tucional. Nuestra pretensi6n es, englobando todos estos as­

pectos contradictorios, caracterizar cuál era el sentido

que los constituyentes intentaron dar a la potestad legisla­

tiva de las Cortes. El peso político del Parlamento, por lo

que se refiere a la legislación, queda, fundamentalmente (poE

que no hay que olvidar la iniciativa legislativa), definido

por la conjunci6n de todos estos factores externos a la vida

parlamentaria que definen una frontera a la actividad de las

Cámaras¡ aunque, como veremos para la legislaci6n gubernamen­

tal y auton6mica, sean las propias Cortes quienes puedan con

trolar las barreras.

a) La legislación del Gobierno.

Dos son las formas que tradicionalmente asumen las

normas con rango de ley dictadas por el gobierno y ambos su­

puestos se hallan recogidos por la Constituci6n española. En

el arto 85 se denominan "Decretos Legislativos" aquellos que

produzca el gobierno en ejercicio de una previa delegaci6n

de las Cortes, según lo previsto en los arts. 82, 83 Y 84 y
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se denominan "Decretos-leyes" a los que dicte el gobierno

en razón de una suplencia de la actividad parlamentaria,

según lo dispuesto en el arto 86. Tanto una como otra for­

ma encuentran en la Constituci6n serios límites para que su

ejercicio no redunde en un vaciamiento de la potestad ori­

ginaria legislativa de las Cortes.

En el ámbito de la legislación delegada, teórica­

mente, las oportunidades para que el ejecutivo asuma funcio­

nes que no le son propias son menores que en las intervencio

nes por decreto-ley, dado que el gobierno no puede actuar

sin una previa ley delegante de las Cortes que, por eso mis­

mo, conserva un control. Sin embargo, además de los peligros

de las interpretaciones extensivas de las facultades delega­

das, existiría el peligro de que el gobierno, con el apoyo

de su mayorfa, pudiera conseguir con facilidad las autoriza

ciones pertinentes convirtiéndose en el verdadero legislador.

Por ello, la Constitución ha buscado otros límites que se

añadieran al previo consentimiento de las Cortes y, precisa­

mente, en estos aspectos se situó el escaso debate político

acerca de la figura.

El primer aspecto a destacar es que no se permite,

gracias a las enmiendas de los dos grupos socialistas, la d�

legaci6n en materias orgánicas (12). Por otra parte, se es­

pecifica que la delegaci6n deberá producirse por ley de ba­

ses -lo que supone fijar unso contenidos mínimos al futuro
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Decreto legislativo, precisándolo posteriormente en el aE

tículo 82,4 Const.- o por ley ordinaria (13) si se trata

solamente de refundir varios textos legales; es decir, se

toman mayores garantías cuando es previsible una mayor la

titud de acci6n en el gobierno. El arto 82 tiende además

a impedir una serie de prácticas (delegaciones implícitas,

subdelegaciones, retroactividad, etc.) y a precisar el as­

pecto temporal de la delegaci6n (14). Finalmente, constit�

ye un aspecto importante el que el arto 82,6 prevea que,

sin perjuicio de la competencia judicial (15), se haga una

remisión a la posibilidad de establecer fórmulas adiciona­

les de control; aunque en el Pleno del Senado desapareci6

el siguiente párrafo:

"
•.. las Comisiones de las Cámaras podrán pedir,

en el plazo de seis meses a partir de la utili­

zaci6n de dicha delegaci6n, la derogaci6n de

legislaci6n delegada en caso de uso incorrecto

de la delegaci6n. La resoluci6n corresponde al

Pleno del Congreso".

Este precedente hace pensar que no hará faltar

forzar en demasía la imaginaci6n de los futuros legislado­

res, como se ha apuntado por algún autor y que queda abier

ta la posibilidad de crear comisiones de seguimiento de tipo

parlamentario (16) o, incluso, extraparlamentario (17),

siendo siempre posible la derogaci6n total o parcial de la

ley de delegaci6n, en virtud del arto 85.
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tituido por el ejecutivo mediante los decretos-leyes. Qui­

zás el primer punto a destacar sea que éstos estén permi­

tidos por la Constitución y, como advierte Salas, "(no

haya) actuado como reflejo condicionado para el rechazo

la utilización ciertamente abusiva que de tal técnica se hi

ciera durante el Régimen franquista" (18). Lo cierto es que

los constituyentes han optado de una manera realista por p�

ner límites y controles a esta actividad, conscientes de

que resultaría inútil la pretensión de prohibir los decre­

tos-leyes; puesto que en caso de necesidad, el ejecutivo

siempre encuentra la forma de utilización, obligando al le­

gislativo a una posterior ratificación (19). De todas for­

mas, el legislador español era consciente de los aspectos

negativos que presenta esta figura, como lo indica el que

se haya utilizado la fórmula "convalidación" en el arto 86,2

que es aplicable únicamente en supuestos de ilegalidad (20).

Se advierte así que, aunque los decretos-leyes

son legales porque la Constitución permite que se promul­

guen si existe una necesidad extraordinaria y urgente, en

el pensamiento de los parlamentarios existía una valora­

ción negativa de los mismos, lo cual les llevó a fijar un

rígido control. Este se expresa en dos aspectos: por una

parte, se excluyen de los decretos-leyes las instituciones
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básicas del Estado, los derechos y deberes de los ciudadanos,

el régimen de las Comunidades Aut6nomas y el derecho elec­

toral general (21); por otra parte, se exige la conversi6n

del decreto-ley en ley formal.

La primera intervenci6n del Parlamento se produce

exclusivamente a través del Congreso de los Diputados o de

su Diputaci6n Permanente (art. 78,2 Const.), que debe con­

validar o derogar en el plazo de treinta días la norma del

ejecutivo. Es interesante remarcar que, en el caso de conva­

lidaci6n, que ha de efectuarse por ley, nos encontramos ante

un procedimiento atípico para la formaci6n de la misma pue�

to que no interviene el Senado. Esta exclusi6n del Senado

en este trámite es resultado de la discusi6n de la ponencia

constitucional, al presentar el segundo anteproyecto, anali­

zadas las enmiendas al primero; pero nosotros no hemos sabi­

do encontrar ninguna enmienda que hiciera esta propuesta

(22) y, explícitamente, la intervenci6n de las Cortes era

recogida por centristas, socialistas y comunistas.

Tras esta intervenci6n, resulta todavía posible

una nueva intervenci6n parlamentaria, mediante la tramita­

ci6n del decreto-ley como proyecto de ley en la que inter­

vendrían, siguiendo el procedimiento general, las dos Cám�
ras. Esta doble regulaci6n hace pensar que los constitu­

yentes buscaban un sistema flexible para limitar los pote�

ciales abusos del ejecutivo. La fase de convalidaci6n, por
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la imposibilidad de presentaci6n de enmiendas y por el br�
ve plazo entre la promulgaci6n del decreto y su discusi6n,

tiene un sentido de actuaci6n inmediata de control, espe­

cialmente de oportunidad para lo cual, sin duda, losdipu­

tados deberán considerar el contenido del decreto-ley. Las

posterior fase de tramitaci6n corno ley supone permitir a las

Cámaras que asuman su auténtico papel legislador, mediante

la presentaci6n de enmiendas al decreto y sin que se haya

fijado ningún plazo para ello. Sin embargo, como ha advert!

do el profesor Salas, este doble sistema comporta el peligro

de que, convalidado el decreto-ley, el gobierno y su mayoría

impidan la posterior tramitaci6n como proyecto, con lo cual

el Parlamento puede pronunciarse exclusivamente sobre la

ceptaci6n o denegaci6n; pero no tiene competencia para modi

ficarlo (23). Según este autor, y siguiendo la práctica ita­

liana, resultaría más beneficioso el permitir la vigencia de

los decretos-leyes hasta su definitiva aprobaci6n como le­

yes, sin el trámite previo de convalidaci6n. En todo caso,

aunque el sistema propuesto presente inconvenientes que la

práctica podría reducir, es de destacar que las Cortes y, más

concretamente, el Congreso pueden fiscalizar las intervenci�

nes del ejecutivo, tanto por la legislaci6n delegada corno por

los decretos-leyes (24).
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b) La legislación autonómica.

Las Cortes Generales no sólo ven limitada su com

petencia legislativa por la intervenci6n del ejecutivo,

sino que, en un sentido más profundo, comparten la funci6n

legislativa con los Parlamentos auton6micos. Esta afirma­

ci6n parece fuera de duda puesto que el derecho a la auto­

nomía, reconocido en el arto 2 implica su desarrollo median

te una autonomía estatutaria, institucional, legislativa,

ejecutiva y financiera (25), como se ha concretado en el

Título VIII de la Constituci6n, mediante el conjunto de sus

artículos. Hoy, toda la doctrina es unánime en considerar

que las Comunidades Aut6nomas gozan de competencia legisl�

tiva )0 pueden tenerla en virtud de lo que se determine

en sus estatutos) sin que sirva en sentido contrario la

distinci6n entre dos tipos de estatutos que otorgaría s610

a los elaborados conforme al procedimiento del arto 151 el

derecho a ejercer sus competencias por medio de una Asam­

blea Legislativa (26).

Las normas de los Parlamentos auton6micos tiene,

pues, en el ámbito de sus competencias asumidas estatuta­

riamente o por delegaci6n de las Cortes, igual fuerza que

las leyes de esta instituci6n. Como ya dicho Muñoz Machado,

"cuando la Constituci6n se refiere a las leyes de las Comu

nidades Aut6nomas o a la potestad que éstas tienen de dic-
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tar "normas legislativas", no establece ningGn matix, ni

semántico ni de fondo, que permita diferenciar la ley re­

gional de la ley estatal, por lo que puede concluirse que

aunque el órgano que la dicta difiere en cada caso, la

Constitución se refiere al mismo tipo de norma" (27). La

consecuencia lógica es que entre ambas normas no existe

ninguna jerarquía y que, por consiguiente, el criterio

delimitador debe ser el de competencia.

No entraremos ahora, porque no es este su lugar,

en los complicados problemas que plantea en la Constitución

española esta dualidad de principios -jerarquía y compe­

tencia- y la multiplicidad de formas que puede revestir la

ley, así como de procedimientos para su formación. El tema

del sistema de fuentes en España, aunque íntimamente relaci�

nado con la función legislativa no se identifica necesaria­

mente con la misma puesto que, en el interior de un sistema

regido por el principio de jerarquía, por ejemplo, la le­

gislación estatal, aparecen delicadas cuestiones, resultado

de "una geometría intencionalmente irregular" en palabras

de Predieri (28), que no son subsumibles en las merasconexio

nes entre Cortes y parlamentos auton6micos.

Varios son los aspectos en los que se desarrolla

este contacto entre la legislaci6n estatal y la legislaci6n

auton6mica, conferiendo una supremacía posicional (29) a

las Cortes. En primer lugar, la potestad legislativa de

los parlamentos auton6micos surge por creaci6n de las Cor-
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Estatutos de Autonomía y confieren, en su caso y por me-

diaci6n de las leyes orgánica y leyes marco del arto 150,1

Y 2, el conjunto de competencias sobre las que podrá le-

gislar el Parlamento regional de que se trate. En efecto,

la intervenci6n parlamentaria en la aprobaci6n de los Es-

tatutos de Autonomía no se limita a ser un elemento de

integraci6n y de eficacia de los mismos al ordenamiento

constitucional, "sino que adquiere una notable autonomía en

la determinaci6n del contenido último del Estatuto" (30),

lo que supone la especificación del complejo sistema de di�
tribución de competencias entre el Estado y la Comunidad

Aut6noma de que se trate. A través de la aprobaci6n del Es-

tatuto y de las Leyes marco del arto 150, las Cortes defi-

nen la cantidad de legislación que ceden al Parlamento re-

gional entre una gama de posibilidades que va
"
••. del me­

nos -148,1-, a la definici6n de la competencia estatal

-149,1- y, finalmente, abre la previsión de que las Comunida

des Aut6nomas, a iniciativa de las Cortes Generales o del

Estado, puedan legislar o ejecutar materias de competencia

exclusiva estatal -150,1 y 150,2-"(31).

Esta atribuci6n de competencias o, enfocado desde

la perspectiva de las Cortes, esta autorenuncia a legislar

sobre determinadas materias puede expresarse para cada Esta-

tuto en desarrollos muy distintos; sin embargo, lo que im-
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porta señalar es el principio mismo de que son las Cortes

quienes fijan los límites de la legislación regional y,

en este sentido, sus propios límites. Corno ha dicho Molas,

el Parlamento mantiene "la competencia sobre las competen­

cias" (32), no importando ahora si a través de este proce­

dimiento llegaremos a un Estado materialmente federal o a

una mena descentralización administrativa (33).

Esta primera intervención de las Cortes, que deteE

mina una primacía originaria de la ley estatal, no agota las

posibilidades de control del Parlamento español sobre la po­

testad legislativa autonómica. Ya hemos precisado que la ley

de Cortes no puede imponerse jerárquicamente a una ley de

competencia autonómica; pero las Cortes tienen diversos pro­

cedimientos para regular las legislaciones regionales. Sin

tener que recurrir a los casos extremos de reforma de la Cons

titución o reforma de los Estatutos, el arto 150,3 preve

la posibilidad de dictar leyes de armonización de las dispo­

siciones normativas de las Comunidades Autónomas, aún en el

supuesto de que se tratara de competencias exclusivas de és­

tas. Cabe advertir que estas leyes de armonizaci6n suponen

un previo desarrollo normativo por las Comunidades Autóno­

mas (34), Y servien, pues, corno método de reconducci6n a la

unidad en un ordenamiento jurídico que se presenta polariza­

do en la medida en que lo permitan las propias Cortes por

sus cesiones iniciales de competencia. Estas leyes de armo-
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nizaci6n son, de todas formas, un recurso excepcional que

comporta el peligro de negar el mismo principio de la au­

tonomía, reconocido en el arto 2 y, por consiguiente, la

Constituci6n exige un previo pronunciamiento de las Cáma­

ras, por mayoría absoluta, antes de proceder a la elabora­

ci6n de la ley armonizadora.

Otros mecanismos completan este panorama de rel�
ciones entre Cortes y Parlamentos auton6micos; así, por

ejemplo, la posibilidad de recurrir al Tribunal Constitu­

cional o la intervenci6n del Senado (y cabe resaltarlo por­

que, casualmente, éste es el momento en que la Segunda Cá­

mara asume una especializaci6n auton6mica), para aprobar

por mayoría absoluta, medidas excepcionales en favor del

gobierno para defender "el interés general de Espafta" , en

caso de incumplimiento de obligaciones por alguna Comunidad

Aut6noma (35). Estos dos aspectos, en los que las Cortes

cumplen una funci6n de control, pueden completarse con las

relaciones interpersonales por la presencia de parlamenta­

rios regionales enel Senado o por el derecho de iniciativa

legislativa de las Comunidades Aut6nomas (36).

Sin embargo, la naturaleza de estos ternas es dis­

tinta a la que configuran las relaciones entre distintos

sistemas legislativos por el mero uso de la potestad legisl�

tiva de las Cortes que se manifestaba mediante la aprobaci6n

de los Estatutos, las leyes marco y las leyes de armoniza­

ci6n. Lo que nos importa poner aquí de manifiesto es que si
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bien las Cortes, por la presencia de Parlamentos autonómi­

cos, pueden perder un ámbito material de competencia legi�

lativa, en virtud de su potestad de configurar las compe­

tencias de las regiones y de reconducir a la unidad las

manifestaciones de las mismas, mantienen un poder de direc

ci6n y de coordinaci6n (37) de la legislaci6n de los diver

sos 6rganos del Estado. De esta forma, el papel de las Cor­

tes en el sistema institucional español no queda disminui­

do, sino que, como afirma Manzella, se eleva hasta la cate­

gorfa de una "superlegislación" (38).

Así pues, el análisis de las normas con rango de

ley emanadas por el gobierno o por las Asambleas Legislati­

vas de las Comunidades Aut6nomas demuestran que las Cortes

ocupan una posici6n de primacía en el ejercicio de la fun­

ci6n legislativa. Su capacidad de intervenci6n sobre el

uso que estos 6rganos efectúen de las competencias que la

Constituci6n les reconoce y la importancia de las leyes que

quedan reservadas materialmente al Parlamento permiten

afirmar que la expresi6n del arto 66,2 acerca de que las

Cortes ejercen la potestad legislativa no es una expresi6n

vacía de contenido; sino que, por el contrario, responde

a la auténtica voluntad de los constituyentes. No puede

equipararse, pues, la legislaci6n parlamentaria con la le­

gislaci6n gubernamental o regional; aunque las leyes de es­

tos tres 6rganos ocupen la misma posici6n en la jerarquía

de fuentes.
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Por ello, resulta acertado que, a lo largo del

debate constituyente, se formalizara explícitamente que

es a las Cortes a quienes corresponde esta potestad legi�

lativa. En efecto, nada se decía de ello en el borrador

constitucional y aunque apareci6 recogido este principio

en el anteproyecto de enero, figuraba en el arto 71 que no

abría el capítulo dedicado a las Cortes; ante ello una

enmienda del sr. Morodo (GMx) solicit6 que esta potestad

se reconociera de una forma más solemne en el primer art!
culo dedicado al Parlamento; por el contrario, el sr. Carro

(AP) pedía que se eliminara cualquier referencia a una po-

testad legislativa por entender que las Cortes ejercían una

mera funci6n. La ponencia recogió la propuesta del sr. Mo­

rodo, aunque afirm6 que admitía parcialmente la enmienda del

sr. Carro, lo cual no es exacto en lo que se refiere al con­

tenido ideo16gico de la misma.

De esta forma, se ha afirmado explícitamente que

las Cortes no tienen meramente una funci6n equiparable a la

de los demás 6rganos legisladores, sino un auténtico poder,

en lo que a la legislaci6n se refiere, sobre ellos. Así lo

ha notado Sánchez Agesta quien pone de relieve que s6lo las

Cortes tienen atribuida la potestad legislativa "del Estado"

(39). Pero para que esta posici6n de primacía sea real han

tenido que superarse dos importantes obstáculos, la reserva

reglamentaria y el referéndum, que figuraban inicialmente en

los anteproyectos constitucionales.
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c) La reserva reglamentaria.

El arto 72 del primer anteproyecto constitucional

enumeraba catorce materias cuyo desarrollo había de reali­

zarse por ley. Se seguía así el sistema de reserva regla­

mentaria establecida en el arto 34 de la Constituci6n fran

cesa que supuso en su momento (40), un eficaz mecanismo pa­

ra desdibujar la soberanía parlamentaria típica de la IV

República (41). Cabe destacar de todas formas que, �on mati

ces distintos al modelo francés, la regulaci6n por ley no

quedaba cerrada puesto que se establecía un derecho de lla­

mada parlamentaria para englobar cualquier otra materia,

siempre y cuando su necesidad fuera acordada por mayoría

absoluta del Congreso.

Ante ello, se dibujaron dos posturas. Los repre­

sentantes de Alianza Popular, sseñores Carro, De la Fuente y

L6pez Rod6, la Minoría Catalana y la UCD aceptaron la re­

serva reglamentaria y en sus enmiendas pretendían, tan

s610, la modificaci6n de algún apartado concreto para dis­

minuir o acrecentar el �mbito material de la ley formal

(42). Por el contrario, los grupos Mixto, Minoría Vasca y

Comunista, mediante enmiendas, y el Socialista mediante un

voto particular solicitaban la supresi6n de la reserva re­

glamentaria (43). Esta última posici6n sería la que se

impondría en la ponencia, si bien se hacía constar que era:
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"Suprimido con la oposici6n expresa del repre­

sentante de AP y la manifestaci6n de los repr�

sentantes del Grupo de Uni6n de Centro Democrá

tic o sobre la conveniencia de mantener algún

sistema de reserva reglamentaria" (44).

A pesar de esta propuesta de ucn y AP (que conju�
tamente tenían mayoría), el tema no se plantearía en la Comi

si6n Constitucional del Congreso, con lo que el Parlamento

no encuentra unos límites previamente determinados a su acti

vidad legislativa. Ello comporta una consecuencia técnica

-la capacidad legislativa parlamentaria es expansiva porque

puede regular cualquier tema por ley formal (45)- de gran

trascendencia política: la primacía del legislador sobre el

técnico. Como ha precisado el profesor Jiménez de Parga, la

constitucionali-aci6n de la reserva reglamentaria suponía

en Francia otorgar una primacía al "técnico'legislador (fun­

cionario)" sobre el "político-legislador (parlamentario)"

(46) i la supresi6n de esta cláusula restrictiva supone la in

versi6n de los términos, el predominio del parlamentario,

y por tanto, la concepci6n de la ley como un fen6meno esen­

cialmente político en cuya elaboraci6n deben figurar los re­

presentantes electos (47).

d) La intervenci6n popular mediante referéndum.

Al citar como límite a la potestad legislativa de
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las Cortes, la intervención popular mediante referéndum,

no tomamos partidos, evidentemente, en la vieja polémica

acerca de si esta institución es o no compatible con el

régimen parlamentario: El propio Carré de Malberg, cuyo

articulo "Considerations théoriques sur la question de la

combinaison du referendum avec le parlementarisme" es un

clásico en favor de la compatibilidad -más aún, concibe el

referéndum como una exigencia lógica del sistema represen­

tativo (48)- reconoce que, con la adopci6n del referéndum,

el Parlamento se halla en una situaci6n en la que
"
... sus

poderes no son destruidos, son s6lo limitados .•. " (49).

Por eso, la presencia de tres tipos de referén­

dum en el anteproyecto constitucional no puede ducarse que

significa, por de pronto, la aparición de un control de la

actividad legisladora por parte de un poder externo al Par

lamento. Efectivamente, el arto 85 del anteproyecto de ene

ro rezaba así:

"La aprobación de las leyes votadas por las cOE

tes Generales, y aún no sancionadas, las deci­

siones politicas de especial trascendencia y la

derogaci6n de leyes en vigor podrán ser somet!
das a referéndum de todos los ciudadanos. 2. En

los primeros supuestos del número anterior, el

referéndum será convocado por el Rey, a propue�

ta del Gobierno, a iniciativa de cualquiera de

las Cámaras, o de tres Asambleas de Territorios
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Aut6nomos. En el tercer supuesto, la iniciati­

va podrá proceder también de 750.000 electo-

res".

Con ello, no se cerraban las posibilidades de re­

feréndum previstos en la Constituci6n, a su lado

hay que añadir los derivados de la reforma constitucional o

aquellos para la aprobaci6n de los Estatutos. Sin embargo,

aquí nos interesa la instituci6n del referéndum en la medi­

da en que forma parte de la legislaci6n ordinaria. Se obser

vará que de los distintos tipos recogidos en el artículo

citado, tan s6lo dos forman parte, en rigor, .de L proceso le

gislativo. En efecto, por un lado, se regula un referéndum

esencialmente "político" para las decisiones políticas (val

ga la redundancia) de especial trascendencia. Por otro la­

do, en cambio, dos referéndum inciden sobre las leyes, uno

para actuar entre la aprobaci6n y la sanci6n real, otro

para las leyes ya envigor. Se trata, pues, de un referéndum

plebiscito, otro de arbitraje y otro abrogativo, respectiv�

mente. La mezcla de estos distintos tipos, con distinto ca­

riz democrático, combinada con la imprecisi6n sobre el ti­

tular de la convocatoria (50) provoc6 un debate en el que,

junto a cuestiones te6ricas importantes se mezc16 a nuestro

entender una confusi6n importante.

En general, las enmiendas presentadas al rtículo

que hemos reproducido aceptaban la presencia de los tres re
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feréndums previstos, excepto en la enmienda 416 presenta­

da por Socialistas del Congreso y la 703 por el señor To­

más García (GPC). En la enmienda socialista aparecía una

reticencia en relaci6n a los referéndum abrogativos en la

medida en que se solicitaba que éstos no pudieran tener

lugar a propósito de leyes orgánicas. La enmienda comunis­

ta, más radical, suprimía los referéndum de arbitraje y pl�

bisci to para admitir, exclusivamente, la posibilidad de dero

gar leyes en vigor.

La ponencia no modificó la lógica del artículo,

aunque le di6 un mejor redactado para precisar que el refe­

réndum arbitraje se realizaba sobre leyes a las que técni­

camente cabía calificar como aprobadas, si bien sobre ellas

no había recaído la sanción real. Por ello, en el debate en

Comisi6n los socialistas solicitaron de nuevo la exclusión

de las leyes orgánicas. Sin embargo, el debate se centró en

una enmienda "in voce" presentada por Solé Tura de notable

interés teórico y procedimental. Analicemos primeramente és

te último:

La enmienda "in voce" presentada supuso un momento

extremo de una práctica ampliamente extendida. Recordemos que

el arto 119 del Reglamento provisional del Congreso, que fi­

gura en el Capítulo V dedicado a la elaboración de la Cons­

titución, dice:

"En caso de que se formulasen enmiendas "in vo-
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ce", cuyo texto deberá ser depositado por es­

crito en la Mesa de la Comisi6n, que s6lo las

admitirá a trámite si trataran de alcanzar un

acuerdo entre los distintos criterios expues-

tos •.. 11

Es decir, las enmiendas "in voce" tenían que pre­

sentarse previamente, para que pudieran ser estudiadas, y su

finalidad era encontrar una síntesis entre posiciones diver­

gentes. El caso que nos ocupa constituye el ejemplo más aca­

bado del auténtico sentido que tomarían estas enmiendas du­

rante la legislatura estudiada. La enmienda de Solé Tura,

como se verá, ni había sido presentada previamente a la Mesa

de la Comisi6n ni pretendía un acercamiento entre posiciones

contrapuestas, sino que se planteaba como enmienda a la tata

lidad, rayana casi en la solicitud de supresi6n del artículo.

Ningún grupo opuso esta irregularidad para impedir la discu­

si6n de la enmienda aún cuando Fraga hizo constar su protes­

ta, aceptada por la Presidencia, por el hecho de no haberse

repartido con un tiempo previo suficiente para su análisis:

" s6lo quiero señalar para el acta, que hoy

hemos dado una interpretaci6n más avanzada que

nunca al planteamiento y a la interpretaci6n

de las enmiendas 'in vocer ••• " (51).

Hemos realizado este excurso porque si es impor­

tante señalar la evoluci6n que tendría el referéndum en la
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Constituci6n, también resulta importante remarcar los usos

y costumbres parlamentarias que, igualmente configuran un

Parlamento. En este sentido, la legislatura constituyente

comport6 una flexibilidad en las interpretaciones regla­

mentairas, consecuente con la voluntad de facilitar los

acuerdos interpartidistas¡ pero, al mismo tiempo, la latitud

de interpretaci6n de la enmienda "in voce" se vincula a un

tema que va apareciendo sucesivamente, la reducci6n de peso

político de la actividad presidencial, e incluso, de las

enmiendas indi7id�ales en beneficio de los portavoces de los

grupos. Esta enmienda era paradigmática de esta situación¡

pero volvamos ahora al fondo del problema debatido.

El portavoz comunista solicitaba, en primer lugar,

la supresi6n del referéndum sobre leyes aprobadas y todavía

no snacionadas porque

"
..• abre una extraña posibilidad de que la sobe

ranía del Parlamento sea absolutamente menosca­

bada y establece, sobre todo, la posibilidad de

conflictos muy serios entre Gobierno, Rey y Par

1amen to 11 ( 5 2) .

Solicitaba también que el referéndum sobre cues­

tiones políticas tuviera exclusivamente carácter consultivo,

puesto que reconocía la conveniencia de su regulaci6n pero

sus inconvenientes para el Parlamento. Por último, no se pr�

nunciaba claramente por la supresión del referéndum abrogat�
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tivo que era el único admitido en la originaria enmienda

comunista; en palabras de Solé Tura, este referéndum

"
o no se contempla o si se contempla ten-

dría que hacerse con una f6rmula parecida a

la que utilizamos en el último párrafo del

artículo 80 cuando se hab16 de la iniciativa

popular (se refiere a una ley orgánica)" (53).

SIo Fraga Iribarne rechazaría esta propuesta,

definiéndose como "conservador reformista" y a su partido

como "partido populista", pero el mayor interés de su inter

venci6n reside en su concepción de la ubicación del Parla­

mento:

"
... se ha invocado un principio textualmente

-si no cito mal al señor Solé Tura- que es la

soberanía del Parlamento. Pues bien, este pri�

cipio no existe en el proyecto de Constituci6n,

el cual, muy pertinentemente, no habla de la so

beranía del Parlamento, sino de la soberanía

nacional que reside en el pueblo español del

que emanan los poderes del Estado, incluyendo,

naturalmente, al Parlamento (54).

Tras esta intervenci6n, tomarían la palabra los r�

presentantes de todos los grupos para adherirse a la enmien­

da comunista. y nuevamente, el señor Fraga tomaría la pala-
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bra para pedir ciertas aclaraciones:

"
... entiendo que el referéndum derogatorio de

saparece totalmente (El señor SOLE TURA: no del

todo, corno tendré ocasión de explicar luego)"

(55) .

para concluir que

"
.•. La enmienda es una decisi6n enormemente re­

gresiva y antidemocrática y la partitocracia que

ensalza podia ser una de las más graves consecue�

cias de las decisiones que hoy tomásemos" (56).

Esta acusación provocó una nueva intervenci6n co-

munista y una, primera de fondo, socialista. Para Solé Tura,

"
... el tema de la partitocracia se presta a mu­

chisimas deformaciones: pero en un pais donde no

ha sido éste el mal fundamental, sino precisa­

mente la negación de la existencia de los parti­

dos politicos, creo que en este momento contem­

plar o denunciar el mal de la partitocracia es

un mal servicio a la causa de la consolidaci6n

de la democracia que intentamos llevar adelan­

te ... ( ... ) nos interesa que el 6rgano legislat!
vo máximo que son las Cortes, funcionen con cla­

ridad y que no hayan mecanismos de interferen­

cia que puedan menoscabar esa labor. y ese es el
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sentido que tiene la palabra soberanía del Par­

lamento ... " ( 5 7) •

Para Peces Barba, el apoyo a la enmienda "in voce"

"
no es por razones antidemocr&ticas, sino por

todo lo contrario: por un deseo de la consolida­

ci6n de la democracia en nuestro país; lo cual

quiz�s no sería necesario explicitarlo pero lo

decirnos" (58).

As! las posiciones la enmienda presentada por Solé

Tura seria aprobada y con una rotundidad que quiz�s sobrepa­

sa la petici6n inicial del grupo comunista en la medida en

que en la Constituci6n no aparece ninguna referencia al re­

feréndum abrogatorio; téngase presente adem�s que la referen­

cia a la ley org�nica acerca de los referéndum consultivos

podía ser una forma de remisi6n sine die de los mismos.

"
... Una semana antes de los referéndum italianos,

el 7 de junio el internacionalismo constitucional ha funciona

do fulminantemente" (59; esta brillante afirmaci6n de Manze­

lla revela el transfondo de la polémica que se hab!a produci

do en la Comisi6n Constitucional del Congreso. Las grandes

referencias te6ricas, en las que se llegaron a citar a Burke,

Tocqueville, Plat6n, Arist6teles, Polibio y Montesqueiu (60),

no sirven para esconder que los constituyentes se hac!an unas

im�genes muy precisas de los posibles referéndum; desde las

experiencias del franquismo hasta la situaci6n italiana (61)
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ituaban al legislador en una coyuntura muy específica. C�

mo ha señalado Santamaría, el referéndum puede estudiar

te6ricamente; pero también hay que preguntarse por su sig­

nificado práctico (62). Evidentemente esta segunda cuesti6n

no puede responderse encerrándonos en la cuestión refrenda­

taria y es el conjunto de las instituciones estatales, la

legitimidad del mismo sistema y el estado de las fuerzas

sociales las que determinan cuál deba ser esta respuesta.

La consideraci6n de la mayoría de los partidos fue que el

referéndum no era compatible con la democracia naciente. La

cuesti6n puede ser opinable; sin embargo, resulta coheren­

te con el modelo parlamentario previsto para España en el

que los partidos se convierten, en cualquier ocasi6n discu­

tible, en el elemento potenciado institucionalmente; no hay

que esconder, sin embargo, que, por lo que se refiere al

referéndum, éste juega, con su actual regulaci6n, en benefi

cio de los dos grandes partidos puesto que, a la vez que

se deniegan las posibilidades de actuaci6n de grupos extra­

parlamentarios, se impide que los partidos auténticamente

minoritarios en las Cámaras puedan utilizar el referéndum

como forma de presi6n ante la mayoría (63).

Digamos, por último, aunque no afecte al tema

hasta ahora estudiado, que la capacidad del Parlamento pa­

ra elaborar la ley sin ningún límite constitucionalmente

reconocido, se concreta también en la regulación de la in-
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tervención real. El Monarca no posee ningún derecho de veto

o de reenvío, según el arto 91 Consto y ningún grupo políti­

co plante6 esta posibilidad; aunque, de forma aislada, en

el Senado se levantó alguna voz solicitándolo (64). Por con

siguiente, la posici6n del Monarca en la funci6n legislati­

va es meramente formal y la sanción real sirve simplemente

para exteriorizar la voluntad legislativa de las Cámaras;

es decir, se produce en la denominada fase de comunicación

o integrativa (65) de las leyes y no es un elemento constitu

tivo de las mismas; por ello, la sanción y promulgaci6n (66)

no pueden negarse por criterios políticos o constitucionales

y ha de operar en el plazo constitucionalmente fijado.

e) El Tribunal Constitucional.

Hasta este momento hemos indicado algunos aspectos

que, presentes en la Constitución o en determinados momentos

de su elaboración, precisan el sentido que cabe atribuir a

la potestad legislativa del Estado que ejercen las Cortes.

En los casos de la reserva reglamentaria y el referéndum he­

mos concluido que la desaparición de ambas instituciones del

texto constitucional había significado otorgar a las Cortes

un poder legislativo pleno; en cambio, con la posibilidad

de dictar normas con rango de ley por parte del gobierno o

de las Comunidades Autónomas, la competencia parlamentaria
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quedaba reducida si bien su posición legislativa se reval�
rizaba porque mantenía facultades de creaci6n y coordinación

de estas legislaciones subordinadas, al menos, formalmente.

No se trataba, pues, en ningún supuesto, de un auténtico

límite levantado ante las Cortes. Por el contrario, la ins­

titucionalizaci6n de una jurisdicci6n constitucional signi­

fica una seria limitación al poder del legislador (quizás

convendría decir, de todos los legisladores; pero, como siem

pre, hacemos referencia exclusivamente a las Cortes).

El Tribunal Constitucional, por su naturaleza mis

ma, significa la aparición de un nuevo órgano constitucional

que se inscribe de pleno en el proceso legislativo, aunque

ejerza su funci6n con criterios jurisdiccionales (67). Así

lo afirma Kelsen -teórico del sistema continental del con­

trol jurisdiccional concentrado- al decir que -este "no ejeE,
ce a pesar de todo una funci6n verdaderamente jurisdiccio­

nal. En lo que se las pueda distinguir, la diferencia entre

la funci6n jurisdiccional y la funci6n legislativa, consis­

te antes que nada en que ésta crea normas generales, mien­

tras que aquella sólo crea normas individuales. Ahora bien,

anular una ley, es poner una norma general porque la anul�

ción de una ley tiene el mismo carácter de generalidad que

su elaboraci6n, no siendo, por decirlo así, nada más que la

elaboración con signo negativo, por tanto ella misma una

función legislativa. y un tribunal que tiene el poder de
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anular las leyes es en consecuencia un 6rgano del poder

legislativo� (68).

Es obvio, por lo tanto, que si el Tribunal Cons­

titucional, mediante una declaraci6n de inconstitucionali­

dad, puede anular las normas del Parlamento, éste ha perd!
do la posici6n de primacía legislativa que ocup6 en las pr!
meras constituciones liberales. Los tribunales constitucio­

nales han supuesto el principal elemento de racionaliza­

ci6n de los Parlamentos, al someterlos a un control en vir

tud de la existencia de una norma superior que también vin­

cula a las Cámaras. Con la existencia de los tribunales cons

titucionales, los Parlamentos han dejado de ser soberanos,

para convertirse en uno más de los 6rganos constituidos,

que reciben sus poderes de la Constituci6n y que deben some

terse a la misma. Pero esto provoca interesantes problemas

que, sin duda, habían de manifestarse en el debate constitu­

yente español; en el fondo, ¿puede imaginarse que la actua­

ci6n de estos altos tribunales se ciña exclusivamente a as­

pectos jurídicos sin entrar en consideraciones políticas?,

y, en este caso, ¿quién controla al Tribunal Constitucio­

nal? (69).

Sin embargo, tan importante debate no se produjo

de una manera clara, puesto que todos los partidos (al me­

nos, a partir de las fases públicas) aceptaron expresamente

la existencia de este Tribunal, aún cuando el señor Solé

Tura, para combatir una enmienda, hizo algunas consideracio
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nes críticas acerca de este 6rgano (70). Por ello, los pun­

tos del debate se centran esencialmente en la composición

del Tribunal y en la intervención parlamentaria ante el mi�

mo; se incidió, pues, en el control por la vía indirecta del

nombramiento y de la activación, sin discutir la esencia mis

ma de la jurisdicción constitucional.

El primer aspecto, el nombramiento del Tribunal,

ha quedado configurado en el arto 159: El Tribunal Constitu­

cional se compone de doce miembros, nombrados por el Rey; de

ellos, cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres

quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado con

idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno y dos a pro­

puesta del Consejo General del Poder Judicial". El antepro-

yecto inicial pensaba exclusivamente en once miembros -cifra

impar quizás más idónea que la actual- eligiendo el Senado

exclusivamente a tres miembros. Diversas enmiendas de grupos

minoritarios intentaron cambiar esta composición; así Fernán

dez de la Mora pretendió que el gobierno no tuviera compe­

tencia para efectuar ningún nombramiento, la Minoría Catalana

reducía a un solo miembro designado por el ejecutivo y aumen­

taba a cuatro los designados por el Senado (71). Algo más ra­

dical era la enmienda comunista que proponía que Congreso y

Senado eligieran a seis representantes sin ninguna otra in­

tervención (72); pero la enmienda que más se apartaba del es­

quema previsto corresponde al grupo Vasco y a Eltamendía, pa­

ra los que:
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"El Tribunal Constitucional se compone de doce

miembros nombrados por el Rey y elegidos por

mitad por ambas Cámaras por mayoría de tres

quintos de sus miembros y de un representante

por cada uno de los territorios aut6nomos y re­

giones españolas, elegidos en la misma forma que

determine la ley" (73).

La ponencia constitucional ofreció la composición

actual que ya no sería discutida en los trámites posteriores,

advirtiendo que recogía parcialmente las enmiendas del grupo

Vasco y Letamendía, la Minoría Catalana y el grupo Comunista;

lo cual es s610 cierto para los aspectos menos relevantes de

las mismas. Varios puntos pueden destacarse de la actual re­

gulación; en primer lugar, el débil apasionamiento de los cons

tituyentes por el terna, quizás por pensar que la mayoría de

tres quintos resulta por sí sola una garantía de imparcialidad

del Tribunal al tenerse que formar casi necesariamente por un

acuerdo entre los dos principales partidos. En segundo lugar,

resulta también significativo que las Comunidades Autónomas

no tengan una representación en el Tribunal de forma direc­

ta, pudiendo, en todo caso, alcanzarla indirectamente por la

vía del Congreso o del Senado. En tercer lugar, las posibili­

dades de control del gobierno de los nombramientos, por el

juego de las mayorías y por sus nominaciones directas si bien

la permanencia de nueve años de los miembros del Tribunal

juega en sentido contrario.
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El segundo tema que ocupó la atenci6n de los cons

tituyentes fue las posibilidades de activación parlamenta­

ria del Tribunal Constitucional¡ es decir, los sujetos par­

lamentarios legitimados para recurrir ante el mismo. Aquí,

creemos que sin una voluntad explícita, se produjo un cam­

bio importante entre el redactado que había ofrecido la po­

nencia en sus anteproyectos y la forma que tomaría el artícu­

lo tras su aprobaci6n por la Comisi6n Constitucional. En

e�ecto, según el arto 155 del anteproyecto de abril,

"Están legitimados: a= para interponer el recur­

so de inconstitucionalidad, el presidente del Con

greso de los Diputados, el presidente del Senado,

el Presidente del Gobierno los presidentes de las­

Asambleas de las Comunidades Autónomas, los pre­

sidentes de los Consejos de Gobierno de los mis­

mos, el Defensor del Pueblo, cincuenta diputados

y veinticinco senadores".

S6lo dos enmiendas se dirigieron a cuestiones no

formales. El grupo Vasco solicit6 que se substituyera la re­

ferencia a los diputados y senadores por la menci6n de dos

grupos parlamentarios (74), Y el señor De la Fuente solicit6

que también estuvieran legitimados para acudir ante el Tri­

bunal 10.000 ciudadanos (75). Retirada la enmienda vasca

en el debate y derrotada la aliancista, el artículo aproba­

do por la Comisión diferió en que se suprimi6 la referencia

a los Presidentes de las Cámaras de las Cortes. Esta desapa-
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rici6n resulta ins6lita puesto que la única enmienda aproba­

da parece que admitía su presencia; se trata de la enmienda

"in voce" presentada por Esperabé de Arteaga (UCD) que tras

hacer unas consideraciones sobre los sujetos legitimados

activamente -aceptándolos- proponía que

" después de "el presidente del Gobierno" se

diga que están legitimados (es la expresi6n en

el apartado) "el Defensor del Pueblo, cincuenta

Diputados, cincuenta Senadores, los Presidentes

de los 6rganos ejecutivos de las Comunidades Au­

t6nomas, y en su caso, los Presidentes de las

Asambleas de las mismas" (76).

Este redactado, aprobado por la Comisi6n Constitu­

cional del Congreso, suprime la referencia a los Presidentes

de las Cámaras que, a nosotros nos parece, no era la volun­

tad del legislador. De todas formas, si se trata de un error

provocado por las prisas del debate, no deja de tener un sig­

nificado: al desaparecer la posibilidad de que los Presiden­

tes de las Cámaras acudan ante el Tribunal Constitucional,

éstos quedan vinculados a la mayoría parlamentaria y, por

consiguiente, a la política realizada por los partidos, sin

que puedan asumir un papel de precontrol de la constitucio­

nalidad de la ley, que les configuraría evidentemente en

unos 6rganos suprapartes. Pero esta situaci6n comporta una
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desigualdad con los Presidentes de las Asambleas auton6micas,

situaci6n que sería modificada por la Comisi6n Mixta Congre­

so-Senado sin que hubiere mediado un texto diverso por parte

de la Cámara Alta (77).

Aparte de esta cuesti6n, el verdadero interés del

arto 162 reside en que se concede la facultad de interponer

un recurso de anticonstitucionalidad a un número realtiva­

mente reducido de diputados o senadores; aunque esto suponía

en su momento que un solo partido de la oposici6n podía re­

currir directamente al Tribunal. De esta forma, la jurisdic­

ci6n constitucional se inscribe en el proceso legislativo co

mo un recurso de la minoría frente a eventuales abusos de la

mayoría. Las garantías constitucionales no se han buscado,

pues, en un 6rgano presidencial con difíciles problemas para

configurarlo realmente como neutral, sino en la activaci6n

del Tribunal por los propios interesados. En este sentido, el

Tribunal Constitucional es un límite para la actividad le­

gislativa del Parlamento; pero es, también, una garantía de

que las minorías parlamentarias serán respectadas (78).
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2. LAS EXPRESIONES DE LA POTESTAD LEGISLATIVA

Aclarados ya cuáles son los límites constitucio­

nales de la potestad legislativa de las Cortes, nos preocu­

pa ahora c6mo se concreta su ejercicio por el Parlamento

español. Naturalmente, la potestad legislativa de las Cor­

tes se expresa a través de la ley formal; sin embargo, el

mismo concepto de ley ha ido especializándose progresiva­

mente (79) en tal forma que la referencia constitucional a

la ley se acompaña en múltiples ocasiones de una denomina­

ci6n que especifica un tipo particular de ellas, concretan­

do, en determinados casos, un procedimiento peculiar para

su elaboraci6n o aprobaci6n.

La Constituci6n española ha desarrollado de forma

muy notable esta diversidad de normas legales de origen paE

lamentario, tanto para conseguir el equilibrio buscado cons­

titucionalmente entre los 6rganos que participan en el pro­

ceso legislativo, como para asegurar el respeto mismo de los

compromisos básicos de la Constituci6n. De ello resulta,

la creaci6n de un espacio reservado materialmente a la ley

formal y esta reserva material de ley, acompañada de las nume

rosas ocasiones en que la ley ha de aprobarse con un quorum

cualificado, indican la voluntad del legislador de realizar

el desarrollo legislativo de la Constituci6n mediante un nivel

de acuerdos superior al necesario para realizar la mera tarea
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gubernativa que, como hemos visto, no requiere un gran apo­

yo mayoritario.

La enumeraci6n que realiza la Constitución de leyes

especiales es amplia y no coincide con un único criterio; se

califican en determinadas ocasiones por su procedimiento de

aprobaci6n y otras por su objeto; existen especificaciones

dentro de los tipos inicialmente previstos. Para su presen­

taci6n, nosotros las ordenaremos en algunas funciones peculi�

res que pueden ayudar a comprender las diversas nomenclaturas

de la ley; repetimos, nomenclatura, porque no se trata de

una clasificaci6n jerárquica: leyes ordinarias pueden recibir

nombres distintos, también leyes orgánicas se diferencian

internamente y aún, la distinci6n entre las primeras y las

segundas no resulta pacífica en la doctrina de la jerarquía

de fuentes.

La primera funci6n que crea un tipo específico de

leyes la funci6n constituyente. En este caso, la Constitu­

ci6n no le da ningún nombre especial; sin embargo, cabe ha­

blar de una "ley de reforma constitucional" en la medida

en que la rigidez del texto fundamental se concreta en dos

procedimientos especiales para proceder a la revisi6n cons­

titucional, según lo previsto en los arts. 167 y 168.

Una segunda función puede denominarse de crea­

ción de las autonomías, consecuencia del poder constituyen-
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te de las Cortes. Entendemos por creaci6n aquellas normas

que determinan la configuraci6n básica de las Comunidades

Aut6nomas y sus competencias. Por consiguiente, deben

considerarse dentro de la misma, las leyes orgánicas de

aprobaci6n de los Estatutos de Autonomía, según el arto

81,1 las leyes marco y las leyes de transferencia o dele­

gaci6n del arto 150,1 y 2. Las leyes de aprobaci6n de los

Estatutos no son diferenciables formalmente de las leyes

orgánicas restantes; sin embargo, consisten en un tipo es­

pecial de las mismas dado que los trámites para la aproba­

ci6n de los Estatutos y su posible reforma difieren de

aquellos que distinguen las leyes ordinarias de las leyes

orgánicas. Las leyes de transferencia o delegación son tam

bién leyes orgánicas; no así las leyes marco que, de todas

formas, asumen una preminencia sobre las correspondientes

leyes regionales.

Una tercera función seria la de desarrollo cons­

titucional que corresponde esencialmente a las leyes orgá­

nicas, enunciadas en el arto 81 corno las que desarrollan

los derechos fundamentales y las libertades públicas, los

Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general, au�

que muchas otras exigen este rango según la Constitución

(80). Estas leyes definen el núcleo de la reserva material

de ley; puesto que su realizaci6n no puede dejarse por de

legaci6n al gobierno ni éste puede asumir, en su mayor paE

te, mediante decretos-leyes. Procedimentalmente se caracte-
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rizan por la exigencia de la mayoría absoluta del Congreso

para su aprobaci6n.

Consiste la cuarta funci6n en la relaci6n y coor­

dinaci6n con otros sistemas legislativos. Aquí hay que citar

las leyes de delegaci6n al Gobierno, con el tipo peculiar

de la ley de bases; peculiar en la medida en que, por el

arte 82,2 se diferencia de las leyes de delegaci6n ordina­

rias; pero se trata de una simple diferencia semántica, tan­

to una como otra son leyes ordinarias porque está explícita­

mente prohibida la delegación en materia de ley orgánica.

También se incluyen en ¡a categoría funcional establecida,

las leyes de convalidaci6n de los decretos-leyes. Por otra

parte, realizan una funci6n de coordinación las leyes de ar­

monización de las disposiciones normativas de las Comunida­

des Aut6nomas del arte 150,3¡ estas leyes requieren, aún

cuando no son orgánicas, un procedimiento especial para su

elaboraci6n puesto que su necesidad ha de ser apreciada por

mayoría absoluta de cada una de las Cámaras. Por último, cum

ple un papel de relaci6n, en este caso con ordenamientos

jurídicos supraestatales, las leyes orgánicas para la aprob�

ci6n de tratados según el arte 93 y se requiere una previa

autorizaci6n de las Cortes para los tratados comprendidos

en el arte 94.

La cuarta funci6n, la presupuestaria -origen de

los modernos parlamentos- debe desarrollarse por una ley es-



424

pecial por la iniciativa reservada al gobierno y por el pr�

cedimiento para su aprobación, denominada Ley de Presupues­

tos Generales del Estado. Debe observarse que esta ley, re­

gulada en el arto 134, tiene una vigencia establecida cons­

titucionalmente de un solo año, con lo que puede dificultaE

se una labor planificadora de más largo plazo (81).

Por último, el Parlamento realiza una funci6n au­

tonormadora, de la que ya hemos tratado, mediante la aproba­

ci6n de los reglamentos de las Cámaras, según el arto 72,1.

Los reglamentos son normas con valor de ley porque estable­

cen un ámbito de competencia reservado a cada una de las

Cámaras, mediante la aprobación definitiva por mayoría abso­

luta, resultando inconstitucional por quebrantamiento de lo

previsto en el artículo citado la regulaci6n por ley formal

de los aspectos internos de la vida parlamentaria. Por otra

parte, la confirmaci6n del valor de ley de los reglamentos

parlamentarios viene confirmado indirectamente por la posi­

bilidad de control de constitucionalidad por el Tribunal Cons

titucional, según la ley orgánica que regula este organismo.

Naturalmente, las funciones que aquí hemos enumera­

do no tienen un valor absoluto; sino que pretenden tan s6lo

ayudarnos en la clasificaci6n de los diversos tipos de leyes

o normas con valor de ley que pueden realizar las Cortes y

que no son identificables con la mera ley ordinaria; aunque,

en buena parte de los casos citados, no ocupen una posici6n

jerárquica distinta de las mismas (82). Pensamos que, con
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este epígrafe y el próximo dedicado al procedimiento le­

gislativo, la función legislativa de las Cortes quedará

suficientemente explicada.
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3. EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO

La complejidad legislativa, mostrada en el epígra

fe anterior, se acompaña de una notable variedad de proced�

mientos para la elaboración de las leyes. Sin embargo, los

diversos tipos de normas no se derivan de sus diferencias

procedimentales, sino que han recibido una denominación esp�

cial por las funciones que han de cumplir en el ordenamien­

to jurídico; ello no impide que, en determinadas ocasiones,

un procedimiento especial sirva para concretar alguna de

las clases de normas que la Constitución prevee. El procedi

miento, pues, se convierte en una variable relativamente

autónoma que permite una amplia latitud de acci6n a las C&­

maras para regular el proceso de formación de las leyes.

Esta relación no uniforme entre normas y procedi­

mientos comporta numerosos problemas para contestar una

pregunta que debería ser simple: ¿de cuántas maneras las

Cortes pueden aprobar una norma legal? Tratando de encontrar

una respuesta a esta cuesti6n, hemos considerado que una ley

puede distinguirse procedimentalmente por cuatro elementos

básicos (lo cual constituye una simplificación notable): la

iniciativa, la duraci6n de su debate, la sede de su aproba­

ci6n y el quorum requerido para la misma. Cada uno de estos

elementos se subdivide internamente; cinco son los titula­

res de la iniciativa parlamentaria, dos las sedes posibles

de aprobaci6n, cuatro las previsiones legales de duración
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del debate y tres las mayorías posibles. Enunciado de otra

forma, una ley puede originarse por iniciativa popular, a�

ton6mica, gubernamental, o de cada una de las Cámaras; ser

discutida en los plazos normales previstos reglamentaria­

mente o de manera urgente, muy urgente o lenta; ser aprob�

da en Pleno o Comisi6n; ser aprobada por mayoría simple,

absoluta o cualificada. La combinaci6n de todos estos fac­

tores permiten considerar que existen 120 maneras de apro­

baci6n de una ley.

Sin embargo, esta cifra resulta engañosa puesto

que unos factores y otros pueden excluirse mutuamente; así,

por ejemplo, no pueden coexistir la iniciativa popular con

la mayoría cualificada y, por consiguiente, es preciso mo­

dificar aquella primera y te6rica cifra. Para ello hace fal

ta salir de un análisis abstracto de los cuatro elementos

procedimentales que hemos citado y recurrir a la Constitu­

ci6n que nosindica cuándo son compatibles unos elementos

con otros (es decir, la Constitución dice si las leyes or­

gánicas son compatibles con la iniciativa popular, etc.).

De esta forma se combinan las clases de ley definidas cons­

titucionalmente con los procedimientos reglamentarios o cons

titucionales para su elaboraci6n. Normalmente, la Constitu­

ción rige el quorum final, la sede de aprobaci6n y la inici�

tiva¡ pero no regula los plazos para la elaboraci6n. Tenien­

do en cuenta lo preceptuado en la Constitución y operando
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con lógica en la aplicaci6n de los plazos, podemos proceder

a realizar todas las combinaciones pertinentes entre clases

de ley y elementos procedimentales, encontrándonos con que

las Cortes pueden dar origen a la ley a través de 155 modos

distintos.

La cifra puede sorprender en un primer momento.

Lo esperado era la disminución del número anterior, concre­

tado en 120. Sin embargo, este aumento tiene una explicación;

para reducir los factores incompatibles hemos tenido que dar

entrada a una nueva consideración: las clases de leyes pre­

vistas por la Constitución. Pongamos algunos ejemplos; diría­

mos que existen 16 maneras de elaborar una ley de reforma

constitucional, combinando los siguientes factores (reduci­

dos porque ahora no tenemos en cuenta la posible interven­

ción del referéndum): reforma del arto 167 ó 168, iniciativa

autonómica, gubernamental o de una de las dos Cámaras, apro­

bación en Pleno y duración del debate normal o urgente (na­

turalmente, éste es un elemento que en cierto modo hemos

fijado aleatoriamente) i en cambio, las leyes ordinarias pre­

sentan 40 modalidades y 16 las leyes orgánicas. Se comprend�

rá, pues, que combinando tipo de ley y procedimiento pueda

llegarse a la cifra de 155 variedades de acceso a la ley;

cifra que, queremos insistir una vez más, supone unos grados

importantes de esquematización por tener sólo en cuenta los

elementos que entendemos más importantes del procedimiento

legislativo.
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La primera cifra que hemos propuesto -120- era

puramente abstracta; la segunda -155- es real en la medida

en que se acepte los presupuestos de los que partirnos.

Sin embargo, una comprobaci6n atenta de los procedimientos

de cada una de las clases de ley evidencia que, si no se

tiene en cuenta el tipo de ley elaborada, existen grandes

posibilidades de reducci6n de los procedimientos a unos

esquemas generales. La mayoría de las variedades que apar�

cían son simplificaciones de las posibilidades de aprobaci6n

de la ley ordinaria; tan s6lo la mayoría, porque son irredu�

tibIes a la forma de elaboraci6n de la misma (sin tener en

cuenta los quorurns requeridos en cada caso) las leyes de re­

forma de la Constituci6n, de aprobaci6n de los Estatutos,

las leyes de convalidaci6n de decretos-leyes y la aprobaci6n

de los reglamentos de las Cámaras. En efecto, si nos olvida­

rnos de qué ley sea aprobada y se tiene en cuenta simplemente

la iniciativa, la sede de aprobaci6n, y los plazos para la

misma nada hay que diferencie una ley orgánica o una ley de

armonizaci6n, por ejemplo, de una ley ordinaria.

Llegados aquí, cabe decir que la ley ordinaria pu�

de producirse de cuarenta maneras al combinar cinco posibles

iniciativas, dos hipotéticas sedes y cuatro eventuales pla­

zos. Cuarenta posibilidades en las que naturalmente no se

incluyen las excepciones antes citadas; es decir, la refor­

ma constitucional, la aprobaci6n de Estatutos, la convalida­

ci6n de decretos-leyes y los reglamentos; aunque puedan te­

ner puntos en común con el procedimiento ordinario.
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Tras haber efectuado la afirmaci6n de que las

complejidades procedimentales se reducen si nos olvidamos

de los diversos tipos de ley y buscamos simplemente sus

elementos comunes con la ley ordinaria, puede parecer que

todo el rodeo efectuado anteriormente es inútil. Sin em­

bargo, el haberlo realizado es, para.nosotros, esencial.

En primer lugar, porque pone de manifiesto que las Cortes

españolas presentan una notable gama de procedimientos pa­

ra la elaboraci6n de las leyes; gama que, en buena parte,

se halla "sobredeterminada" por la Constituci6n. Por eso,

y de ahí su importancia, no resulta conveniente hablar de

un procedimiento legislativo; sino que habría que decir,

para ser exactos, procedimientos legislativos. y cada uno

de éstos, revela algún matix político que nos sirve para

comprender las funciones ejercidas por las Cortes. En efec

to, no tiene el mismo significado político una ley aprobada

en Pleno o en comisi6n, por mayoría simple o por mayoría

absoluta y así sucesivamente •.• Como cada ley se define es­

pecíficamente por la combinaci6n propia de los distintos

elementos procedimentales, cada una tiene un propio sentido

político que la reducci6n al procedimiento ordinario no peE

mite calibrar. Así pues, esta alta complejidad procedimen­

tal cumple un papel político que, con el mero análisis del

procedimiento ordinario (indicando de manera aislada la exis

tencia de alguna norma desviante), no hubiéramos podido po­

ner de manifiesto.
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En segundo lugar, indicar la existencia de múl­

tiples formas para elaborar las normas, explica la impos!

bilidad de realizar, en estas páginas, un estudio minucio

so -ley por ley- de la manera de elaboraci6n de cada una

de ellas. En algunos casos, hemos dado ya suficientes re­

ferencias al respecto para conocer las peculiaridades de

una norma; en otros, habrá de entenderse que el procedi­

miento de la ley ordinaria no se aplica en su integridad

para algún tipo particular de ley.

a) La iniciativa legislativa.

La Constituci6n española no aborda con mucho deta­

lle el procedimiento para la elaboraci6n de las leyes, pues­

to que, corno es natural, entiende que deben ser los regla­

mentos de las Cámaras, en uso de la autonomía parlamentaria,

los que determinen el funcionamiento interno de los debates

y las decisiones. Sin embargo, el terna de la iniciativa legi�

lativa se halla previsto con detalle en el arto 87 Consto

Ello no puede extrañar dado el doble carácter que asume la

iniciativa: si, por una parte, consiste en la primera fase

del procedimiento legislativo; por otra parte, más que una

fase, es un poder (83).

Este carácter resulta especificado en aquello

que le diferencia de la mera presentaci6n de un proyecto de

ley (84). Por el ejercicio de la iniciativa, las Cámaras tie
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nen la obligación de deliberar sobre el contenido de un

texto legal y pronunciarse por su aprobación -con las mo­

dificaciones oportunas en su caso- o su rechazo (85). Por

el contrario, la presentaci6n no comporta ninguna exigen­

cia de que la Cámara se pronuncie sobre el fondo del texto

presentado. Esta diferencia muestra hasta qué punto, en el

sistema español, la iniciativa no se confunde jurídicame�
te con la presentaci6n; la iniciativa es un poder de desa­

rrollo de la soberanía, es la facultad de activar el poder

legislativo del Estado (86). La presentaci6n, en cambio, es

un mero acto procedimental que requiere la toma en conside­

raci6n por la Cámara para que ésta colectivamente ejerza

sus competencias legislativas.

Dadas estas premisas, la definici6n constitucional

de cuáles sean los titulares del derecho de iniciativa pre­

senta una relevancia política y teórica superior a la de

otros momentos procesales. Sin embargo, la práctica contem­

poránea muestra que, más allá de los textos legales, la ini­

ciativa legislativa se encuentra monopolizada por los gobier­

nos (87). Estamos, de nuevo, ante un tema que hemos ido se­

ñalando repetidamente: las transformaciones del Estado moder­

no y la vinculaci6n gobierno-mayoría parlamentaria. Por con­

siguiente, dos son los problemas que podían presentarse en

el debate constituyen�e y que, efectivamente, se presentaron.

Por un lado, la determinaci6n de los 6rganos del Estado -y

aquí habría que entender 6rganos en un sentido amplio (88)-
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con capacidad legal de activaci6n de la potestad legislati­

va; de otro lado, la funci6n de los grupos minoritarios en

el interior del Parlamento para conseguir que la iniciativa

no recayera exclusivamente en el gobierno y su mayoría. Es­

te segundo aspecto tiene otra forma de enunciarse; se trat�

ba de salvar la diferencia entre "inic1aci6n material" e

iniciac16n legal o entre presentaci6n e inic1ativa (89),

eliminando la toma en consideraci6n o permitiendo su flexib�

lidad. Son, pues, cuestiones importantes porque s1túan al

Parlamento en relaci6n al conjunto de la organizaci6n del Es

tado y a los grupos políticos en relaci6n entre ellos; por

esto, son temas que se plantearon desde que las Cortes ini­

c1aron su legislatura y las op1niones de los grupos hay que

buscarla no s6lo en el debate const1tuyente, sino también

en la elaborac16n de los reglamentos de l�s Cámaras.

En realidad, la discusi6n reglamentaria determina

en buena parte cuestiones que posteriormente serían consti­

tucionalizadas. Así, el arto 92 del Reglamento provisional

del Congreso no se limitó a establecer los criterios inter­

nos para la presentación de proyectos legales, sino que pr�

figur6, en lo referente a la iniciativa auton6mica, la vi­

si6n constitucional. Allí se establecía que podrían presen­

tar proposiciones de ley los grupos parlamentarios con la

firma de su presidente o portavoz, los diputados individua­

les avalados por 14 firmas y los Entes auton6micos. Esta úl

tima inclusi6n es la que resulta más significativa en cuan-



434

to venía a preveer el futuro, más que a concretar una situa

ci6n factible en aquel momento, mostrando así que el conceE

to de provisionalidad del reglamento no era el criterio bá­

sico de su configuraci6n.

Señalemos que esta inclusión de la iniciativa

legislativa de las Comunidades Aut6nomas no había sido pre­

vista inicialmente por la ponencia de la Comisi6n de Regla­

mento y que fue el resultado de una enmienda comunista, ap�

yada por la Minoría Vasco-Catalana. Los ponentes socialistas

rechazaban la enmienda por razones técnicas (e insistieron

en este punto), los centristas se oponían por razones técni­

cas y políticas.

Ante ello, el señor Solé Barberá propuso una en-

mienda "in voce" que sería aprobada, con el siguiente texto:

"También podrán enviar proposiciones de ley al

Congreso los Entes auton6micos que lo tengan re­

conocido por ley, por medio de sus representan­

tes, y en la forma que fijen los respectivos Es­

tatutos" (90).

No hace falta una larga exégesis de este artículo

para comprender que se había realizado una declaraci6n formal,

que predeterminaba una aceptación constitucional de la ini­

ciativa auton6mica, pero que, en aquel momento no podía te­

ner ninguna efectividad. Los Estatutos habían de basarse en

una Constituci6n; por consiguiente, era en la Constitución
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donde el terna debía aparecer. Concretarlo en un reglamento

provisional significaba librar previamente una pequeña bata­

lla constitucional en favor de las autonomías.

Otro terna planteado en el debate reglamentario, de

menor trascendencia, hace referencia a los requisitos para

la presentaci6n de las proposiciones de ley. Según el texto

actual del reglamento, las proposiciones individuales de un

diputado, apoyado por 14 firmas, requieren además la firma,

a efectos de conocimiento del portavoz del grupo. Este con­

trol del partido sobre el diputado individual s6lo fue dis­

cutido por el sr. De la Vallina (AP); sin embargo no encon­

tr6 ningún eco favorable en los grupos parlamentarios.

El reglamento, pues, reconocía formalmente a dipu­

tados y a Entes auton6micos el derecho a presentar proposi­

ciones de ley; en la práctica, sin embargo, esto auedaba en

manos de los grupos parlamentarios. Tras la presentación,

nebía nro�ed�rse a la torna en consideraci6n, regulada en el

arto 92,4 y 5 RpC: El establecimiento reglamentario de la to­

rna en consideraci6n supone también una cierta prefiguraci6n

de la Constituci6n en la medida en que diferencia entre pre­

sentaci6n y derecho de iniciativa. Los grupos parlamentarrios

los diputados podían presentar leyes; sin embargo, no podían

obligar a las Cámaras a pronunciarse sobre su contenido. Idé�
tico sentido tiene el que la Constituci6n otorgue la inicia­

tiva a las Cámaras y no a sus miembros individuales o a los

grupos políticos que las componen. En el debate reglamenta-
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rio, los grupos comunistas y mixto intentaron suprimir la

toma en consideraci6n sin conseguirlo; por el contrario,

la UCD pretendía que el acuerdo de toma en consideración

requiriera el voto favorable de la mayoría absoluta del

Congreso, con lo cual las posibilidades de iniciativa le­

gislativa de los partidos de oposici6n se reducía notable­

mente. La negativa de la minoría de la ponencia, es decir,

los socialistas, impidi6 esta exigencia del partido del g�

bierno.

La elaboraci6n de la Constituci6n permiti6, ini­

cialmente, un giro radical en este terna; pero, finalmente,

la UCD lograría reafirmar sus criterios favorables a la exis

tencia de la torna en consideraci6n. En efecto, en el ante­

proyecto de Enero se eliminaba este trámite puesto que

"la iniciativa legislativa corresponde al Gobier

no y a los Diputados bien directamenteo bien a

través de los Grupos Parlamentarios" (91).

Pero ya en aquel momento, la DCD presentó un voto

particular (92), para hacer residir la iniciativa legislativa

no en los diputados o en los grupos, sino en el Congreso de

los Diputados. Por su parte, Ortí Bordas proponía la elimina

ción de cualquier referencia a los grupos parlamentarios

(93). La ponencia y la Comisión Constitucional aprobaron el

siguiente texto:

"La iniciativa legislativa corresponde al Go­

gibierno y a los Diputados en la forma y con
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los requisitos que establezca el Reglamento

del Congreso" (94).

Con ello, podía desaparecer el trámite de la toma

en consideraci6n; aunque obligaba a una reforma reglamenta­

ria. Sin embargo, la readopci6n de este procedimiento se

produciría en el Senado. Allí, se planteaba otra cuesti6n:

¿cuál debía ser la relaci6n en la iniciativa entre Congreso

y Senado? Pero la equiparación que buscaban en la Cámara

Alta podía producirse de dos maneras. Para los srs. Azcára­

te, Landáburu y Carazo, la iniciativa debía residir en di­

putados y senadores (95). En cambio para la UCD y el sr.

Gutiérrez Rubio (96), eran las Cámaras, ambas, quienes ha­

bían de poseer este derecho. Finalmente, este criterio de

la UCD se impondría a fin de dar entrada a las tantas veces

citada toma en consideraci6n porque era criterio compartido

que

" la invocaci6n del Congreso y el Senado com-

porta un cierto respeto a este principio de la

torna en consideraci6n que de alguna manera se p�

drá prever en los Reglamentos" (97).

Así se ha llegado al actual arto 87 que concede

el derecho de iniciativa al Gobierno, al Congreso y al Sena

do, excluyendo del mismo a los miembros individuales o a

los grupos parlamentarios que s610 pueden realizar la prese�

taci6n de proposiciones que serán, en todo caso, considera­

das por las Cámaras. Pero la iniciativa del Senado presenta
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alguna peculiaridad que merece que nos detengamos algo en

ella.

En los diversos trámites del Congreso, los proyec

tos constitucionales preveían que

"El Senado podrá solicitar del Gobierno la ad0I:

ci6n de un Proyecto de Ley o remitir ante la Me

sa del Congreso una proposici6n de ley, delega�
do ante dicha Cámara un máximo de tres senado­

res encargados de su defensa".

Se situaba, por tanto, en una clara situaci6n de

subordinaci6n al Senado en relaci6n a la Cámara Baja y se

le equiparaba con la presentaci6n de proposiciones por las

Comunidades Aut6nomas. Pero la segunda Cámara tenía "voca­

ci6n legislativa" y no era un "circulo estudioso" (98), y,

como acabamos de ver, decidi6 concederse la iniciativa le­

gislativa, suprimiendo el precepto anterior por unanimidad.

Pero ello no comporta que el Senado pueda proceder a la pri

mera lectura de la ley, que debe efectuarse en todo caso

por el Congreso. La modificaci6n introducida en el Senado

que consigue una igualdad formal con el Congreso no resulta

muy ventajosa para él mismo; puesto que ha de remitir su

proposici6n a la primera Cámara y ha de renunciar a la defen­

sa que le correspondia de tres senadores y ello sin pensar

que el arto 87,2 Consto puede permitir (aunque se haya op­

tado en la legislatura de 1979 por otra interpretaci6n) que

el Congreso decida sometar a toma de consideraci6n la pro-
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puesta del Senado, a partir de la ambigüedad que supone la

referencia a
"
... su trámite ... como tal proposici6n". Apu!!,

tamos esto solamente como posibilidad de interpretaci6n, no

como necesidad constitucional porque, a nuestro entender,

la declaraci6n de que la iniciativa legislativa corresponde

al Senado ha de prevalecer sobre un artículo de redactado

confuso.

Por todo lo dicho, hemos visto que la iniciativa

legislatLva es un derecho de las Cámaras en su conjunto y

no, de sus integrantes; lo cual sitúa en posici6n de domi­

nio al gobierno o a su mayoría para impedir las iniciativas

de la oposici6n. Pero el tema de la iniciativa se completa

por una abertura del procedimiento legislativo a las Comuni

dades Aut6nomas y al electorado (99). Sobre las primeras ya

hemos dicho que su competencia para presentar leyes se halla

reconocida desde el reglamento provisional. La Constitución

aclara que las Asambleas de las Comunidades podrán dirigir

sus proposiciones al gobierno (lo cual nos sitúa ante otra

figura legal) o al Congreso, permitiendo una delegaci6n de

tres miembros. Nada se dijo en la primera legislatura acerca

de la intervención de esta delegación o del objeto de sus

proposiciones. Apuntemos, simplemente, acerca de este últi­

mo tema que, a nuestro entender, existen argumentos consti­

tucionales que permiten pensar que no hay ningún límite por

razón de la materia a la presentaci6n autonómica. Las Comu­

nidades Aut6nomas, según el arto 166 tienen iniciativa para
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la reforma constitucional, sea total o parcial y, en cons�

cuencia, no vinculada específicamente a cuestiones autonó­

micas, Si esta facultad es indiscutible, la posibilidad

de solicitar la aprobación de una ley sea cual sea su tema

parece que no debería causar problema (mucho más si se tie

ne en cuenta que la aceptación de una proposición no deteE

mina ningún resultado favorable o negativo para la misma)

(100) .

Queda por tratar el tema de la iniciativa popular

en la presentación de las leyes. El reglamento del Congreso

no llegó a pensar en esta posibilidad; en este caso, se de­

bía entender que el tema era constitucional. El debate cons

tituyente mantiene un paralelismo con lo ya explicado para

el referéndum. El anteproyecto de Enero concedía la inicia­

tiva popular a 500.000 electores, estableciendo una serie

de límites a la misma. A ello se opuso la DCD solicitando

la supresión de esta posibilidad; por el contrario los seño

res Carro y Ortí Bordas pidieron que no se estableciera nin

gún tipo de límite a la iniciativa popular. La Comisión Cons

titucional votaría por unanimidad una enmienda "in voce" del

sr. Alzaga cuya esencia es la remisión a una ley orgánica

que, como mínimo, exigirá 500.000 firmas. La iniciativa po­

pular queda así teóricamente prevista; pero la necesidad

de una reglación por ley orgánica convierte por el momento

en meramente formal lo dispuesto en la Constitución. Por

otra parte, se excluyen de lainiciativa popular la reforma

constitucional, las leyes orgánicas, tributarias o de carác
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ter internacional y las relativas a materia de gracia.

Así se ha regulado la iniciativa legislativa en

la Constituci6n española (101). Pero esto es s610 un texto;

la práctica resulta en este caso tan importante como la de

claraci6n formal del derecho. Empezábamos este epígrafe di­

ciendo que en la actualidad los gobiernos exclusivizan la

iniciativa. La confirmaci6n de este dato dependerá, en Es­

paña, de las costumbres parlamentarias y del fraccionamiento

de los grupos políticos; pero la discusi6n de la legislatura

analizada hace pensar que éste es también el futuro para

nuestra Cámara. La admisi6n -real o te6rica- de la presenta

ci6n auton6mica o popular no tienen la trascendencia (102),

que asume la toma en consideración como posible mecanismo

de exclusi6n de la oposici6n en la presentaci6n de las leyes.

b) La elaboraci6n de la ley.

Desde la presentación de los proyectos de ley o la

toma en consideración de las proposiciones hasta el definiti

vo pronunciamiento de las Cámaras, trascurren diversos mome�

tos procesales articulados para permitir la deliberación

y la decisión acerca de los textos ilegales en examen. Se tra

ta de la fase contitutiva del procedimiento legislativo con

la que se termina la intervenci6n de las Cortes en su función

de creaci6n de las normas legales. Conceptualmente puede di�

tinguirse una fase de estudio y otra de decisi6n acerca de
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la norma por la que han de pasar tanto los proyectos gubern�

tivos, como las proposiciones parlamentarias.

La equivalencia en el iter legislativo entre pro­

yectos y proposiciones no es, sin embargo, absoluta. El go­

bierno goza de dos considerables prerrogativas que facilitan,

junto a la obligada admisi6n parlamentaria de sus proyectos,

la direcci6n del trabajo legislativo por el ejecutivo. En

primer lugar, el gobierno mantiene una primacfa temporal en

la discusión de sus proyectos, gracias �l arto 89,1 Consto

que concede prioridad a los proyectos de ley. La Constitu­

ci6n entiende que el impulso de los trabajos legislativos

corresponde al gobierno que está en condiciones de fijarse

un programa legislativo y debe llevarlo a cabo. Sin embargo,

resulta importante que constitucionalmente se haya estable­

cido que esta prioridad -a la que se califica como "debida"­

no impida el ejercicio de la iniciativa legislativa. En el

debate constituyent� el grupo comunista habfa solicitado

que no se hiciera ninguna referencia a la prioridad guber­

nativa; a lo que contestaría en nombre del resto de la pone�

cia el sr. Fraga, aclarando que el artículo no quería afir­

mar una cosa obvia -una prioridad del gobierno que en todas

partes acontece, según sus palabras-, sino, precisamente,

el matiz de garantfa de la deliberación de las proposicio­

nes (103).

Este arto 89 Consto declara un derecho del gobier­

no y de la oposici6n, cuyo desarrollo debe realizarse por
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medio de los reglamentos de las Cámaras. Así se había previ�

to antes de la aprobaci6n de la Constituci6n y el arto 54,3

del reglamento del Congreso disponía la reserva de la mitad

de la semana para los proyectos de ley y comunicaciones del

gobierno, si éste les daba carácter prioritario. No cinciden,

por tanto, exactamente los dos textos. La regulaci6n interna

de la Cámara, al establecer exclusivamente una preferencia

de los proyectos de ley, no comporta ninguna garantía de que

también se debatan las proposiciones parlamentarias. Ello no

impide pensar que tanto uno como otro artículo tenían la

misma finalidad de no coartar ni las posibilidades de actua

ci6n de la Cámara ni las del gobierno.

Por otra parte, el arto 89 Const da pie para pen­

sar en un desarrollo que va más allá de la mera fijación
del orden del día. Santamaría lo interpreta como una garan-

tía de que "la presentaci6n por un Gobierno de un proyecto

de ley no enerva las proposiciones de ley ya presentadas y

que versen sobre la misma materia, ni impide que se presenten

otras con posterioridad" (104). En otro sentido, más aleja­

do del texto, podría decirse que si la Constitución busca

garantizar que el derecho del Parlamento a discutir sus pro

posiciones de ley �o sea coartado, una actuaci6n constante

y regular del gobierno-mayoría de impedir por la toma en con

sideración que la iniciativa tuviera resultado debería ser

considerada atentatoria contra el espíritu constitucional.

No se nos esconde, empero, que una argumentaci6n en base al
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espíritu de la Constituci6n tiene muy poca fuerza jurídi­

ca; aunque sirva como argumento político en su caso. Inter­

pretaciones al margen, el arto 89, en primer lugar, afirma

la preferencia de la discusi6n de los proyectos de ley del

gobierno.

Por otros conductos, también se otorga una prima­

cía al gobierno durante el desarrollo del debate de la ley.

Según el arto 100 del Reglamento del Congreso,

"El gobierno no podrá retirar un dictamen emi­

tido sobre un proyecto debido a su iniciativa,

cuando sobre todos sus artículos haya recaído

acuerdo del Congreso.

El Diuptado o Grupo parlamentario autor de una

proposici6n de ley podrá retirarla antes de que

el Congreso la haya tomado en consideraci6n".

Por consiguiente, el gobierno está facultado para

retirar un proyecto en el caso de que las decisiones parla­

mentarias sobre el mismo no le satisfagan; mientras que los

parlamentarios proponentes o los grupos no pueden impedir

que sus proposiciones tomen un rumbo no satisfactorio. Nos

encontramos ante una consecuencia de la toma en consideraci6n

que agrava los efectos perjudiciales de la misma para los

grupos iminoritarios. Desde que la Cámara ha decidido ejer­

cer la iniciativa, la proposici6n no corresponde a sus fir­

mantes sino al 6rgano en su conjunto.
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El gobierno, pues, no tiene trabas ni para pre­

sentar los proyectos ni para retirarlos. Las minorías no

poseen legalmente ni iniciativa legislativa ni control de

sus proposiciones aceptadas. El ejecutivo goza de la prio

ridad del debate de sus textos. Por último, el Presidente

del Gobierno es competente para disolver las Cámaras, pa­

ralizando as! el proceso legislativo (105). De esta forma,

empiezan a diseñarse ciertas reglas jurídicas que aseguran

al gobierno la dirección del proceso de elaboración de las

leyes. Ahora, estudiaremos los trámites que cumplen por

igual los proyectos y las proposiciones de ley; pero no ha

brían de olvidarse estos elementos diferenciadores que otoE

gan preferencia a los proyectos del gobierno. y no se trata

exclusivamente de un tema procedimental. Nos encontramos

también ante un problema pol!tico: la tantas veces argumen­

tada imposibilidad de los parlamentos para preparar las le­

yes que exige la sociedad contemporánea, con el corolario

del predominio gubernamental en la materia, se acompaña

de reglas muy precisas que aseguran al gobierno su primacía

por si las Cortes intentaran desmentirla.

1. El procedimiento legislativo ordinario

Según los arts. 91 y 93 del Reglamento provisional

del Congreso, la Mesa ordenará la publicación de los proyectos

y proposiciones de ley en el Boletín Oficial de las Cortes

y los enviará a la Comisión que corresponda; para ello, ten­

drá que oir a los portavoces de los grupos parlamentarios,
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y, posteriormente, declarar unánimemente cuál sea esta Co­

misi6n. En defecto de dicho acuerdo unánime o sidos grupos

se opusieren, el asunto se resolverá por el Pleno, en fun­

ci6n de lo previsto en el arto 31,1 RpC. De hecho, la exis­

tencia de comisiones permanentes especializadas impide que

sean muchos los problemas que se planteen; sin embargo, ad�

más de la garantía que supone la posible remisi6n al Pleno,

es posible preveer la creaci6n de comisiones especiales o

conjuntas o fraccionar el proyecto entre varias comisiones.

Desde este momento, tres 6rganos van a intervenir

en la formaci6n de la ley: las ponencias, las comisiones y

el Pleno (106). Veremos ahora cuál es la funci6n que se

atribuye reglamentariamente a cada uno de ellos. Sin embar

go, la actual regulaci6n no coincide con el primer proyecto

de reglamento; por consiguiente, tendremos que distinguir

entre este proyecto y el texto definitivo para comprender

mejor el procedimiento que los diputados pretendían.

1.1. Proyecto elaborado por la ponencia de Regla­

mento del Congreso.

Remitido un proyecto o proposici6n de ley a una

Comisi6n permanente, ésta debía realizar una primera sesi6n

con un examen preliminar del texto en cuesti6n. Los diputa­

dos podían presentar enmiendas a la totalidad o al articula

do con la firma del portavoz del grupo correspondiente. Con
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cluido el examen preliminar, la Comisión podía nombrar una

ponencia con la finalidad de realizar un informe que reco­

giera las opiniones expresadas (107). Realizado este in­

forme, se desarrollaba el debate en el seno de la comisión,

con carácter secreto (108). Posteriormente, la Comisión

debía entragar a la Mesa del Congreso el dictamen y, en su

caso, los votos particulares de aquellos miembros de la co­

misión que disintieran de la mayoría y que recibieran el

apoyo expreso de un grupo parlamentario (109).

El debate en el Pleno se iniciaba con las enmien­

das a la totalidad, con un áximo de dos intervenciones a

favor y dos en contra, con un tiempo tasado de 30 minutos,

pudiendo intervenir los demás grupos para fijar su postura

sin exceder los 20 minutos. A continuación se discutían los

votos particulares, defendiendo su contenido uno de los fir

mantes que era contestado por uno de los miembros de la Co­

misión (110). Después de los votos particulares, se discutían

las enmiendas que habían de presentarse por un mínimo de

siete diputados, antes de comenzar la discusión del artículo

correspondiente (111).

Lo importante de este proyecto, a nuestro entender,

es el carácter secreto de los trabajos de la Comisión. De

esta forma, la comisión podía convertirse en el lugar de ne­

gociación de las enmiendas por los grupos parlamentarios (y,

en especial, por los miembros de la Comisión porque el pro­

yecto hace pensar que las enmiendas de todos los diputados
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se presentarían en la fase posterior); la ponencia podía

tener un carácter meramente técnico, preparatorio y el Ple

no ser el lugar del debate público, aunque no tanto corno

un contradictorio entre los grupos políticos sino entre el

enmendante y el conjunto de la comisión. Ello quedará radi

calmente modificado después del debate que se produjo en el

seno de la Comisión de Reglamento.

1.2. Reglamento provisional del Congreso.

El elemento que tras tueca todo el proyecto de la

ponencia es la aceptación del carácter público de las sesi�

nes de las comisiones permanentes. En efecto, la Comisión

de Reglamento dispuso que las sesiones de las Comisiones

se celebraran a puerta cerrada, pero pudiendo asistir a las

mismas los representantes de los medios de comunicación so­

cial. Evidentemente, aunque el público no tenga un acceso

directo a las comisiones, su carácter público se deriva de

los medios informativos auténticos difusores de los traba­

jos parlamentarios. Este carácter abierto había sido solici

tado por el PSOE -minoría de la ponencia- y sería ahora aceE,

tado por la uen y el grupo comunista sin que nadie plantea­

ra que el trabajo de la comisión es muy distinto si tiene

un carácter secreto o público; puesto que, en este último

caso, los acuerdos son más difíciles porque los partidos

han de conservar una imagen electoral.
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De esta manera, la comisi6n se convertía en el lu

gar, no del acuerdo, sino del auténtico debate entre los paE

tidos y, por ello, se daba entrada a las enmiendas de todos

los diputados; aunque, las de iniciativa individual, debían

llevar la firma del portavoz del grupo correspondiente, pu­

diéndose subsanar su ausencia antes del comienzo de la dis­

cusi6n en la comisi6n (112).

Este es un requisito que, en cuestiones parecidas,

hemos encontrado ya en otras ocasiones. En este caso, la Sra.

Calvet (GPC) y los Srs. De la Vallina (AP) , G6mez de las

Roces (Mx) y Díaz Fuentes (UCD) , solicitaron la retirada

de este requisito. A una pregunta planteada por el Sr. Tarn�

mes, la ponencia neg6 que esta firma fuera esencial para el

debate de la enmienda:

IIQueda bien claro -y queda corno interpretaci6n,

por lo menos, de la concepci6n de la ponencia­

que si un portavoz se negara a estampar su fir­

ma de enterado, esto no podría obstruir el dere

cho esencial de un Diputado de presentar su en­

mienda ... (El portavoz) lo que no puede hacer

es abusar de su firma para coartar un derecho

individual 11 (113).

por ello, la ponencia se avino a precisar que la firma era a

limeros efectos de conocimientoll y que el trámite sería sub­

sanable antes de la discusi6n en comisi6n. Pero con esta po-
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sici6n se llega al siguiente absurdo, que puso de manifies

to el Sr. De la Vallina:

"Dice la ponencia que aunque no se haya pre­

sentado la enmienda con la firma del portavoz

esa enmienda será publicada en la relaci6n

de enmendantes. Si, por otra parte, es a los

meros efectos del conocimiento del portavoz,

una vez publicada en esa relaci6n cabe pensar

que el portavoz ya tiene conocimiento de esa

enmienda" (114).

Estos argumentos no sirvieron para modificar la

exigencia de la firma, que aparece ahora recogida en el re­

glamento del Congreso. Se configura así una cierta mediati­

zaci6n de la enmienda como derecho individual por los gru­

pos parlamentarios, en la persona de sus portavoces.

Otro importante tema discutido fue la funci6n

de la ponencia de las comisiones. En el proyecto anterior­

mente citado, éstas tenían un carácter meramente técnico

porque la comisi6n trabajaba en secreto; ahora, con la p�

blicidad de los debates, la cuesti6n había de sufrir un

giro. En efecto, el Sr. de Lapuerta (AP) advirti6 crítica­

mente el papel que podían cumplir los ponentes y plante6

hasta d6nde alcanzaban sus facultades, alegando que, a

su juicio, estos debían ser meros "rapporteurs" pero que,

en la práctica, esto no sucedía así:
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"También en la Comisión de Economia y Hacienda

se ha autorizado a la ponencia, siempre que h�
biera unanimidad, a modificar el contenido del

proyecto del gobierno" (115).

Los señores Pérez Larca y Fajardo argumentaron que

esto se originaba en la situación de provisionalidad en la

que funcionaba la susodicha comisión al no existir, en aqu�

llos momentos, un reglamento del Congreso; pero precisaban

que, en el futuro,

"
... se trata de una ponencia, sea individual o

colectiva, cuya exclusiva misión es la de estu­

diar el informe, estudiar las enmiendas present�

das, presentar las alternativas y preparar el

debate y el trabajo de la Comisión sin ningún ti

po de facultades de alteración" (116).

En la práctica, esta no ha sido la tarea que han

realizado las ponencias, como consecuencia lógica de que pr�

viamente se hubiera aceptado cambiar el sentido de los tra­

bajos en la Comisión. La ponencia, durante la legislatura

estudiada, ha sido el instrumento de negociación y transac­

ción de los grupos parlamentarios, gracias a su carácter se­

creto. Así, una reducida minoría de parlamentarios ha parti­

cipado en las funciones de transacción que se producen en

torno a la elaboración de las leyes, siendo los demás diput�

dos meros votantes en vistas al electorado (117). Podrá es-
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tarse o no de acuerdo con las ventajas de que las comisio­

nes realicen su trabajo en privado; pero, en todo caso, ha­

brá que concluir que la adopci6n de la publicidad por el r�

glamento provisional ha reducido el número de los parlamen­

tarios intervinientes en la negociaci6n de las leyes, a la

vez que se confería una cierta rigidez al procedimiento le­

gislativo porque la funci6n de la comisi6n de debate resulta

dipulicada por la posterior intervenci6n del Pleno.

El sistema procedimental adoptado confiere, pues,

el dominio del proceso legislativo a las élites de los par­

tidos políticos. Estas fiscalizan las enmiendas en el seno

de sus grupos y llegan a los acuerdos pertinentes en las

ponencias; en las comisiones se produce el auténtico debate

parlamentario y la discusión en el Pleno puede convertirse

en una mera repetici6n formal. Así las cosas, quizás haya

de señalarse que no se prevee en el reglamento provisional

la composici6n de las ponencias, que pueden ser individua­

les o colectivas; el carácter político de su actuaci6n, en

la medida en que el sistema actual se mantenga podría acon­

sejar la proporcionalidad de las mismas.

1.3. La intervenci6n del Senado.

Aprobado un proyecto o una proposici6n de ley por

el Congreso, ésta debe ser estudiada por el Senado. La apro­

bación de la Constitución ha dado lugar a una simplificaci6
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de los trámites procedimentales de los textos legislativos

en la Cámara Alta. En efecto, el Senado, en virtud del arto

78,2 de su reglamento provisional podía acordar la devolu­

ci6n del proyecto o proposici6n al Congreso, su pase a la

comisi6n competente o su aprobaci6n definitiva con el voto

favorable de dos tercios de la Cámara. Esta primera decisi6n

de la Cámara, derivada de su carácter colegislador conferido

por la LRP, ha sido suprimida por unas normas provisionales

del Presidente del Senado, dictadas con la intenci6n de re­

coger las modificaciones intervenidas por la Constituci6n.

Por esta raz6n, recibido un proyecto o proposici6n

del Congreso, la Mesa del Senado ha de mandarlo a la comisi6n

legislativa competente y se abre un plazo de diez días para --
-

la presentaci6n de enmiendas. Las enmiendas pueden presentaE

se por los grupos parlamentarios o por los senadores, indiv!
dualmente y sin ningún control de los portavoces de sus g�

pos. posteriormente, se producen los oportunos debates en

ponencia, comisi6n y Pleno, sin que haya otra especificidad

que la brevedad de los plazos, obligada por la Constituci6n

que exige un pronunciamiento del Senado en dos meses.

Esta intervenci6n del Senado, sin embargo, resulta

prácticamente formal. Su intervenci6n puede ratificar el tex

to del Congreso, quedando así aprobado y debiendo trasmitir­

se al Monarca para su sanci6n y promulgaci6n. Pero, en caso

contrario, el proyecto o proposici6n vuelve a remitirse al

Congreso que puede ratificar por mayoría absoluta, en caso
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de veto, el texto inicial o por mayoría simple si transcu­

rrieren dos meses y pronunciarse, en cualquier momento,

por mayoría simple sobre las enmiendas. Naturalmente, esta

regulaci6n constitucional habrá de concretarse en una adaE
taci6n del reglamento del Congreso para realizar el debate

de la propuesta senatorial sin embargo, no es necesario re­

currir a la observaci6n de estas cuestiones procedimentales

para comprender la posici6n de absoluta marginaci6n del Se­

nado de la funci6n legislativa.

En efecto, por el simple transcurso de dos meses,

una mayoría simple del Congreso es suficiente para levantar

un veto del Senado y si, a favor de la ley en la forma que

hubiere tomado en el Congreso, existe una mayoría absoluta,

no es preciso ni tan s6lo dejar transcurrir este plazo. Si

se tiene en cuenta el número de leyes orgánicas previstas

en la Constituci6n y la exigencia de que éstas sean inicial­

mente aprobadas por mayoría absoluta en el Congreso, apare­

cerá además una categoría de leyes en la que todo veto está

previamente condenado al fracaso (118). Por otra parte, la

posibilidad de que por simple mayoría, el Congreso rechace

las enmiendas indica todavía con mayor claridad que se ha

querido que estuviera en manos del Congreso la auténtica

potestad legislativa de las Cortes.

La cuesti6n, por otra parte, está en que no ha

existido un auténtico�te constituyente acerca de la fun­

ci6n legislativa del Senado. Desde el primer borrador hasta
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el texto definitivo, la posición de la Cámara Alta ha si-

do secundaria; incluso, las enmiendas senatoriales en este

tema no consiguieron más que aumentar ligeramente el tiempo

que la Constituciónconcedía al Senado para modificar la

ley propuesta. Más aún, la definitiva marginación de la Cá

mara Alta se produjo en la Comisión Mixta Congreso-Senado,

que no era pública. Allí, se añadió la posibilidad que,

con sólo dejar pasar dos meses, el Congreso convirtiera en

ley un texto vetado por el Senado. El hecho de que en Esp�

ña no exista un procedimiento de "navette" o la tradicional

comisión mixta (119) (excepto, en los casos de reforma con�

titucional del arto 167) no puede, sin embargo, extrañarnos

porque ya hemos analizado la naturaleza del bicameralismo

en España. La Cámara Alta no pudo ser una Cámara de las au­

tonomías y tampoco po-día ser una Cámara con protagonismo

político, dadas las distorsiones que produce su sistema elec

toral y las reticencias de la izquierda a configurar un Sena

do en beneficio de intereses conservadores. Todo ello ha con

ducido a un Senado sin reales competencias de intervención

en el proceso autonómico, sin participación en el nombra­

miento del gobierno o en su caída, sin peso propio en la

función legislativa. Ello no quiere decir que el Senado no

cumpla en el futuro un rol político; la cristalización const�

tucional de este ente ambiguo permite pensar bien en su es­

pecialización funcional (120), bien en su conversión en un

cierto contrapeso al Congreso si en éste existiera una mayo­

ría distinta.
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2. La elaboraci6n de la ley orgánica.

Sobre la pauta general desarrollada en el epígra­

fe anterior las leyes orgánicas presentan alguna especific!
dad procedimental, además de que en las materias que éstas

regulan no pueda ejercerse la iniciativa popular. El arto

81,2 Const., exige su aprobaci6n, modificaci6n o derogaci6n

por mayoría absoluta del Congreso, en una votaci6n final

sobre el conjunto del proyecto.

Se trata de una prolongaci6n de los acuerdos con­

figuradores de la Constituci6n para impedir que el desarro­

llo constitucional -recuérdese que, en el primer borrador,

se las denominaba tlleyes constitucionales (121)- pueda rea­

lizarse de manera minoritaria. Para conseguirlo, se regulan

cuatro cuestiones. En primer lugar, como ya vimos, la impo­

sibilidad de su delegaci6n al gobierno, creando así una re­

serva material de ley. En segundo lugar, reservándose su

discusi6n al Pleno sin que puedan ser aprobadas por comi­

si6n. En tercer lugar, exigiendo una votaci6n final sobre

el conjunto de la ley, que no se halla prevista para las le

yes ordinarias y, en cuarto lugar, disponiendo que esta vo­

taci6n haya de obtener la mayoría absoluta. En la Constitu­

ci6n española, el gobierno puede ser de minoría; no así, la

especificaci6n del texto fundamental.

Esta aprobaci6n por mayoría absoluta inutiliza

cualquier posibilidad de veto del Senado, por lo que veíamos
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anteriormente. Por eso, en el Senado se intentó que las leyes

orgánicas referidas a los Estatutos de Autonomía requirieran,

para su definitiva aprobación, la mayoría absoluta del Sena­

do. Esta propuesta, defendida por Sánchez Agesta, consigui6

mayoría en la Cámara Alta; pero la Comisi6n Mixta Congreso­

Senado volvi6 a la formulación anterior y, por tanto; todas

las leyes orgánicas se rigen en el Senado por el mismo pro­

cedimiento y quorum que las ordinarias. Las especificidades

se producen, exclusivamente, en el Congreso en los términos

que acabamos de citar.

3. El procedimiento en Comisi6n.

Al estudiar la organizaci6n de las Cámaras, señala­

mos que las comisiones permanentes pueden tener plena capa­

cidad legislativa. Se trata, en estos casos, de la substitu­

ci6n del Pleno tanto en la deliberación como en la votaci6n

definitiva de los proyectos y proposiciones de ley. Sin em­

bargo, este procedimiento no puede afectar a las leyes de

reforma constitucional, internacionales, orgánicas, de bases

y de presupuestos del Estado.

La decisi6n de que se proceda a esta forma de le­

gislaci6n corresponde a la Mesa del Congreso; sin embargo, se

establece una garantía de remisi6n al procedimiento ordinario

puesto que, según el arto 75 Const., el Pleno puede recabar

en cualquier momento el debate y votaci6n del texto que estu-
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viere discutiéndose en la Comisión. Este redactado constitu­

cional parece conferir al Pleno mayores facultades al respe�

to que el reglamento provisional del Congreso; puesto que,

en éste, se prevee que, si en el plazo de tres días a partir

del acuerdo de proceder a la legislación descentralizada,

dos grupos parlamentarios o cincuenta diputados manifestaban

su disconformidad, el asunto sería resuelto por el Pleno.

Como hemos dicho, la Constitución permite que esta oposición

se manifieste en cualquier momento, lo que significa que no

está tanto en cuestión si el tema es o no importante -única

posibilidad de oposición en el reglamento- como si la com�

sión cumple un acertado trabajo, estando ya excluido cons­

titucionalmente que las leyes más relevantes sean afectadas

por este procedimiento.

También en este tema, el Senado resulta subordin�

do a las decisiones del Congreso; puesto que, según el arto

88 de las normas provisionales de adaptación del reglamento

del Senado, "los proyectos y proposiciones de ley aprobados

previamente por la Comisión competente del Congreso con pl�

nitud de poder legislativo pasarán a la Comisión correspon­

diente del Senado con los mismos efectos, salvo que el Pleno

de esta Cámara acuerde revocar la delegación".

La importancia de este procedimiento está por de­

mostrar en el desarrollo constitucional español. En Italia,

único país donde este sistema existía, su uso es frecuente

y sometido a fuertes críticas (122); en España, durante la
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primera legislatura, su utilizaci6n ha sido excepcional.

Esto contrasta con el acuerdo general de los grupos políti­

cos para permitir su aparici6n en los reglamentos provisio­

nales, primero y su constitucionalizaci6n después.

4. El procedimiento de urgencia.

Sobre la pauta del procedimiento legislativo ordi­

nario, los reglamentos provisionales del Congreso y del Se­

nado preveyeron la existencia del procedimiento de urgencia

que se caracteriza por la reducción de los plazos a la mitad.

Incluso puede hablarse de la existencia de otros dos pro­

cedimientos -de urgencia reforzada o lento- por la competen-

cia que tiene la Mesa del Congreso para modificar los plazos

y tiempos de las intervenciones. Pero el esquema de este pr�

cedimiento de urgencia deberá cambiarse tras la entrada en

vigor de la Constituci6n.

El reglamento provisional del Congreso confiere la

facultad de decidir acerca de la urgencia de los proyectos

o proposiciones de ley a la Mesa del Congreso, a iniciativa

del gobierno, de dos grupos parlamentarios o cincuenta dipu­

tados y con la posibilidad de que el Pleno se pronuncie de­

finitivamente si dos grupos o el anterior número de diputa­

dos se opusieren a ello. En cambio, en el arto 90,3 Consto se

concede al gobierno el derecho de declarar urgente un proye�

to de ley; sin que esta regla que disminuye la capacidad au-
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tonormativa del Parlamento se discutiera en ninguna instan

cia del debate constituyente.

A trav�s de este precepto constitucional, los efe�

tos de la declaraci6n de urgencia no se limitan, pues, excl�

sivamente, a reducir los plazos de discusi6n en el Congreso;

sino que abarcan un campo más amplio al afectar las relacio­

nes entre las dos Cámaras. La declaraci6n de urgencia, a ins

tancias del gobierno o del Congreso, limita a la mitad el

ya reducido plazo de que dispone el Senado para pronunciarse

acerca de los textos legales presentados por la Cámara baja.

5. Los procedimientos especiales.

Hasta ahora hemos estudiado diversos procedimien­

tos que se articulan en torno al procedimiento ordinario,

que es el modelo básico para entender el funcionamiento de

las Cámaras en el ejercicio de sus tareas legisladoras. Este

procedimiento ordinario puede tener determinadas modificacio

nes por el tipo de ley de que se trate; así, por ejemplo, la

exclusi6n de la iniciativa popular en materia de ley tributa

ria o el pronunciamiento previo de las C�aras antes de pro­

ceder a la elaboraci6n de una ley de armonizaci6n. En estos

supuestos, sin embargo, no se trata de modificaciones esen­

ciales del procedimiento ordinario. Nos corresponde ahora h�

cer un breve repaso de aquellos procedimientos que presentan

unas variaciones de tal relevancia que, difícilmente, pueden

encuadrarse en los esquemas del procedimiento ordinario.



461

5.1.Procedimiento de conversi6n del

decreto�ley en ley formal.

Ha sido ya tratado anteriormente; su principal

especificidad reside en la exclusi6n de la intervenci6n

del Senado y en la imposibilidad de modificar, mediante en­

miendas, el texto del gobierno. Su debate ha de realizarse

en el Pleno, por lo que se suprimen los trámites de ponencia

y comisi6n.

5.2. Procedimiento para la reforma constitucional.

Deben distinguirse dos tipos. Si se trata de una r� _

forma parcial que no afecte al Título preliminar, al Capítu-

lo Segundo, Secci6 1ª del Título I o al Título II, ha de ser

aprobado por mayoría de tres quintos de cada Cámara. La

inexistencia de acuerdo de las mismas provoca la creaci6n

de una comisión mixta paritaria, para presentar un texto a

votaci6n de una y otra Cámara. Si esta aprobaci6n no se lo­

grara, pero hubiera obtenido el voto favorable de la mayoría

absoluta del Senado, el Congreso puede aprobar por mayoría

de dos tercios la reforma. Esta reforma puede ser consultada

al electorado, mediante refer�ndum, si lo solicitaren una

décima parte de los diputados o los senadores.

Cualquier otra reforma que supere los límites an­

teriores exige una primera aprobaci6n del principio de revi-
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sión por mayoría de dos tercios de cada Cámara que habrá de

proceder, posteriormente, a su disolución. Las nuevas Cáma­

ras deberán aprobar la reforma también por mayoría de dos

tercios, tras de lo cual, se procederá a un referéndum.

Un análisis más pormenorizado de estos artículos

nos llevaría al tema de la reforma constitucional que no es

el que tratarnos en estas páginas. Bástenos indicar aquí

que la rigidez que suponen los quorums exigidos, las diso­

lucLQnes de las Cámaras y el recurso al referéndum configuran

un proceso legislativo de carácter especial que desvincula

a la ley de reforma de la mayoría legislativa. La reforma con�

titucional no es tanto una expresión de la potestad legisla­

tiva de las Cortes, corno la máxima forma de expresión de la

soberanía nacional que, en virtud del arto 2, reside en el

pueblo y, por consiguiente, en él directamente y en sus re­

presentantes; es decir, la mayoría y la minoría.

5.3. Procedimiento para la elaboración de los

Estatutos de Autonomía.

Nos referimos aquí no a aquellos trámites que se

realizan en las nacionalidades y regiones para acceder a la

autonomía y elaborar su Estatuto, como al "iter" de los mis­

mos en las Cortes. El terna es ligerámente abordado por la

Constitución, cuando establece una distinción entre los Es­

tatutos de régimen común que serán tramitados como ley, se-
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gún el arto 146 y los Estatutos de régimen especial en los

que opera la Comisión Constitucional del Congreso y una de­

legación de la Asamblea proponente. Se dibuja as! un tipo

muy especial de procedimiento legislativo, con notable tra�

cendencia incluso para la comprensión de la misma naturale­

za de los Estatutos; puesto que, como ha dicho González Casa

nova, puede entenderse que "el margen de discrecionalidad

de la Comisión Constitucional respecto a la aceptación de los

Estatutos es muy pequeño, por no decir nulo" y puede entendeE.

se que
"
... la redacción constitucional permite un margen

indeterminado de discrecionalidad. La frase "determinar de

común acuerdo su formulación definitiva" sugiere la idea pac­

tista y el carácter no definitivo del proyecto estatutario"

( 123) .

La resolución procedimental de estas cuestiones sus

citadas por el arto 151 no se produjo en la legislatura estu­

diada, sino en la posterior; por este motivo, nos remitimos

a los anexos en los que analizamos la función de la Comisión

Constitucional del Congreso en la elaboración de los Estatutos

de Autonom!a.

5.4. El procedimiento presupuestario.

Regulado por el arto 134 Const., el procedimiento

para la elaboración de la ley presupuestaria (124) no desmie�

te el "iter" general de los proyectos de ley, puesto que ha
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de ser discutida en comisi6n y en Pleno y en las dos Cáma­

ras. Sus particularidades, por consiguiente, han de buscar

se en las intervenciones de las partes que participan en

el proceso.

Una primera peculiaridad de la elaboraci6n de los

presupuestos se refiere a la iniciativa de los mismos, que

corresponde en exclusiva al gobierno, encontrándose éste,

en virtud de lo dispuesto constitucionalmente, en la obli­

gaci6n de presentar el proyecto de ley anualmente y, como

mínimo, tres meses antes de la expiraci6n de los anterio­

res presupuestos. Se trata, pues, de una iniciativa vincu­

lada que tiene por objeto permitir un cierto tiempo de deba

te a las Cámaras (125), antes de que opere automáticamente

una pr6rroga de los presupuestos vigentes. Conviene advertir

que la fecha fijada para la entrada en la Cámara de los pre­

supuestos se aparta ligeramente de la previsi6n que se hacía

en el reglamento provisional del Congreso, arto 106, donde

se disponía que los presupuestos debían estar en poder del

Congreso antes del 15 de octubre. Esta última fecha no se

correspondía con la voluntad común de fijarla en el 1Q de

octubre; pero como la ley general presupuestaria hacía men­

ci6n del 15 de este mes, se entendi6 que la disposici6n re­

glamentaria no hubiera tenido fuerza vinculante (126).

El carácter anual que tiene la ley presupuesta­

ria, comporta unos requisitos procedimentales para agilizar

la aprobaci6n de la ley; el fijar una fecha de entrada para
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el proyecto se acompaña por la prioridad absoluta en el d�

bate que se le otorga en el arto 106,2 RpC, y por la pr6rr�

ga automática que hemos citado que opera como elemento de

presi6n para un rápido debate. Sobre este proceso hay que

tener en cuenta que puede reducir prácticamente a nada las

posibilidades de intervenci6n del Senado si se quiere apro­

bar la ley antes de la pr6rroga de la anterior. En efecto,

si el gobierno entrega la ley en el límite de su plazo, no

parece que tres meses sean suficie��es para desarrollar un

completo debate en el Congreso y en el Senado, por lo que es

previsible que este deba actuar cuando el presupuesto ante­

rior se halle prorrogado.

La principal particularidad del debate de la ley

presupuestaria no se halla, sin embargo, en las exigencias

que comporta el reducido período de vigencia de la ley y

la consecuente necesidad de aprobar la correspondiente al

siguiente ejercicio, sino en las limitaciones al derecho de

enmienda de la oposici6n. Dado que el gobierno dirige la vi

da econ6mica de la naci6n, �ste presenta el presupuesto que

mantiene un determinado equilibrio interno; �sta correspo�

dencia interna de los elementos presupuestarios puede ser

rota mediante las enmiendas; por ello, se han intentado di­

versos m�todos para impedir que la oposici6n altere la nat�

raleza del presupuesto, mediante sus enmiendas; es decir, se

ha racionalizado asimismo el debate presupuestario.

La regulaci6n española al respecto no resulta muy
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clara. El arto 134 Const., dedica sus cuatro primeros

párrafos a la ley de presupuestos, el quinto a otros pro­

yectos del gobierno que por suponer aumento del gasto pú­

blico o disminuci6n de los ingresos puedan suponer un de­

sequilibrio en el ejercicio presupuestario; el sexto -que

es el que nos interesa ahora- a las proposiciones o enmie�

das que puedan afectar a este equilibrio, sin especificar

si estas enmiendas son también las referidas al presupue�

to; el séptimo habla de nuevo de la ley presupuestaria. El

artículo presenta, pues, dos géneros de problemas conexos

por su incidencia en los presupuestos del Estado, pero dos

situaciones distintas: el mismo presupuesto o las interven

ciones exteriores que lo afecten.

En este contexto "asistemático", el apartado sex

to del arto 134 dice:

"Toda proposici6n o enmienda que suponga aumen

to de los créditos o diminuci6n de los ingresos

presupuestarios requerirá la conformidad del

gobierno para su tramitaci6n".

Esta redacci6n es la repetici6n literal de una en­

mienda presnetada por el profesor Fuentes Quintana que sería

aprobada por la práctica unanimidad en el Senado. En la en­

mienda se argumentaba que esta conformidad debía actuar tam

bién para las enmiendas que se produjeran en el debate pres�

puestario y no s610, para enmiendas a otros proyectos y pro-
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posiciones de ley; para aclarar convenientemente esta in­

tenci6n, el señor Fuentes Quintana proponía también que el

actual párrafo sexto se convirtiera en segundo, con lo que

hubiera quedado incorporado directamente al tema presupue�

tario. La Constituci6n no recogi6 esta sistemática y el ar

tículo presenta la ordenaci6n que hemos citado.

Así las cosas, Pérez Jiménez ha defendido que la

autorizaci6n del gobierno para la tramitaci6n de las enmien

das dirigidas a los presupuestos se halla constitucionaliz�

da: "
... nada hay en la Constituci6n que impida aplicar el

consentimiento guber-amental a las enmiendas que aumenten

los créditos o minoren los ingresos que figuran en el proye�

to de presupuestos remitidos por el Gobierno a las Cortes.

La tramitaci6n de la ley de presupuestos no tiene ninguna

especialidad en este punto. Nadie podrá poner en duda, por

otra parte, que la l6gica de la limitaci6n del derecho de

enmienda implicando aumento de gastos o disminuci6n de in­

gresos tiene su máximo relieve con ocasión de la ley de pr�

supuestos" (127). Este autor, sin embargo, tras realizar

una brillante exégesis del precepto, acaba por afirmar que

"es muy difícil, por no decir imposible que, esta interpre­

taci6n vaya a predominar entre nosotros en el futuro" (128).

Por consiguiente, otras son las interpretaciones

posibles. Así, Cazorla lo ha resuelto por la vía de la prá�

tica al considerar que, como en los presupuestos aprobados

traslaConstituci6n la autorizaci6n del gobierno no ha sido

necesaria para el debate de la enmienda, se ha creado una
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costumbre constitucional (129). Por nuestra parte, apunta­

ríamos que la interpretación de Pérez Jiménez puede conducir

a un absurdo pue�to que si el gobierno está capacitado para

denegar el debate de las enmiendas, no hay razón para que no

las deniegue todas, en base a que cualquiera de ellas romp�

ría el equilibrio presupuestario. En el argumento de este

autor no existe nada que impida que se produzca una situa­

ci6n corno la descrita y, por consiguiente, su razonamiento

provoca un vaciamiento constitucional porque el arto 134 con

fiere a las Cortes el "examen, enmienda y aprobaci6n" de

los presupuestos.

En el fondo, no nos parece que nos encontremos -y

ya no hablamos de esta interpretaci6n- ante el mero problema

de entender el correcto sentido de la Constitución; sino

que, por la trascendencia política del presupuesto (130),

en el que se relacionan gobierno, mayoría y oposici6n, exis­

te un problema estrictamente político en el que la compren­

sión de la norma y la creación de la misma tienden a confi­

gurar un determinado resultado. En nuestra interpretaci6n del

artículo, no se precisa la conformidad gubernamental para

presentar enmiendas a la ley del presupuesto; pero esto no

es lo que nos interesa poner de manifiesto. Lo que resulta

importante para nuestro prop6sito es evidenciar que existen,

que se quieren mejor, dos posiciones sobre el tema de las en­

miendas a la ley presupuestaria. Si ahora el problema se

plantea a través de las interpretaciones, en la legislatura

constituyente la misma cuesti6n apareció en el momento de
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elaborar las normas que regirían al Parlamento.

En efecto, el debate que nosocupaba doctrinalmente

se produjo, realmente, en el Congreso. La enmienda de Fuen­

tes Quintana se aprob6 en el Pleno del Senado prácticamente

por unanimidad; sin embargo, unos meses antes el tema provo­

c6 una polémica entre los partidos, cuyo resultado se con­

cret6 en el reglamento provisional del Congreso que muestra,

por el momento, el funcionamiento real de la Cámara en orden

a las enmiendas presupuestarias.

Al elaborarse el reglamento del Congreso, la may�

ría de la ponencia, es decir, la UCD, impuso en el antepro­

yecto un criterio muy restrictivo para las posibilidades de

intervención del Parlamento en el control de los gastos y

los ingresos públicos. Tres eran los elementos que caracte­

rizaban la voluntad de impedir la proliferaci6n de las en-

m iendas y sus efectos: un amplio número de firmas para su

presentaci6n, la exigencia de que se compensaran en el inte­

rior del capítulo a que se refirieran y una mayoría cualifi

cada para su aprobación. En cuanto el dictamen y los votos

particulares quedaban prácticamente inutilizados. Todo ello,

a tenor del siguiente texto:

"Ni el dictamen ni los votos particulares en m�

teria de presupuestos podrán entrañar, dentro

de cada sección ni capítulo, aumento de gastos

o disminuci6n de ingresos.

Las enmiendas que se presenten al dictamen de



470

presupuestos no podrán tampoco implicar tales

aumentos o minoraciones, si no van autorizadas

con la firma de la d�cima parte de los Diputa­

dos que integren la Cámara. Su aprobaci6n requ�

rirá el voto favorable de la mayoría absoluta

del Congreso" (131).

Como se ve, el sistema propuesto por la UCD no es

idéntico al que algunos encuentran -entre ellos el gobierno

en los presupuestos posteriores a 1978- en la Constituci6n;

pero, en realidad, la finalidad es id�ntica: limitar la cap�

cidad de incidencia del Parlamento en la aprobaci6n presu­

puestaria. Una enmienda en el interior de un capítulo práct�
camente no es una enmienda; si además se dificulta que la

presenten los grupos que no llegan a 35 diputados, menos en­

miendas; si, así y todo, hay que aprobarlas por mayoría ab­

soluta, no hay aprobaci6n (casi se podría hablar de las en­

miendas presupuestarias "constructivas"). No extrañará, por

consiguiente, que socialistas y comunistas pretendieran una

regulaci6n muy distinta:

"Las enmiendas al proyecto de ley de presupues­

tos que supongan aumento de cr�dito en algún con

cepto, únicamente podrán ser admitidas a trámite

si, además de cumplir los requisitos generales,

en la propia enmienda se propone una baja de

igual cuantía en otro concepto del presupuesto"

(132).
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Para la oposici6n de izquierda, ninguna referencia

a la mayoría absoluta y, simplemente, el reconocimiento de

un equilibrio presupuestario general. Las posiciones eran

biendstantes y el grupo centrista empez6 a ceder renuncian­

do al criterio de aprobaci6n por mayoría absoluta, aunque,

en palabras del Sr. Benzo Mestre, se mantenía en su voluntad

de que la compensación debía producirse en el interior de

cada capítulo. Posteriormente, se logró el compromiso al

renunciar la ucn al equilibrio interno por capítulos y a la

izquierda al prespuestario, para encontrar un punto medio en

la sección:

"Las enmiendas al proyecto de ley de presupuestos

que supongan aumento de crédito en algún concepto,

únicamente podrán ser admitidas a trámite si, además

de cumplir los requisitos generales, en la propia

enmienda se propone una baja de igual cuantía en

otro concepto de la misma sección" (133).

Quizás con todo lo dicho se haya perdido el hilo del

procedimiento presupuestario que habíamos empezado a explicar

anteriormente; pero una cierta ambigüedad constitucional nos

ha obligado a realizar esta disgresi6n. Resumamos, pues, el

previsto entre la Constitución y el reglamento provisional de

las Cámaras: el gobierno debe presentar el proyecto presu­

puestario tres meses antes del ejercicio anterior, teniendo

su tramitación absoluta preferencia. El debate se realiza con

normalidad en Comisión y en Pleno, tanto de una corno de otra

..
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Cámara y rigiendo para ello el procedimiento legislativo

ordinario. Las enmiendas que comporten aumento de crédito

no serán admitidas a trámite si, comportando un aue1tno

de crédito, no preveyeran una baja de igual cuantía en la

misma secci6n (art. 107,2 RpC) y, si suponen disminuci6n

de ingresos, requerirán la conformidad del gobierno para

que se dé curso a su debate (art. 107,3 y 108,2 RpC). En

todo caso, si el presupuesto no es aprobado antes de que

caducara el del año anterior, se prorrogará la vigencia

de este último.

Hasta aquí lo que se refiere al procedimiento

de elaboración presupuestaria, en el que el gobierno goza

de determinadas prerrogativas en orden a mantener global­

mente la política econ6mica que haya diseñado (de tal for

ma que, la aprobación de una enmienda a la totalidad del

proyecto presupuestario o a la totalidad de alguna secci6n

considerada significativa conduciría a una crisis ministe­

rial puesto que tendría sentido de pérdida de la confianza

parlamentaria). y estas prerrogativas aumentan posterior­

mente y con ello nos situamos fuera del presupuesto y de su

procedimiento de aprobaci6n, una vez éste ha sido aceptado

por las Cámaras: la influencia del presupuesto aprobado se

extiende al conjunto de la legislaci6n futura, tal como de­

termina el arto 134,6 que impide que en el Parlamento se pre

senten proposiciones de ley o enmiendas que supongan aumento

de los créditos o disminuci6n de los ingresos del presupues­

to, sin la previa autorizaci6n del gobierno.
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Esta limitaci6n a la iniciativa legislativa financi�

ra supone un importante medio en manos del gobierno para ex­

trangular la iniciativa legislativa de laoposici6n y, si falta

hiciere, de la misma mayoría. El redactado actual de la Consti

tuci6n, que no implica ningún límite para el pronunciamiento

del gobierno, puede causar numerosos problemas; especialmente,

por la dificultad de determinar, en ciertos casos, si la prop�

sici6n de ley o la enmienda pertinente provoca o no un aumento

de crédito o disminuci6n de los ingresos estatales. Por ello,

quizás hubiere convenido una precisi6n más estricta del conte­

nido de este derecho del ejecutivo y la posibilidad de oponer­

se al mismo de alguna forma (recurso al Pleno, pronunciamiento

de la Comisi6n Presupuestaria, etc.). No insistiremos más en

este punto porque en la legislatura de 1977 no hubo ocasi6n de

que se manifestara una práctica referente a esta autorizaci6n

gubernativa.

Digamos tan s6lo para acabar, que esta regulaci6n

constitucional no goz6, en principio, del acuerdo de socia­

listas y comunistas para quienes el único límite de las pr�

posiciones de ley (las enmiendas no se citaban) debía ser

que indicaran los medios de compensaci6n oportunos. Parece

extraño que, en este tema, la radical divergencia entre la

posici6n mayoritaria y la minoritaria no encontrara un pun­

to de compromiso, parecido al del arto 108,2 del reglamento

del Congreso; artículo que, con la entrada en vigor de la

ConstituciOn, hay que entender que ha quedado derrogado. Así
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pues, el gobierno puede denegar libremente la tramitaci6n

de cualquier proposici6n de ley o enmienda, mediante la d�

claraci6n de que alteraría el equilibrio presupuestario.

El margen para la iniciativa legislativa del Parlamento su

fre, pues, una importante limitaci6n material.



475

NOTAS AL CAPITULO IV

(1) LEIBHOLZ, G., "La función controladora del Parlamento

en las democracias de partidos del siglo XX", Revista

del Instituto de Ciencias Sociales, nQ 6, 1965, p. 11.

(2) BARCELLONA, P. y COTTURRI, G., han explicado que "la

funci6n de ordenar ... que en los orígenes del Estado

burgués moderno fue una funci6n separada y centrali­

zada, se ve alcanzada hoy por un proceso de "sociali­

zaci6n", proceso que de momento se halla en sus ini­

cios pero que puede ser considerado relevante". Vide

El Estado y los Juristas, Fontanella, Barcelona 1976,

p. 47.

(3) Artículo 16 de la Declaración de Derechos del Hombre

y del Ciudadano, 26 agosto 1978.

(4) Unidad que, precisamente, tenía el reglmen inglés tras

la Gloriosa Revolución y que Montesquieu no apreciaría
en sus justas dimensiones, al elevar a principio mecá­

nico la separación de poderes, que eran el resultado

de un momento histórico en el país que le había servi­

do de modelo. Vide, entre otros, MACPHERSON, C.B., La

teoría política del individualismo posesivo; HILL, C.,

El siglo de la Revoluci6n; ALTHUSSER, L., Montesquieu:
la política y la historia; SOBOUL, A., La Revolución

francesa; SABINE, G.H., Historia de la teoría política

y GOMEZ ARBOLEYA, E., Historia de la estructura y del

pensamiento social, sin pretender, ni mucho menos, ag�
tar el tema.
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(5) LOEWENSTEIN, K., Teoría de la Constituci6n, p. 54 Y ss.

(6) Nos referirnos, claro está, a las teorías funcionalistas

que combaten el enfoque constitucionalista¡ por ejemplo

BERGERON, G., Fonctionnement de l'Etat, A. Colin, París,

1965, p. 192 Y ss.

(7) Corno dice BISCARETTI, "La clasificaci6n enunciada prese!!.
ta valor universal: en cuanto también en un Estado de Go

bierno absoluto, en donde todas las funciones estatales

corresponden al único 6rgano constitucional, sin embargo,
se podrán diferenciar siempre conceptualmente, en orden

a su contenido material, de la manera ya indicada", en De­

recho Constitucional, p. 216.

(8) BISCARETTI, P., op. cit., p. 213-222.

(9) HAURIOU, A., Derecho Constitucional e Instituciones po­

líticas, p. 268, nota 26.

(10) BISCARETTI, P., op. cit., p. 219.

(11) PREDIERI, A., "El sistema de las fuentes del Derecho", p.

164.

(12) Enmiendas nQ 282 de Socialistes de Catalunya, y nQ 408

de Socialistas del Congreso.

(13) La distinci6n que efectúa el arto 82 Consto entre la

ley de bases y la ley ordinaria no supone, en absoluto,

que la ley de bases pueda considerarse orgánica; puesto

que, corno ha señalado GARRIDO FALLA, F., eL mismo artí­

culo prohibe la delegaci6n en materias orgánicas. Vide

Comentarios a la Constituci6n, pp. 865 y 866.
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(14) GARRIDO FALLA, F., en op. cit., p. 867 considera que

no es correcta la expresi6n "subdelegaci6n".

(15) Lo que supone la impugnaci6n en vía contencioso-admi­

nistrativa. Vide también GARRIDO FALLA, F., op. cit.,

p. 866.

(16) AJA, E., ha apuntado que podrían establecerse comisio­

nes de seguimiento para controlar el cumplimiento de

las mociones y resoluciones parlamentarias; con mayor

motivo, pensamos nosotros, habrían de establecerse es­

tas comisiones en los casos de delegaci6n o encomendar

de manera expresa, que la comisi6n competente en el

tema ejerciera esta vigilancia. Vide de este autor

"Consideraciones sobre las comisiones parlamentarias",

p. 136.

(17) Las llamamos "comisiones extraparlamentarias", por su

composici6n, no por su origen. Así, por ejemplo, las

denominadas "comisiones parlamentarias administrativas"

belgas cuyos miembros son designados por el Parlamento,

sin tener que ser diputados, para seguir el cumplimien­
to de una ley. Vide DE CROO, H.F., "Le Parlement beIge,

pouvoir de contrOle et de législation". Estas comisio­

nes extraparlamentarias se sitúan en la línea del Par­

lamento imaginado por KELSEN, H., en Esencia y valor de

la democracia, pp. 70 Y 71, cuando propugnaba que el ca­

rácter de diputado no debía establecerse en favor de peE
sonas concretas, sino como puestos asignados a los par­

tidos para que los proveyeran en funci6n de las circun­

tancias.

(18) SALAS, J., Los Decretos-leyes en la Constituci6n española

de 1 9 78, p. 1 8 .
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(19) PALADIN, L., "In tema di decreti-legge" , Rivista tri­

mestrale di Diritto Pubblico, nQ 3, 1958, pp. 537 Y 538.

(20) SALAS, J., op. cit., p. 91: "La utilizaci6n de la voz

convalidaci6n no es, pues, técnicamente correcta y s6lo

se explica, seguramente, por la conexi6n con el plante�
miento anglosaj6n -coincidente con un sector minorita­

rio de la doctrina italiana- según el cual, el Gobierno

al dictar un Decre�-ley, actúa ileg1timamente y queda,

por ello, sujeto a la responsabilidad ante el Parlamen­

to, que puede, no obstante, eximirle de ella a través

del correspondiente "bill of indemnity".

(21) El arto presenta el problema de qué deba entenderse por

instituciones básicas del Estado y derecho electoral g�
neral. Vide al respecto, SALAS, J., op. cit., pp. 45-61.

(22) SALAS, J. recoge acríticamente la versi6n de la ponen­

cia por la que parece que la supresión de la referencia

a las Cortes y su substituci6n por el Congreso de los

Diputados se deberían a una enmienda de la UCD (op. cit.

p. 21). En realidad, ninguna enmienda plante6 esta po­
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cialistas del Congreso, 697 del Grupo Parlamentario

Comunista y 779 de la Unión de Centro Democrático admi­

ten, explícitamente, la intervenci6n de las Cortes Ge­

nerales. Cabe deducir, por tanto, que la modificación

se produjo en el seno de la ponencia, con reticencias

de la UCD, como mínimo, al llegar a debatirse esta cues

ti6n en el Senado. Todo ello coincide con las tomas de

posici6n habituales de los grupos respecto a la defini­

tiva configuración del Senado.

( 23 ) SALAS, J., op. c it., pp. 1 09, 1 4 1 Y s s .
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se ha quejado de la "total inanidad" de todas las ten­

tativas te6ricas para regular la acci6n del gobierno,
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Constit�zionale scritti in onore di Constantino Mor­
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voir. p. 87.
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33. Una aplicación al caso español en GERPE LANDIN, M.,

"Las Comunidades Autónomas en la Constituci6n española
de 1978", Revista Jurídica de Cataluña, nQ 2, 1979, p.

68.
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tado y la Administración Pública en la nueva Constitu­
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(27) MU�OZ MACHADO, S., Las potestades legislativas de las

Comunidades Autónomas, Civitas, Madrid, 1979, pp. 62 Y
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de Catalunya", y TORNOS, J., "Les competencies de la Ge

neralitat a l'Estatut de Catalunyan, en Lectures de

l'Estatut d'Autonomia de Catalunya, Taula de canvi,

Barcelona, 1980, pp. 112-156 Y 17-39, respectivamente,

con la bibliografía allí citada.
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, p. 502.

( 3 O ) GERPE, M.,
11art . c it . ", p. 3 1 2 Y 3 1 3 •
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liLas potestades normativas. Sistemas de relaci6n y de

reconducci6n a la unidad", multicopiado, p. 24 y ss.

(35) Las medidas del arto 155 son de tipo ejecutivo y no le­

gislativo. Vide MU�OZ MACHADO, S., liLas potestades legi�
lativas ..• ", p. 87.

(36) APARICIO PEREZ, M.A., IIInterrelaciones entre las Cortes

y el Parlament de Catalunyall, en Jornades sobre l'Esta­

tut d'Autonomia de Catalunya, Académia de Jurisprud�n­
cia y legislaci6 de Catalunya •.. , Barcelona, 1980, pp.

317-326.
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constitucionales según MORTATI , C., Instituzioni di

Diritto Pubblico, vol. I, p. 212 Y ss.
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(38) MANZELLA, A., "Las Cortes ... ", p. 507.
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española de 1978, p. 289.
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mento francés ha ido ampliando el ámbito de sus compe­

tencias. Vide, para esta evolución, QUERMONNE, J.L., Le

gouvernement de la France sous la V République, Dalloz,
París, 1 980, p. 350 Y s s •

(41) AVRIL, P., Le Régime politique de la V République, p.

15 Y ss.

(42) Enmiendas, nQ 2, 35, 72 Y 779 Y 691.

(43) Enmiendas, nQ 517, 629 Y 697.

(44) Dictamen de la Ponencia. BOC, nQ 82.
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titucional español, p. 90.

(46) JIMENEZ DE PARGA, M., Los regímenes políticos contempo­

ráneos, p. 211.

(47) Desaparecida la reserva reglamentaria de la Constituci6n

española, no tienen ya sentido las críticas que ARAGON,
M. realizaba a esta instituci6n, causante de "incongrue�
cia con la forma de Estado •.. incongruencia con la forma

de gobierno ... desnaturalizaci6n del control jurídico .•.

vulneraci6n de la jerarquía normativa ... existencia de
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tradici6n jurídica". Vide "La reserva reglamentaria en
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el proyecto constitucional y su incidencia en las

relaciones Parlamento-Gobierno", RAMlREZ, M. (ed.),
El Control parlamentario ... , p. 303 Y ss.

(48) (Si no hay referéndum) "
... hace falta abandonar el

terreno sobre el que se ha edificado el parlamentaris
mo francés y volver al concepto de autoritarismo se­
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ejerce su poder, no por representaci6n privilegiada
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este caso, la elecci6n sería un simple procedimiento
de designaci6n y) "
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de un Parlamento que no tendría sus poderes más que de

una concesi6n constitucional, el Parlamentarismo abso-

luto del Derecho actual", CARRE DE MALBERG, R., "Con­

sidérations théoriques sur la question de la combinai­

son du referendum avec le parlamentarisme" , p. 238.

( 4 9 ) lb id., p. 22 9 •

(50) CRUZ VILLALON, P., "El referéndum consultivo como mode­

lo de racionalizaci6n constitucional", REP, nQ 13,
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yectos constitucionales: LINDE PANIAGUA, E. Y HERRERO

LERA, M" "El Referéndum: de las Leyes Fundamentales

al Anteproyecto de Constituci6n", �, nQ 2, 1978; Y

AGUIAR DE LUQUE, L., "Referéndum y régimen parlamenta­
rio en la democracia de masas: sus posibilidades de co�

patibilizaci6n", El Control parlamentario .•. HERRERO

y LINDE se han ocupado también de la Ley Orgánica del

Referéndum en la Revista del Departamento de Derecho

Político de la UNED, nQ 6, 1980, pp. 83-105, y se ha­

lla en curso de publicaci6n un trabajo de AJA, E. sobre

el tema.
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(51 ) FRAGA IRIBARNE, M. r BOC, nQ 81, 6 junio 1978.
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(57) SOLE TURA, J. , Ibid.

(58) PECES-BARBA MARTINEZ, G. , Ibid.

(59) MANZELLA, A. , "Il sistema parlamentare nel progetto -
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tive per la Riforma dello Stato, "Per la modifica del

referendum abrogativo", Materiali e documenti, 1979.

p. 5 Y ss.
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... el referéndum, como procedi­
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sistemall, en "La iniciativa popular y el referéndum",
El País, 14 junio 1978.

(63) SANTAMARIA OSSORIO, J., "La iniciativa popular ... ".

(64) Senadores GAMBOA, M. y OSORIO, A., DSS, 5 septiembre de
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(65) En la teminología de MORTATI, C., op. cit., p. 212 Y ss.

Y BISCARETTI, P., op. cit., p. 338.

(66) Para GARRIDO FALLA, F. constituye un grave error el haber

diferenciado entre sanción y promulgación cuando, en ri­

gor, han de identificarse. Vide op. cit., p. 926 Y ss.

(67) Para el estudio comparado de los Tribunales Constitucio­

nales, vide JOVER, P. El control de la constitucionali­

dad de las leyes en la Segunda República Española, vol.

I, multicopiado, Barcelona, 1975. Vide también la Revis­

ta de Estudios Políticos, nQ 7, 1979, número monográfi­
co dedicado al tema de las garantías constitucionales,
con amplia bibliografía.
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titution" , ROPSP, vol. XLV, 1928, p. 225.

(69) La crítica al Tribunal Constitucional por su carácter

político procede de SCHMITT, K., en La Defensa de la

Constituci6n. p. 33.

(70) SOLE TURA, J., en respuesta a la petici6n de legitima­
ci6n activa de diez mil electores realizada por L. DE

LA FUENTE. OSCO, nQ 92, 19 junio 1978.

(71) Enmiendas nQ 63 y 190 respectivamente.

(72) Enmienda nQ 697.

(73) Enmiendas nQ 64 y 682.

(74) Enmienda nQ 684.

(75) Enmienda nQ 35. Durante el debate se elevaría la cifra

a 25.000.

(76) OSCO, nQ 92, 19 junio 1978. Intervenci6n de ESPERABE

DE ARTEAGA, J.

(77) Esta modificaci6n no ha sido señalada en las obras ci­

tadas que recogen la evoluci6n de los textos constitu­

cionales.

(78) MANZELLA, A., "Las Cortes ... If, p. 520: "Yen esta tute­

la tan acentuada de las minorías parlamentarias, el

Tribunal Constitucional termina por convertirse, de he­

cho, en un instrumento del Parlamento".
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(79) PREDIERI, A., "El sistema ... ", p. 93.

(80) Sobre las materias reservadas a la ley, vide SERRANO, A.,

"El principio de legalidad", �, nQ 20, 1979, p. 89 Y

GARRORENA, A., El lugar de la ley en la Constituci6n

española, p. 61 Y ss.

(81) LIBERTINI, L., Quale Parlamento?, Einaudi, Torino, 1977,

p. 53.

(82) Sobre las clases de normas producidas por las Cortes, vi

de GONZALEZ CASANOVA, J.A., Teoría del Estado y Derecho

Constitucional, p. 499 Y ss. Y SANCHEZ AGESTA, L., �

cit., p. 297 Y ss.

(83) "La iniciativa legislativa ha de ser examinada no s610

como fase del procedimiento de formaci6n de la ley, sino- -

también y en primer lugar, bajo un perfil subjetivo;
esto es, como poder cuya titularidad y naturaleza se re­

flejan de manera inmediata en la configuraci6n de las

relaciones entre los órganos implicados", SPAGNA, E.,

L'iniziativa nella formazione delle legi italiane, Eu­

genio Jovene, Napoli, 1958, p. 8.

(84) Naturalmente, nos referimos a aquellos países en donde

materialmente se distingue entre presentaci6n e inicia­

tiva, como el nuestro. Otros, Italia, Bélgica, etc.,
hacen coincidir una y otra cuestión que resultan dife­

renciables, de todas formas, teóri amente. Sobre las

modalidades del derecho de iniciativa, vide Union Inter

parlementaire, Les Parlements dans le Monde� pp.

534-558.

(85) BISCARETTI, P., op. cit., p. 389.
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(86) La vinculaci6n entre derecho de iniciativa y soberanía

ha sido puesta de mani�to por TOSI, S., Diritto Par­

lamentare, p. 243 Y ss.

(87) COLLIARD, J.C., en Los regímenes parlamentarios con­

temporáneos, p. 298, ofrece los siguientes datos acer­

ca de la iniciativa gubernamental: Holanda 99%, Dina­

marca 98%, Gran Bretaña y Noruega 90%, Vª República
francesa 87%, Austria 85%, Bélgica 83%, RFA 76%, IVª

República francesa 70% e Italia 60%. Como este autor

advierte, la diferencia en las cifras no se correspon­

de exclusivamente al fraccionamiento del sIstema de

partidos, sino al conjunto global de la situaci6n po­

lítica del país de que se trate. Véase, como muestra,

la evoluci6n italiana de los proyectos de iniciativa

gubernamental: 1ª legislatura, 63,9%; 2ª, 39,7%; 3ª,

29,8%; 4ª, 26,2%. DE CANTELLI, F. Y OTROS, Come lavora

il Parlamento, p. 48.

(88) Para entender al pueblo como 6rgano del Estado, aunque

estemos lejos de la concepci6n organicista de princi­

pios de siglo, a la que nos referimos en el primer capí
tulo.

(89) Porque, como señala PEREZ-SERRANO, N., siempre hay una

fase que corresponde a la iniciaci6n material. Tratado

de Derecho Político, p. 790.

(90) Art. 92,3 Reglamento provisional del Congreso.

(91) Art. 80,1 Anteproyecto de Constituci6n de 5 de enero de

1978.

(92) Publicado en el BOC, nQ 44.

(93) Enmienda, nQ 736, ORTI BORDAS, J.M.
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(94) Art. 80,1 Anteproyecto de Constitución de 17 abril de

1978.

(95) Enmiendas nQ 582, 434 Y 226 del Senado.

(96) Enmiendas nQ 738 y 207 del Senado.

(97) BALLARIN MARCIAL, A., DSS, nQ 49, 5 septiembre 1978.

(98) VILLAR ARREGUI, M., DSS,nQ 49,5 septiembre 1978.

(99) Parafraseando la doctrina italiana -SPAGNA, TOSI,

MORTATI, etc., en las obras citadas- podríamos decir

que la iniciativa en España es difusa, cerrada e in­

tegrativa, mientras que en aquel país sería difusa,

abierta e integrativa.

(100) Para SANTAMARIA PASTOR, J .A., en Comentarios a la Cons .... -

titución, p. 888, este poder de iniciativa de las Co­

munidades Aut6nomas no es
"
•.. indeterminado y general,

como el del Gobierno y el del Congreso y del Senado,
sino circunscrito a la promoci6n de las normas estata­

les de articulación entre las competencias del Estado

y de las Comunidades Autónomas que hayan de promulgar-
se en virtud de lo dispuesto en los artículos 149 y

150 de la Constitución". Aparte de las razones que, en

contra, damos en el texto, vide MORTATI, C., op. cit.,

p. 731, que considera que las regiones tienen iniciat�
va para todos aquellos temas que les interesa directa­

mente. También SPAGNA, E., op. cit., p. 96. El ámbito

del interés directo puede ser más amplio que el de

los artículos 149 y 150.

(101) Para un análisis comparado, vide JIMENEZ DE CISNEROS,

F.J., "El derecho de petición y la iniciativa legisla-
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tiva" , Cuadernos de Documentaci6n nQ 25, Instituto

Nacional de Prospectiva. Centro de Estudios Consti­

tucionales, Madrid, 1980, p. 34 Y ss.

(102) Sería inimaginable que la iniciativa auton6mica o

popular alcanzaran grandes cotas. Sirva como ejem­

plo la situaci6n italiana en la que la iniciativa

regional no ha llegado, en ninguna legislatura, al

1% de los diseños de ley y la popular se ha utiliza­

do en una sola ocasi6n en las cuatro primeras legis­
laturas. Vide CANTELLI1 F. y OTROS, op. cit., p. 48.

(103) FRAGA IRIBARNE, M., DSCD1 nQ 80. Sesi6n nQ 15 de la

Comisi6n de Asuntos Constitucionales, 2 junio 1978.

(104) SANTAMARIA PASTOR, J.A., op. cit., p. 901.

(105) Así acontenci6 con la disolución de la legislatura
de 1977, realizada por el Presidente Suárez en virtud

de la Disposici6n Transitoria octava de la Constitu­

ción. Esta disoluci6n no provoc6 el decaimiento total

de los proyectos y proposciones de ley que tramitaban

las Cámaras, en aquellos casos en que éstos fueron o�
jeto de una declaraci6n expresa de mantenimiento. Las

normas procedimentales oportunas se encuentran en una

"Resoluci6n de la Presidencia sobre la tramitaci6n de

los asuntos que han tenido entrada en la Cámara duran

te la legislatura anterior", Boletín Oficial de las

Cortes Generales. Congreso de los Diputados, Serie I,

nQ 6, 30 abril 1979.

(106) Para un análisis comparado, RENS1 I., "Les cornmissions

parlementaires en droit comparé", p. 309 Y ss. y, tam­

bieñ, LAVROFF, D.G., "Les cornmissions de l'Assemblée
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Nationale sous la V République". p. 1429 Y ss.

(107) Art. 94,1 del anteproyecto de la ponencia de regla­

mento, BOC, nQ 6, 13 agosto 1977.

(108) Art. 51 del mismo anteproyecto. Corresponde a la po­

sici6n de la mayoría de la ponencia, es decir, el

grupo centrista.

(109) Art. 95 del mismo anteproyecto.

(110) Art. 97,2 Ibid.

(111) Art. 99,2 Ibid. No es posible asegurar, dado que el

esquema previsto sería modificado,. si se trataba de

enmiendas nuevas, no discutidas en Comisi6n, o simple
mente en el mantenimiento de aquellas ya rechazadas

en el trámite previo al Plenario.

(112) Art. 94,1 Reglamento provisional del Congreso.

(113) GOMEZ LLORENTE, L., DSCD, nQ 13, Comisi6n de Reglamen
to nQ 4, 23 septiembre 1977.

(114) VALLINA VELARDE, J.L., Ibid.

(115) LAPUERTA QUINTERO, A., Ibid.

(116) PEREZ-LLORCA, J.P., Ibid.

(117) En 1961, SARTORI, G., en "La sociologia del Parlamento

-Linee di interpretazione" (I), Studi Politici, nQ 2,

1961, p. 147 Y ss. distinguía cinco tipos de parlamen­
tarios: el tribuno, el inventor, el ritualista, el me-
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diador y el carrerista. Aplicables o no estos tipos,
lo que parece indudable es que no puede pensarse que
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La existencia de este trabajo constituye, en sí

misma, la confirmaci6n de una de las hipótesis que enun­

ciábamos al principio: el consenso constitucional y el

secreto de alguna de las fases en las que se desarrolló

el proceso constituyente no son obstáculo para conocer,

casi en detalle, las diferentes posiciones asumidas por

los grupos parlamentarios en el curso del debate acerca

del tipo de Parlamento pretendido, las alianzas estableci

das y las líneas de fractura. Esta primera aseveración

comporta consecuencias tanto acerca del contenido de este

debate, como sobre el método adecuado para aprehenderlo.

El reconocimiento de una polémica, implica que

las posiciones de los partidos no eran coincidentes y que

difería la imagen que éstos tenían sobre la manera de or­

ganizar internamente las cortes y sobre sus competencias

en relación a los restantes poderes del Estado. Por consi

guiente, el consenso, para el tema que nos ocupa, no apa­

rece como el resultado de una identidad de criterios, si­

no como un proceso político que se basa en la búsqueda de

acuerdos a partir de similitudes programáticas o de renun

cias a los propios planteamientos. Estos acuerdos permiten

la formación de alianzas interpartidistas que poseen capa-
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cidad para imponerse de manera mayoritaria en las vota­

ciones y para, posteriormente, arrastrar los votos de

los partidos refractarios a la soluci6n adoptada.

Al tomar el debate unas formas peculiares que

tienden a reducir la expresi6n pública del mismo, espe­

cialmente por la privaticidad de reuniones decisorias y

la reducci6n del discurso parlamentario, se impone, me­

todo16gicamente, la necesidad de recurrir a otras fuen­

tes de informaci6n que, generalmente, no residen en el

proceso parlamentario oral. La observación de los dis­

tintos proyectos y, muy particularmente, el estudio de

las enmiendas presentadas a los mismos se revelan como

los instrumentos más adecuados para conocer los desig­

nios de cada uno de los grupos parlamentarios. Este pr±

mer elemento debe combinarse con las vicisitudes poste­

riores de los proyectos y enmiendas cuando éstos son

puestos a votaci6n.

Todo ello permite configurar una tipología de

conductas parlamentarias que muestra el distanciamiento

de los partidos de la soluci6n escogida. Las pautas de

aceptaci6n o de rechazo comprenden las siguientes varian

tes: conformidad con el proyecto por la no presentaci6n

de enmiendas; disconformidad expresada por enmiendas de
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mayor o de menor trascendencia; votaci6n de enmiendas pr�

sentadas por otros partidos o neutralidad frente a las

mismas; retirada de las enmiendas antes de su votaci6n o

mantenimiento para su debate en una fase procedimental

posterior. Esta gama de procedimientos permite observar

las reticencias de los partidos ante textos que, quizás,

en un momento determinado, se voten por unanimidad; pues­

to que la presentaci6n de enmiendas no es incompatible

con la aceptaci6n posterior del redactado mayoritario, an

te el cual cabe también la opci6n de votarlo negativamen­

te o de abstenerse.

Esta flexibilidad de comportamientos permite la

adopci6n consensual de los acuerdos en ;aw medida en que

posibilita la crítica a los mismos, a la vez que permite

expresar la voluntad de no hacer de ellas una cuesti6n

trascendental. La presentaci6n de enmiendas y su retirada,

la votaci6n consecutiva de artículos que regulan de una

distinta forma un mismo objeto son métodos para indicar,

simultáneamente, el rechazo y la conformidad. La misma

funci6n se cumple con las enmiendas "in voce" con las que

se acercan puntos de vista dispares. Pero es, precisamen­

te, esta flexibilidad que encierra en sí misma el acuerdo

y el desacuerdo, la que nos permite. comprender los grados

de desavenencia interpartidista y se constituye en el ob-
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jeto privilegiado de nuestra observación al hacernos, com­

prender las mayorias bAsicas sobre las cuales, posterior­

mente, se articulará el voto final. Los distintos temas

que dibujan los contornos de las Cortes no son, pues, el

resultado de una unanimidad de voluntades, sino de previas

mayorias a las que, tras manifestar oposición en distinto

grado, acabarán, generalmente, por vincularse los restan­

tes grupos. De esta forma, podemos conocer los limites y

el proceso de formación del acuerdo consensual en el tema

que nos ocupa.

Estas consideraciones, constatadas fácticamente

a lo largo de nuestro trabajo, pueden extenderse -pensa­

mos- a cualquier otro que analice el proceso constitu­

yente de los restantes órganos del Estado. Para nuestro

objeto, sin embargo, gozamos de una ventaja adicional; el

debate institucionalizador del Parlamento no coincide con

el proceso de elaboración de la Constitución, sino que e�

cuentra su prólogo en las reglas de funcionamiento interno

de las Cámaras y, de manera más relevante, en los Regla­

mentos provisionales, en incidencias parlamentarias y en

la Ley de relaciones Gobierno-Cortes. A modo de ejemplo

digamos que las primeras bases de un régimen parlamenta­

rio para España nacen, en este periodo provisional, como

consecuencia de una situación de hecho que se ve inmedia-
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tamente recogida en una regulación legal. Ello indica la

trascendencia de estos aspectos no constitucionales en

orden al definitivo ser constitucional de las Cortes Ge­

nerales porque anuncian redactados concretos o filosofías

parlamentarias que serán trasplantadas, más tarde, al tex

to fundamental y todo ello mediante discusiones, cuyo ca­

rácter más abierto que el del estricto proceso constituyen

te facilita el calibrar las distintas posiciones partidi�

taso

Actúan también corno precedente, además de los

que acabamos de citar, disposiciones legales anteriores,

incluso, a la formación de la legislatura estudiada. Se

trata de los casos en que la "inercia" -así sería defini­

da por un diputado- de la Ley para la Reforma Política y

de la normativa electoral se refleja en la adopción cons­

titucional de planteamientos coincidentes; pero, en estos

supuestos, el precedente no actúa mecánicamente corno si

hubiera de perpetuarse gracias a una legitimidad indiscu­

tida, sino conflictivamente corno un elemento del debate

en torno al cual se articulan alianzas, al igual que so­

bre los restantes ternas. Citemos, corno muestra de esta úl

tima consideración, la regulación de los procedimientos

electorales para la obtención del acta de diputado o se­

nador, que se mantuvieron en el "statu quo" de la primera

legislatura democrática.



500

La distinción entre una actividad ordenadora pr�

constituyente y otra de elaboración de la Constitución peE

mite la comprensión de un primer criterio para explicar la

toma de posición de los partidos en el proceso de institu­

cionalización de las Cortes. En el primer período, los

efectos de ¡os pronunciamientos partidistas presentan un

carácter "provisional", mientras que cabe atribuir una ma­

yor duración a los efectos de la regulación constitucional;

ello facilita que, en determinados aspectos parlamentarios,

los partidos diferenciasen entre una opción de tipo inme­

diato y otra a largo plazo. En la primera fase, los grupos

pueden realizar sus votaciones con un carácter marcadamen­

te táctico en vistas a consolidar su propia alternativa

política o a debilitar las contrarias; en la fase constitu

yente, en cambio, las consideraciones partidistas se ha­

llan menos estrictamente vinculadas a las necesidades polí

ticas inmediatas para presentar proyectos a más largo pla­

zo; sin que queramos decir, con ello, que estos proyectos

no tengan su origen en el concreto sistema de partidos po­

lítico y fuerzas sociales del período de que se partía.

Por consiguiente, este eje no debe verse como una línea

ideal que marcaría dos tipos de actuaciones muy distintas,

sino como un continuum sobre el cual se sitúa el inmedia­

tismo político o la abstracción constitucional. Puede par�

cer, al efectuar esta explicación, que la cuestión no que-
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da clarificada suficientemente; sin embargo, enunciar es-

ta distinci6n permite entender, en algunos supuestos, el

motivo de votos diferentes de un mismo grupo en temas

idénticos o polémicas entre partidos con un ideario parl�

mentario aproximado. La comparaci6n entre el debate regl�

mentario y el constitucional da pie para este género de

observaciones; pero mucho más la ley de relaciones GobieE

no-Cortes en la que el conflicto interpartidista no se

adecu6, ni con mucho, a la auténtica -o definitiva, como

se prefiera- voluntad partidista acerca de la responsabi-

lidad política. Así pues, la separaci6n entre el corto

plazo y el largo plazo, la provisionalidad y la constitu-

cionalidad, la táctica y la estrategia son consideraciones

ineludibles para dar cuenta de las motivaciones de los

grupos.

Esta distinci6n indica, por otra parte, que el

debate constituyente no se realiza en el vacío, sino a

partir de exigencias concretas que tienen su raz6n de ser

en la situaci6n de cada partido, su fuerza social y parl�

mentaria, su historiaY sus espectativas futuras. Esto equi� -

vale a afirmar que el modelo que cada partido tiene acerca

del Parlamento está marcado por todos aquellos ejes que

atraviesan el sistema de partidos. Dos de ellos parecen es

pecialmente influyentes, en cuanto matizan el esquema bási
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co desde el cual se plantea la polémica. Consistiría el

primero en la distinción entre partidos mayoritarios y

partidos minoritarios porque numerosos puntos de la reg�

lación parlamentaria pueden servir para reforzar esta si

tuación o, por el contrario, debilitarla; piénsese, por

ejemplo, en los requisitos para la formación de los gru­

pos parlamentarios, los procedimientos de votación de

las Mesas de las Cámaras, el sistema electoral o los qu�

rums exigidos para el nombramiento de los miembros del

Tribunal Constitucional, por citar tan sólo algunos eje�

plos. En estos puntos, la variable partido mayoritario­

partido minoritario ha introducido modificaciones en las

votaciones de partidos que, en otras cuestiones, mantu­

vieron criterios parecidos acerca de la función del Par­

lamento.

Una segunda variable distingue entre partido

central y partido regional; pero ésta no opera con la mis

ma rotundidad que la anterior, en la medida en que aque­

llos temas que afectaban a la estructuración autonómica

del Estado e incidían en la configuración del Parlamento

no se han planteado exclusivamente desde una óptica naci�

nalista, sino en la perspectiva de una transformación gl�

bal del Estado. Por tanto, la defensa o negación de un

Parlamento favorable a un nuevo Estado de tipo autonómico
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no se ha realizado con una diferenciación tajante a partir

de criterios de procedencia geográfica. Así y todo, dicho

eje sirve para señalar los puntos a los que dedicaron una

mayor atención los partidos regionales, apartándose, en

estos casos, de las mayorías admitidas en otros supuestos.

A diferencia de estas dos variables, una tercera

que correspondería a, por una parte, el partido del gobieE

no y, por otra, a los partidos de oposición no explica la

institucionalización definitiva de las Cortes¡ aunque ha

aparecido, de manera incidental, cuando todos los partidos

decidieron mostrar la debilidad de un gobierno de minoría.

Se trata, sin embargo, de un caso puntual que se sitúa en

la etapa preconstituyente¡ puesto que, en la regulación de­

finitiva, el partido del gobierno no se ha encontrado, en

ninguna ocasión, frente a este aislamiento. Quizás no hici�

ra falta constatarlo¡ pero también conviene poner de relie

ve que no ha aparecido ninguna división provocada por la

presencia de partidos antiparlamentarios en la Cámara.

Todas estas variables, en torno a las cuales se

articulan las alianzas de los partidos, no explican por sí

solas el sentido del debate constituyente porque éste no

es, exclusivamente, un reflejo de las situaciones fácti­

cas en las que viven los grupos (tamaño, posición guberna-
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mental, regionalidad, etc.). El debate revela la existen­

cia de un elemento diferenciador de mayor trascendencia,

las filosofías parlamentarias de cada uno de los grupos

que, manifestadas por acción o por omisión, presentan una

visión completa sobre las Cortes, un corpus teórico bási­

co que será matizado, en aspectos concretos, por los res­

tantes elementos hasta ahora citados. Por último, aparece

un factor con relativa autonomía, la intervención senato­

rial; puesto que, aún cuando la discusión en esta Cámara

hubo de respetar los compromisos esenciales alcanzados en

el debate en el Congreso, las aportaciones de los Senado­

res sirvieron para otorgar a la Cámara Alta poderes más

amplios o de mayor rango formal.

La intervención de estos elementos de diferen­

ciaci6n partidista hasta ahora citados encuentra su coro­

lario en la imposibilidad de que el grado de asentimiento

real -más allá de la votaci6n afirmativa de adhesión fi­

nal- sea idéntico en todos y cada uno de los temas someti

dos a debate; sirven, pues, para definir exclusiones. Por

ello, no existe una única coalición partidista que haya

dado lugar a las actuales Cortes y, desde su posición pr�

dominante, concretada en 61 alianzas sobre 63 posibles,

el grupo parlamentario de la Unión de Centro Democrático,

ha optado en distintos temas por distintas de ellas. Así
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no son, por ejemplo, iguales las mayorías que definen la

naturaleza del bicameralismo en España que aquellas que

intervienen en la configuración del sistema electoral,

por poner dos cuestiones interrelacionadas. Sin embargo,

si la diversidad de mayorías indica, por un lado, la de­

bilidad del consenso en aspectos puntuales; indica tam­

bién, por otro lado, una de las reglas necesarias para

su misma existencia: la no exclusión de ninguno de los

grupos. Descartada por la naturaleza misma de los objet�

vos partidistas la unanimidad como forma de instituciona

lización, tan sólo las mayorías cambiantes permiten la

participación de todos los grupos en la formación de

acuerdos y, por consiguiente, la corresponsabilización

en el proceso general y la aceptación del mismo.

De todas formas, ello no sería suficiente para

lograr un grado de conformidad elevado sobre el conjunto

del texto si alguna de las variables citadas contrapusie

ra nítidamente las posiciones de los partidos y, por lo

que decíamos anteriormente, parecería que así fuera: la

existencia de filosofías parlamentarias diferenciadas re

sultaría ser el límite frente al cual se estrellarían

los acuerdos consensuales para dar paso, simplemente, a

las mayorías. Ahora bien, el proceso de institucionaliz�

ción de las Cortes pone de relieve tanto l� presencia de
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estas filosofías parlamentarias -explicando así la apari

ción de un debate- como que, en el proceso de decisión,

las alianzas de la ueD -como partido desde el cual se p�

día estructurar la mayoría- se dirigieron no hacia quien

pretendía un modelo más próximo al suyo, sino hacia los

que se oponían al mismo. Dicho de otra forma, el análisis

que hemos efectuado permite distinguir, por un lado, las

razones últimas de desavenencia de los partidos y, por

otro, unos procesos de decisión no determinados en las

mismas. La originalidad del período constituyente, en el

ámbito que nosotros hemos privilegiado para el estudi�

consiste en la disociación por algunos partidos entre las

alianzas que vendrían exigidas por su modelo parlamentario

y las que efectivamente realizaron.

Las razones de desacuerdo, los orígenes del de­

bate, nacen de la existencia de filosofías parlamentarias

contrapuestas. Tres modelos habíamos ofrecido para orien­

tar las tomas de posición partidistas. Uno primero consis

tía en la concepción de un Parlamento soberano por el po­

tenciamiento de la representatividad que lo convertía en

el foro de la nación y que la confería la capacidad de d�

rección política del Estado, concretándose ésta en la pr�

macía de la ley del Parlamento y en la dependencia del

ejecutivo a través de la investidura y la responsabilidad
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terior, que las Cámaras legislativas son, simplemente,

órganos del Estado sometidos a la Constitución y no sobe-

ranos, potenciando, en consecuencia, la acción del ejecu-

tivo que adquiría mayores posibilidades de actuación en

el ámbito legislativo y una independencia superior frente

a presiones parlamentarias, al racionalizar los procedi-

mientos de la censura y completaba todo ello mediante una

valoración positiva de poderes exteriores al Parlamento,

como el Tribunal Constitucional o el electorado, a través

del referéndum. Finalmente, un tercer modelo, presentaba

el Parlamento como sede de encuentro y negociación entre

mayoría y oposición, democratizando tanto las formas de

acceso al mismo, como el procedimiento de toma de deci-

siones. Estos tres modelos operan en el proceso constitu-

yente español, habiendo dejado sus huellas en la regula-

ción del Parlamento; es, por ello, que afirmamos que exi�

tieron distintas filosofías parlamentarias. No se trata

ahora de reproducir las pruebas de esta conclusión, por-

que consisten en el conjunto de los capítulos centrales;

pero, cualquier repaso de las enmiendas presentadas por

los grupos demostraría que éstas se dirigían hacia mode-

los contrapuestos.

El modelo del Parlamento órgano no soberano del

Estado aparece en Alianza Popular y la Unión Centro Demo-
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crático; el modelo de la soberanía parlamentaria en los

dos grupos socialistas y en los grupos comunista y vasco;

la posición de la Minoría Catalana se sitúa a medio cami

no, aceptando las formulaciones mayoritarias, generalmen­

te fruto de un compromiso y distanciándose de éstas sólo

en lo que afecta a los intereses autonómicos. Insistir,

de esta forma, en la presencia de dos bloques no�gnifica

reconocer una identidad entre los mismos; en primer lugar,

caben matizaciones en su interior; en segundo lugar, el

modelo es sólo uno de los elementos que intervienen en la

actuación de un grupo en el proceso institucionalizador y

hay que tener en cuenta, para acabar de precisar las inteE

venciones de los partidos, la posibilidad de flexibiliza­

ción del mismo que se evidencia en las votaciones deciso­

rias y en los compromisos a que dan lugar. Aquí estamos

afirmando, simplemente, que existe un punto de partido p�

ra el debate, que se vincula a alguno de los modelos estu

diad� como se descubre en el análisis de la lógica inter­

na de las enmiendas presentadas por cada grupo. Pero un

modelo es una construcción abstracta y situar varios par­

tidos en un mismo grupo no supone confundirlos.

Alianza Popular y la Unión de Centro Democráti­

co se hallan clasificados conjuntamente sólo en la medida

en que niegan ambas la soberanía parlamentaria; sin embar

go les separa un rasgo capital. La negación de AP va acom

pañada de una ubicación del Parlamento en un sistema don-
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de la legitimidad no se expresa en forma monista, sino pl�

ralista¡ es decir, donde el Parlamento nvo se constituye

en el centro formal de imputación de la decisión política

del Estado. Lo revela de una manera diáfana una posición

minoritaria -incluso en el seno de la propia Alianza Popu­

lar- que combina unas hipotéticas posibilidades de inter­

vención real en la vida política con la creación de un Con

sejo de la Corona. Pero de una forma más velada, la misma

negación se encuentra también en la petición de un sistema

electoral mayoritario por cuanto éste, se razona, facilita

el bipartidismo y la creación directa de gobiernos sin com

promisos parlamentarios. Ocurre lo mismo en la defensa de

las formas de democracia semidirecta y en la consideración

positiva que merece el Tribunal Constitucional. Por el con

trario, para la ucn la cuestión teórica no estriba tanto

en la contraposición con el monismo parlamentario, como en

reforzar los poderes del ejecutivo. Así son dos vías dife­

rentes para entrar en un mismo modelo, lo cual se confirma

en que los dos grupos, por medio de sus portavoces, se pr�

nunciaron contra la soberanía parlamentaria o sus manifes­

taciones. Ello comporta, salvando los supuestos anterio­

res, que en ambas formaciones se defiendan las posibili­

dades de un ejecutivo minoritario, confiriéndole asimis­

mo amplios poderes legislativos bien por la creación de

una reserva reglamentaria, bien por la atenuación de los
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mecanismos de control de legislación delegada y de ur­

gencia, bien por la acentuación de aquellos mecanismos

procedimentales que pueden subordinar el proceso legis

lativo a la voluntad del gobierno. Igualmente, en los

dos partidos, la concepción del Senado se halla más

próxima a la de una Cámara que sirva de "contrapeso" o

de "reflexión" frente al Congreso que de una Cámara es

pecializada en cuestiones autonómicas.

Por el contrario, los restantes grupos busc�

ron en sus enmiendas las afirmaciones de otro modelo por

el que se ampliara la representatividad del Parlamento

y la concepción autonómica del Senado, se subordinara

el ejecutivo a la voluntad de la Cámara y se reafirmara

el principio de legalidad. Tampoco aquí podemos entrar

en el detalle de estas posiciones ni en todos los te­

mas; pero estas divergencias, derivadas de las distin­

ciones que antes efectuábamos entre partidos regionales,

minoritarios, consideraciones tácticas, etc., no impi­

den considerar que la dinámica última de su propósito

parlamentario era otorgar un mayor poder para el órga­

no legislativo. Además, esta teórica pretensión a la so­

beranía parlamentaria, que hace referencia a la relación

entre el Parlamento y el conjunto del Estado, se halla

acompañada de la defensa de mecanismos internos para el
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trabajo parlamentario que desvinculen a éste de la sim-

pIe manifestación de la voluntad mayoritaria, convirtie�

do así el Parlamento en un espacio de derechos institu­

cionales reconocidos a la oposición. Por consiguiente,

el debate parlamentario encuentra una lógica para su exi�

tencia en la disparidad de modelos partidistas acerca de

la organización y de las funciones que corresponden a las

Cortes.

La importancia concedida a los modelos parlame�

tarios como causa del debate no es, sin embargo, suficien

te para comprender las Cortes definitivamente creadas.

Los modelos explican el conflicto) pero no la dirección

que tomarían las negociaciones entre los grupos. Queremos

decir con ello que la UCD, en cuyas manos estaba la opción

entre 61 mayorías posibles, descartó coaligarse con AP,

que partía de una misma filosofía parlamentaria, para de­

finir las Cortes con partidos que presentaban un modelo

distinto. Ya hemos apuntado anteriormente que el proceso

no se resuelve con una sola alianza en función de que el

sistema de partidos se halla dividido por diversas varia­

bles que podían determinar respuestas puntuales; sin em-

bargo, parece que puede citarse como acuerdo básico el

realizado entre Unión de Centro Democrático y los grupos

socialistas, con la intervención en el mismo de la Mino-

ría Catalana. Los grupos de Alianza Popular, comunista y
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vasco participan o no, según las cuestiones, en aquella m�

yoría. Las actuales Cortes nacieron con el asentimiento

entre la UCD y el partido socialista, sirviendo las apor-

taciones de los restantes grupos para integrar y especif�

car este compromiso fundamental.

Esta distinción entre modelos y alianzas permite

dar cuenta de algunas de las peculiaridades de nuestro or-

denamiento constitucional; por ejemplo, la ambigüedad del

Senado puesto que el choque entre dos concepciones diver-

sas neutralizó, en cierta forma, esta Cámara. Este tipo

de cuestiones quedan, nos parece, suficientemente explic�

das en el texto en el que se insiste, primordialmente,

en el predominio de los grupos parlamentarios sobre la vi­

da interna de las Cámaras, en la posibilidad de formación

de gobiernos de mmor(a. con recursos suficientes para c�

plir su programa ¡�Jjgislativo ordinario y en el reconoci-

miento de unos derechos institucionales para la oposición.

Pero cada uno de estos temas habría de ser matizado y ah�

ra no es el momento; digamos tan sólo que en la regula-

ción del gobierno y de la oposición se encuentran los el�

mentos que permiten comprender las razones del acuerdo en

tre la Unión de Centro Democrático y el Partido Socialis-
\

ta Obrero Español. La institucionalización de un Parlamen

to que permite los gobiernos de minoría y que crea una di
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visi6n interna en los derechos de los partidos excluidos

del ejecutivo (en el sistema de partidos po11tico exis­

tente) supone la consolidaci6n constitucional de una 6p­

tica bipartidista por la cual s6lo estos dos partidos es­

tán llamados a un diálogo de gobierno, del cual las Cor­

tes son escenario y que se manifiesta tanto en la moci6n

de censura constructiva, como en diversas mayor1as cuali­

ficadas exigidas constitucionalmente. Se comprende, de

esta manera, que dos modelos parlamentarios distintos, dos

filosof1as no coincidentes, hayan podido llegar a un acuer­

do sobre c6mo deb1an ser las Cortes. Por consiguiente, su

imagen del Parlamento depend1a, esencialmente, del modelo

que pretend1an para un sistema de partidos.

,
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-Boletín Oficial de las Cortes (BOC). Colecci6n 1977 y

1978.

-Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados (DSCD).

Colecci6n 1977 y 1978.

-Diario de Sesiones del Senado (DSS). Colecci6n 1977 y
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* * *

Merecen especial atenci6n (en orden crono16gico) :
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do.

-Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política.

-Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo, sobre Normas
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Cámaras. BOC nQ 1581, 30 junio 1977.

-Disposici6n de la Presidencia de las Cortes: II. Sobre

los Grupos Parlamentarios, la elecci6n para 6rganos mixtos,
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de las Cámaras. BOC nQ 1583, 11 julio 1977.

-Propuestas para la formaci6n de los Grupos Parlamenta­

tarios. DSCD, nQ 2, 14 julio 1977.

-Disposiciones que regulan la tramitaci6n, en la Comi­

si6n de Economía y Hacienda, de los proyectos de ley sobre

materias econ6micas, fiscales y presupuestarias remitidas

por el Gobierno con cáracter de urgencia. Presidente del

Congreso. BOC nQ 3, 6 agosto 1977.
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-Disposiciones que regulan la tramitaci6n, en la Comi­

si6n de Reglamento, del proyecto elaborado por la ponencia

elegida en su seno. Presidencia del Congreso de los Diputa­

dos. BOC nQ 5, 12 agosto 1977.

-Reglamento del Congreso de los Diputados. Proyecto de

la ponencia. BOC nQ 6, 13 agosto 1977.

-Informe de la ponencia elegida en el seno de la Comi­

si6n de Reglamento del Senado. BOC nQ 7, 18 agosto 1977.

-Normas para la tramitaci6n en la Comisi6n y en el Ple-

no del informe de la ponencia y del dictamen de la Comisi6n

de Reglamento. Presidencia del Senado. BOC nQ 10, 15 septie�

bre 1977.

-Normas para la tramitaci6n en el Pleno del Dictamen de-

la Comisi6n de Incompatibilidades. Presidencia del Senado.

BOC nQ 10, 15 septiembre 1977.

-Dictamen de la Comisi6n de Incompatibilidades del Sena

do. BOC nQ 11, 16 septiembre 1977.

-Proyecto de ley por el que se regula con car!cter prov!

sional las relaciones entre Congreso y Senado en el ejercicio

del control parlamentario del Gobierno y normas a las que ha

de ajustarse la tramitación del mismo (Congreso). BOC nQ 12,

27 septiembre 1977.

-Reglamento provisional del Congreso de los Diputados.

Dictamen de la Comisi6n. BOC nQ 14, 5 octubre 1977.

-Reglamento provisional del Senado. Dictamen de la Comi

sión. BOC nQ 15, 6 octubre 1977.
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-Proyecto de ley sobre relaciones entre el Congreso de

los Diputados y el Senado en el ejercicio del control parl�
mentario del Gobierno. (Senado). BOC nQ 17, 14 octubre 1977.

-Dictamen, voto particular y moción de la Comisión de

Incompatibilidades del Congreso de los Diputados. BOC nQ 18,

14 octubre 1977.

-Reglamento provisional del Congreso de los Diputados

y reglamento provisional del Senado. Texto definitivo. BOC

nQ 21,22 octubre 1977.

-Acuerdo del Pleno del Congreso de los Diputados sobre

el Dictamen de la Comisión de Incompatibilidades. BOC nQ 23,

24 octubre 1977.

-Acuerdo del Pleno del Senado sobre el Proyecto de ley

de Relaciones entre el Congreso de los Diputados y el Senado

en el ejercicio del control parlamentario del Gobierno. BOC

nQ 23, 24 octubre 1977.

-Relaciones entre el Congreso de los Diputados y el Se­

nado en el ejercicio del control parlamentario del Gobierno:

Informe de la Ponencia. (Senado). BOC nQ 27,5 noviembre

1977.

-Relaciones entre el Congreso de los Diputados y el Se­

nado en el ejercicio del control parlamentario del Gobierno:

Dictamen de la Comisión de Presidencia del Gobierno y Ordena

ci6n General de la Administración Pública y votos particula­

res formulados en la Comisión. (Senado). BOC nQ 29, 12 noviem

bre 1977.
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-Contestación del Gobierno a la moción aprobada por la

Comisión de Incompatibilidades del Senado. BOC nQ 29, 12

noviembre 1977.

-Primer proyecto (borrador) de Constitución. La VanguaE

dia, 25 de noviembre de 1977.

-Acuerdo de la Mesa del Congreso, por el que se da ple­

nitud de poder legislativo a la Comisión de Presupuestos para

que dictamine determinados proyectos de ley, según lo dispue�
to en el artículo 102,1 del Reglamento del Congreso.

-Normas de desarrollo del artículo 143 del Reglamento

(Congreso de los Diputados ( BOC nQ 40, 15 diciembre 1977.

-Anteproyecto de Constitución y votos particulares de los

ponentes. Congreso de los Diputados. BOC nQ 44, 5 enero 1978�

-Enmiendas al anteproyecto de Constitución. Congreso

de los Diputados. Publicación de las Cortes. Sin fecha.

-Normas dictadas por la Presidencia de la Cámara, de

acuerdo con la Mesa de la Comisión de Reglamento a efectos de

suplir algunas lagunas del Título VII del mismo (Senado).

BOC nQ 47, 14 enero 1978.

-Ley 1/1978, 19 enero de Presupuestos Generales del Esta-

do.

-Normas dictadas por la Presidencia del Congreso de los

Diputados sobre interpretación del Reglamento en materia de

cómputo de plazos. BOC nQ 59, 11 febrero 1978.

-Normas de desarrollo del artículo 127 del Reglamento.

(Congreso de los Diputados). BOC nQ 60, 13 febrero 1978.
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-Informe emitido por la Ponencia designada en el seno

de la Comisión de Reglamento para estudiar el proyecto de

incorporación al Reglamento del Senado de un nuevo Título

regulando la moci6n de censura y la cuestión de confianza.

BOC nQ 61, 16 febrero 1978.

-Adici6n al vigente Reglamento provisional del Senado

de un Anexo regulando la moción de censura y la cuestión de

confianza: Dictamen de la Comisión de Reglamento. BOC nQ 74,

30 de marzo de 1978.

-Aprobación por el Pleno del Senado del Anexo al Regla­

mento provisional de la Cámara, regulando la moci6n de cen­

sura y la cuesti6n de confianza. BOC nQ 79, 12 abril 1978.

-Anteproyecto de Constituci6n: Informe de la Ponencia y

anexo al informe. Congreso de los Diputados. BOC nQ 82, 17

abril 1978.

-Resoluci6n de la Presidencia del Congreso por la que se

dictan normas complementarias del arto 124, sobre procedimie�
to en las Comisiones de Investigación o Encuesta. BOC nQ 101,

30 mayo 1978.

-Dictamen de la Comisi6n de Asuntos Constitucionales

y Libertades públicas sobre el anteproyecto de Constitución.

Enmiendas y votos particulares al texto constitucional que

tienen intenci6n de defender ante el Pleno de la Cámara los

Grupos Parlamentarios ••. Congreso de los Diputados. BOC nQ

121, 1 julio 1978.

-Texto del Proyecto de Constitución aprobado por el PIe
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no del Congreso de los Diputados. BOC nQ 1351 24 de julio

de 1978.

-Dictamen de la Comisi6n de Constituci6n del Senado

relativo al proyecto de Constituci6n y votos particulares

a este dictamen. BOC nQ 157, 6 octubre 1978.

-Modificaciones porpuestas por el Pleno del Senado al

texto del proyecto de Constituci6n aprobado por el Congreso

de los Diputados. BOC nQ 161, 13 octubre 1978.

-Dictamen de la Comisi6n Mixta, Congreso-Senado sobre

el proyecto de Constituci6n. BOC nQ 170, 28 octubre 1978.

-Dictamen de la Comisi6n de Presupuestos relativos al

proyecto de ley sobre concesi6n de varios suplementos de cr!

dito, por un importe total de 845.243.000 pesetas, para sa­

tisfacer a los Grupos Parlamentarios gastos de sostenimien­

to, as! corno insuficiencias de los cr�ditos de gastos co­

rrientes del órgano legislativo. BOC nQ 179, 8 noviembre de

1978.

-Normas provisionales de desarrollo y adaptación del

Reglamento provisional del Senado. BOC nQ 196, 2 diciembre

de 1978.

-Dictamen emitido por la Comisión de Presupuestos en re­

lación con el proyecto de ley sobre concesión de varios su­

plementos de cr�dito por un importte total de 845.243.000 p�

setas, para satisfacer a los Grupos Parlamentarios gastos de

sostenimiento, as! corno para insuficiencias de los cr�ditos

de gastos corrientes del órgano legislativo. BOC nQ 212, 22

diciembre 1977.
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-Resolución de la Presidencia sobre la tramitación de

los asuntos que han tenido entrada en la Cámara durante la

legislatura anterior. BOCG Congreso de los Diputados, serie

I, nQ 6, 30 abril de 1979.

-Normas reglamentarias sobre elaboración de los Estatu

tos de Autonomía. BOCG. Congreso de los Diputados. Serie H,

nQ S-II, 8 de junio de 1979.

-Ley 1/1979, 19 julio, de Presupuestos Generales del Es

tado.
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Las elecciones de 1979 han confirmado las tenden-

cias electorales que se habían ya manifestado en 1977 y han

revelado una gran estabilidad del sistema de partidos en Es

paña en el corto plazo transcurrido de una a otra consulta.

Esta permanencia del comportamiento político del electorado

se refleja, en orden a las relaciones de fuerza interparti-

dista, en el cuadro primero inspirado en los indicadores que

sugiere Rae (1):

1977 1979

Partidos o coaliciones parlamentarias 12

Votos 1er partido en % 34,7
Votos dos primeros partidos en % 63,9
Indice de fraccionamiento electoral 0,779
Indice de fraccionamiento parlamentario 0,659

14

34,3

64,3

0,779

0,647

Cuadro 1. Fragmentaci6n del sistema de partidos políticos
en España. (elaboraci6n propia) (2).

Sin embargo, son conocidas las limitaciones inhere�
tes a los índices numéricos y, en especial, los de fracciona-

miento que aquí hemos utilizado (3). Por ello, el cuadro pue-

de servirnos a efectos comparativos, en la medida en que ado-

lece para los dos años de unas mismas imperfecciones, Pero no,

a efectos explicativos.
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Formalmente, pues, existe una identidad entre una

y otra elección. En efecto, tan sólo el indicador menos re­

finado -el número de partidos parlamentarios- revela una li

gera modificación en la medida en que pasa de 12 a 14; sin

embargo, esto no afecta a la naturaleza del Parlamento pue�

to que se refiere tan sólo a cuatro diputados y no tiene en

cuenta la sustitución del PSP por el PSA. Los restantes indi

cadores señalan una repetición de pautas: estabilidad de los

dos gran�es partidos y de la fragmentaci6n electoral, sin

que tenga valor la variación del índice de fragmentación par

lamentaria que se debe esencialmente a las debilidades inhe­

rentes a su propio método de elaboración (4).

Sin embargo, y sin olvidar nada de lo que este cu�

dro nos indica, no creernos que el sistema de partidos español

presente unas características tan inmutables. Esta afirma­

ción s6lo puede sustentarse en la medida en que nos apartemos

de una visión simplemente numérica de las relaciones inter­

partidistas. El propio Rae así lo afirma: "Llamamos sistema

de partidos a la red de relaciones de competencia entre los

partidos políticos" (5) y Sartori coincide con esta aparecia­

ción (6). Sin embargo, esta competencia puede ser entendida

en dos formas distintas y complementarias. En primer lugar,

se trata de una competencia electoral y así se analiza normal

mente; pero, en segundo lugar, ésta encuentra su confirmación

en las estrategias políticas de los partidos. Así Rae, que

busca la competencia mediante criterios numéricos, tiene buen
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cuidado en recordar en nota a pie de página que la configur�

ción de un sistema no recae sólo en estos indices y que "el

grado en que los dirigentes de los partidos están dispuestos

a negociar (en oposición a la intransigencia hostil) seria

una consideración importante" (7) y Sartori muestra que el

sistema de partidos politicos no está desligado del compor­

tamiento de las élites, corno se ve en esta clara referencia:

"El que España se convierta o no en un sistema de pluralismo

polarizado dependerá decisivamente, a mi juicio, de lo avi­

sados y capaces que sean sus dirigentes" (8) .

De hecho, nuestras páginas se enmarcan en esta óp­

tica. Más concretamente, a partir de la distinción -entendi­

da de forma conceptual- que establece Di Palma entre la es­

trategia bipartidista y el sistema de pluralismo moderado

que él observa en España (9), hemos intentado analizar el

sistema de partidos que éstos pretendían poner en funciona­

miento. En realidad, no puede diferenciarse entre sistema y

funcionamiento (unos mismos partidos con estrategia competi­

tiva o consociativa darían sistemas distintos) i sin embargo,

la situación española es peculiar en el sentido que las ba­

ses del sistema de partidos -las elecciones de 1977- existen

antes que el marco institucional en que éste debe desarro­

llarse. Dasas las relaciones entre instituciones y sistema

de partidos, no es extraño que podamos observar estrategias

constituyentes que son, también estrategias acerca del siste

ma de partidos.
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De esta forma, el sistema de partidos en España no

es s610 el resultado de unos comportamientos electorales si­

no de las relaciones de colaboración y competencia de los

mismos partidos que han intentado establecer un determinado

Estado con un determinado sistema de partidos. Ahora bien,

esta dinámica interpartidista no ha encontrado todavía una

consolidaci6n de rasgos permanentes" y, precisamente, porque

las estrategias de relaci6n son ca1biantes, no puede hablar­

se de un sistema acabado, tanto más cuanto, como veremos, a!

gunas de ellas provocan inestabilidad para el sistema. Efec­

tuemos, pues, un análisis pormenorizado de las mismas.

EL PERIODO CONSTITUYENTE

Sería err6neo considerar que el proceso de elabo­

raci6n de la Constituci6n está caracterizado por la existen­

cia de una única forma de relación interpartidista, el deno­

minado consenso. Tras las elecciones de 1977, la posici6n de

los partidos resulta muy diversa por sus resultados en votos

y parlamentarios y por su historia con todo lo que ella im­

plica. No se trata ahora de realizar un análisis de estas

elecciones ni de sus resultados por cuanto son sobradamente

conocidos. Al hilo de nuestro discurso, interesa señalar que

la DCD, corno primer grupo parlamentario con 167 diputados, no

disponía de una mayoría absoluta que le permitiera en exclu-
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siva imponer su voluntad reformadora que, por otra parte, en

una situación constituyente no podía basarse en inviables ma

yorías muy estrechas que hubiera podido buscar en los parti­

dos minoritarios.

Por otra parte, la UCD y el PSOE eran los dos par­

tidos de mayor relevancia en las Cortes. Su clara victoria

electoral, potenciada por las distorsiones de la ley electo­

ral, les atribuía el 81% del Congreso de los Diputados y

cualquier acuerdo entre estos partidos-convertía en testimo­

nial las intervenciones de los otros grupos. UCD podía buscar

aliados pero, por la naturaleza de sus programas, estos acueE

dos entre las dos grandes fuerzas políticas españolas, las

únicas llamadas a gobernar, las únicas verdaderamente nacio-­

nalizadas gracias a estos elementos comunes. Así resultaba

posible la confirmaci6n de un bipartidismo parlamentario que

reforzara las tendencias bipartidistas que los electores ha­

bían escogido.

Se trataba, por consiguiente, de hacer girar la

vida política en torno a dos polos, el partido del gobierno

y el partido de la oposici6n, reforzando en la medida de lo

posible este sistema bipartidista. La UCD, sin embargo, no

era un partido suficientemente consolidado. Creada a partir

de corrientes políticas muy diversas -liberales, cristiano

demócratas, socialdemócratas y franquistas- y unificados por

la figura de Suárez, presentaba poca homogeneidad para en-
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frentarse al PSOE que, aunque estuviera en proceso de re­

creaci6n (10) tenía un programa, una ideología y una tra­

dici6n mucho más consolidada. Por ello, el primer paso de

este eventual bipartidismo debía consistir en convertir la

federaci6n electoral en un único grupo parlamentario y,

posteriormente, hacer desaparecer todos sus partidos inte­

grantes para convertirlos en un único partido. Esta tarea

resultaba fácil; no s610 por la existencia de una fuerte

oposici6n sino por la debilidad de Alianza Popular y por la

inexistencia de otro partido centrista, estilo dem6crata

cristiano o liberal, que dificultaba que los grupos inte­

grantes de UCD encontraran en su exterior puntos de atrac­

ci6n y, por tanto, cualquier deseo "independentista" no po

día sustraerse a la influencia de uno de los dos grandes paE

tidos.

Por la izquierda ocurría lo mismo con el Partido

Socialista Popular. La debilidad de su representaci6n par­

lamentaria le impedía disputar, en el futuro, el terreno so­

cialista al PSOE y a éste, los votos del PSP le eran necesa­

rios para superar al partido del gobierno en unas nuevas

elecciones. Pronto, pues, se llegaría a la integraci6n.

Consolidar UCO, reforzar el PSOE son los dos elemen

tos clave para esta estrategia bipartidista que pretende re­

ducir el espacio de los restantes partidos. Con esta finali­

dad, los primeros problemas de funcionamiento de las Cortes,
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se resolver&n por el camino del acuerdo UCD-PSOE. Así, cua�

do se elige la Mesa del Congreso s6lo estos dos partidos al

canzarán representaci6n. Ocurre lo mismo cuando se nombra

laponencia encargada de elaborar el reglamento de la Cámara.

Pero el momento más visible de esta estrategia será el de­

bate sobre los requisitos necesarios para constituir grupo

parlamentario. La cifra de 15 diputados como número mínimo

para la formaci6n de un grupo, pactada por el PSOE y la UCD,

buscaaba esencialmente reducir la voz del PSP, obligándolo a

una integraci6n en el PSOE o en el grupo mixto y limitaba

la actuaci6n de los grupos nacionalistas vasco y catalán que

se veían obligados a formar un único grupo parlamentario.

El Parlamento, pues, empezaba a configurarse bajo una égida

bipartidista aún cuando la realidad política de España fuera

mucho más compleja por sus problemas nacionales, regionales,

ideo16gicos, etc.

Pero las resistencias a este proceso es también

evidente. La satelizaci6n de las otras fuerzas parlamentarias

resultaba complicada porque éstas disponían de amplios sopoE

tes: la ideología nacionalista, la influencia en el mundo

sindical o la penetraci6n en los organismos del Estado. El

Pacte Democratic de Catalunya, el Partido Nacionalista Vasco,

el Partido Comunista de España o Alianza Popular no podían

ser marginados del sistema sin graves crisis en un momento

constituyente, que, además, presentaba dificultades econ6mi­

caso
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Pronto, pues, empezará a parecer una nueva forma

de relaciones entre los partidos caracterizada por la con-

centraci6n política¡ es decir, por la búsqueda de acuerdos

en que todos los partidos participan. Con todo, hay que ad

vertir que, en torno a estos acuerdos, se configuran posi-

ciones mayoritarias y minoritarias y las tensiones entre

los partidos para posibilitar un ámbito de actuaci6n favo-

rabIe continúan subsistiendo. En efecto, junto al reconoci-

miento de que todos los partidos presentes en el escenario

político habían de participar en la elaboraci6n de la Cons-

tituci6n, encontramos los intentos de UCD de garantizarse
•

su dominio político y los del PSOE de reforzar su papel de

alternativa¡ mientras que los restantes partidos trataban de

asegurarse una funci6n de interlocutores necesarios.

Los primeros síntomas de esta manera concertada

de resolver las relaciones entre los partidos se concretarán

en la elaboraci6n del Reglamento del Congreso. Ya hemos se-

ñalado que la ponencia encargada del primer redactado había

revelado una tentaci6n bipartidista¡ sin embargo, después

de una enmienda a la totalidad presentada por el grupo Comu-

nista, se aprobará un reglamento que tomará en consideraci6n

muchas de las enmiendas presentadas por los grupos minorita-

rios en un intento de alcanzar votaciones unánimes. Fruto de

esta nueva dinámica, la Mesa del Congreso incrementará el nú

mero de sus componentes para dar entrada a un representante

de AP Y otro del PCE. Asimismo, se reducirá el número de di-

putados exigido para formar grupo parlamentario, medida que
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posibilita la divisi6n de la Minoría Vasco-Catalana en

dos formaciones parlamentarias (aunque esta reforma no es

suficiente para que el PSP logre su propio grupo) •

Estos eran los primeros hitos de un período que

se ha caracterizado por un nombre, "el consenso" y que

tendrá sus momentos culminantes en la redacci6n de la Cons­

tituci6n y en los Pactos de la Moncloa. Con ello, el siste­

ma de partidos pierde su rigidez bipartidista. La política

de concertaci6n reduce las posibilidades de que el PSOE se

presente como el recambio de la UCD. En rigor, si la grave­

dad de los problemas políticos, econ6micos y sociales exi­

gfa una política unitaria, las pretensiones de alternativa

socialista perdían buena parte de sus argumentos. Con el co�

senso, el PSOE se encontraba en medio de un abanico de fuer­

zas que, por motivos diferentes, podía encontrar terreno de

acuerdos y arrastrarlo hacia aquella direcci6n. Así la UCD

reforzaba su posici6n de partido dirigente al debilitar la

posici6n alternativa del PSOE y, por su parte, el PCE super�

ba los peligros de marginaci6n que implicaba cualquier acep­

taci6n del bipartidismo dominante, y, al mismo tiempo, se

acreditaba ante amplias franjas del electorado como un paE

tido del sistema.

Con todo, no terminan aquí las consecuencias de

una política de concertaci6n de cara a la propia configura­

ci6n del sistema de partidos políticos. La posibilidad de

colaborar en una misma línea fuerzas de origen y voluntad

muy diferentes permiten pensar en una dialéctica de adver-
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sario y no de enemigo y, por extensión, en la consolidaci6n

estable de un régimen político basado en los partidos (11).

Pero, al lado de este hecho sin duda positivo, la forma de

llegar a los acuerdos, pactados directamente por las direc­

ciones de los partidos, ha provocado dos elementos de con­

secuencias menos beneficiosas; se trata del reforzamiento de

la disciplina interna en los partidos y la renuncia a la

intervenci6n del electorado en apoyo de los programas parti­

distas. De esta forma, se tendía a cortar los vínculos éli­

tes-militantes-electores (12) y se potenciaba un cierto ale­

jamiento entre sociedad y Estado que se concretaría posterioE

ente en el crecimiento del abstencionismo.

Al mismo tiempo, las consecuencias del consenso se

proyectaban hacia el futuro funcionamiento del sistema de

partidos. Sin embargo, esto se producía de forma contradicto

ria. Por un lado, la Constitución exige en muchos casos, pa­

ra un correcto funcionamiento de las instituciones, la pro-

10ngaci6n de un ambiente consencual pero, por otra parte,

numerosas instituciones (ley electoral, moci6n de censura,

etc.) refuerzan el bipartidismo que UCD y PSOE propiciaban.

Esta doble dimensi6n, consenso-bipartidismo, se

sitúa también en el marco autonómico. Mientras que en la Con�

titución se asumía este problema buscando el acuerdo de to­

dos los partidos implicados, con la generalizaci6n del rég�
men preauton6mico desde el gobierno se reforzaban los aspe�

tos bipartidistas del sistema político español en todas aqu�
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llas regiones donde la hegemonía UCD o PSOE no podía ser di�

cutida. Los casos especiales del País Vasco y Cataluña se

solucionaban en forma distinta. En Euskadi, el acuerdo UCD­

PSOE para marginar al PNV de la Presidencia del Consejo Vas­

co se convertía en símbolo de la política bipartidista. En

Cataluña, la figura del Presidente Tarradellas serviría para

formar un gobierno de unidad. En resumen, la configuración

de la política autonómica, desde el ámbito partidista no si�

nificaba ningún problema para los partidos estatales; ningún

partido podía asumir una posición de poder (por lo limitado,

habría que decir simbólico) desde la cual cupiera un enfrenta

miento con las decisiones de los partidos de actuación esta­

tal.

LA PRIMERA LEGISLATURA CONSTITUCIONAL

Las exigencias del período constituyente habían da­

do al sistema de partidos español una fuerte peculiaridad.

Las tensiones entre los partidos no habían desaparecido, se

situaban en el marco de la elaboración consensuada de la Cons

titución, de la definición pactada de la política autonómica

y la existencia de los gobiernos de unidad en los regímenes

autonómicos. Sin embargo, aprobada la Constitución, las rela­

ciones entre los partidos cambiarán de naturaleza. A partir de

diciembre de 1978, se iniciará una nueva fase que pondrá en
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cuestión la direcci6n del proceso político y la competencia

entre los partidos.

Este es el sentido de las elecciones generales de

1979. En realidad, la peculiaridad del proceso constituyente

permitía que el gobierno optara entre la convocatoria de unas

nuevas elecciones y el someterse a la moci6n de investidura.

La decisi6n de UCD en favor de la primera posibilidad corre�

pondía a su voluntad de obtener una mayoría más amplia que

la que tenía en la legislatura de 1977. El tema resultaba

polémico. Por una parte, todavía no se había convocado elec­

ciones municipales; por otra parte, desde algunos sectores,

y especialmente los comunistas, se insistía con fuerza que

las elecciones eran innecesarias y que convenía continuar

con la política de concertación. A pesar de estos argumentos,

la UCD y el PSOE intentaban protagonizar la nueva fase del

sistema político; la primera para gobernar con mayor facili­

dad y sin recurrir a pactos; la segunda para hacer realidad

su propuesta alternativa. En este contexto, los partidos na­

cionalistas y el PCE eran los más reticentes a la convocato­

ria porque s6lo podía beneficiar a los dos grandes partidos.

De todas formas, las elecciones generales de marzo

de 1979 -que no nos corresponde ahora analizar (13)- no modi

ficaron espectacularmente las relaciones entre los partidos.

A pesar del crecimiento del PSA, Euskadiko Eskerra o Herri Ba

tasuna, el Congreso mantenía una similar distribución de

fuerzas como puede observarse en el cuadro 1. En estas condi



570

ciones UCD no tenia la mayoría absoluta, aunque fuera el pri

mer partido parlamentario y, juntamente con el PSOE, continua

ban dominando el 81% de la Cámara. Por el contrario, las elec

ciones municipales, un mes más tarde, supusieron un cambio

fundamental en el comportamiento electoral de los ciudadanos

puesto que socialistas, comunistas y nacionalistas resulta-�

ban claramente vencedores.

Una y otra elección, pues, habían dado resultados

distintos, Las legislativas confirmaban a la UCD y, en gene­

ral, el espectro político del país; las municipales potenci�

ban a los partidos que no estaban en el gobierno (excepto AP) •

Pero, tanto las primeras elecciones como las segundas, servi­

rían a un mismo objetivo: el rompimiento de la política de

consenso y la búsqueda de unas posiciones hegemónicas. El 30

de abril de 1979, Suárez obtenía la investidura y formaba

un gobierno minoritario y homogéneo de la UCD con los votos

de su partido, Coalici6n Democrática y el PSA (vide cuadro 2).

En los ayuntamientos se vería la situación contraria, el pac­

to socialista-comunista, ampliado a los partidos nacionalis­

tas donde era necesario, apartaba a la UCDO de la dirección

de prácticamente todas las ciudades importantes. Finalmente,

muchos gobiernos de unidad de las regiones preautonómicas de­

saparecerán bien como resultado de las elecciones autonómicas

(Cataluña, Euskadi), bien por conflictos interpartidistas (Va

lencia, Canarias).
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El clima general es, pues, el enfrentamiento. La

forma en que la UCD había resuelto la moci6n de investidura

indicaba no tan s610 su voluntad de formar un gobierno en

solitario, sino también, el no comprometerse en un programa

de legislatura. Así el gobierno buscará para cada ley el

acuerdo con alguna fuerza (nacionalistas, Coalici6n Democrá

tica o socialistas) que le permitiera lograr la mayoría, sin

que ésta tuviera un diseño estable. Esta política de la UCD

que necesita, por tanto, partidos colaboradores no puede asi­

milarse a la política consensual puesto que no supone una

actuaci6n negociada de la UCD, sino la previa resoluci6n en­

tre sus tendencias internas y el posterior apoyo de algún

otro partido en funci6n de la tendencia interna ganadora.

La pretensi6n de la UCD de dirigir la política del

país desde un gobierno minoritario y con un partido poco cohe

sionado resultará, sin embargo, difícil al encontrarse limi­

tada por dos tipos de enfrentamiento partidista. Por una paE

te, la UCD se ve confrontada a la izquierda en temas de índo­

le econ6mica, social e ideo16gica. Por otra parte, las exi­

gencias de los regímenes auton6micos le dificultan las rela­

ciones con los partidos nacionalistas de bases socio16gicas

y programas más cercanos, sin que en estos temas tenga aseg�

rado el beneplácito de la izquierda.

De todas formas, no es en la política parlamentaria

donde el gobierno encontrará las principales dificultades.

La posici6n minoritaria de la izquierda y su divisi6n (AMI,
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Estatuto ue los Trabajadores, diferentes políticas parlame�

tarias) posibilitan a la UCD legislar sin grandes problemas

(pro ejemplo, el polémico Estatuto de Centros Docentes fue

aprobado por 187 votos a favor y 127 en contra).

La clave de la debilidad de un gobierno dirigido

por la UCD sin ningún pacto de legislatura se situará en el

exterior del Parlamento, centro del sistema. La política au

ton6mica, la periferia del sistema, adquiere un papel pred�

minante que, en último término, repercutirá en las Cortes y

en las relaciones entre los partidos a nivel de Estado. En

efecto, la construcci6n del Estado de las Autonomías influi

rá sobre las relaciones entre los partidos a nivel de cada

una de las regiones y, finalmente, sobre el conjunto mismo

del sistema de partidos español.

Las elecciones de marzo de 1980 en Cataluña y el

País Vasco habían abierto laspuertas a gobiernos monocolo­

res de Convergencia i Uni6 y al Partido Nacionalista Vasco.

Desaparecen así los antiguos gobiernos de unidad y las gra�

des fuerzas estatales ven disminuir de una forma considera­

ble sus votos (14). A partir de este momento, la demanda au

ton6mica se realiza claramente entre dos partes diferencia­

das. Los partidos nacionalistas reclaman, el gobierno de

UCD concede o deniega. Alcanzado el protagonismo de los paE

tidos nacionalistas en los subsistemas regionales del part�

do y, con la desaparici6n del consenso, se ha producido un
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cambio radical; el eje de confrontación centro-periferia

pasa a recaer exclusivamente sobre la UCD, mientras que,

por el contrario, en el período de elaboraci6n de la Cons

tituci6n todos los partidos asumían los dos extremos del

problema.

Por esto, la UCD, en solitario, intentará dism�

nuir la tensi6n auton6mica decidiendo desde las instancias

estatales del partido, que éste no daría apoyo a ninguna

iniciativa que condujera a la autonomía amplia las restan­

tes regiones preauton6micas. De esta forma, al asumirse co

mo centrales los problemas de periferia, el fracaso de la

política auton6mica de la UCD pondría en cuestión a toda

la UCD en su conjunto y no sólo en determinadas regiones.

El referéndum para la autonomía de Andalucía será el deto­

nante de esta situaci6n. En un primer momento, la decisi6n

de la UCD-España pondrá en crísis a la UCO andaluza (dimi­

si6n del ministro Clavero Arévalo, etc.), pero, cuando el

28 de febrero de 1980 las posiciones autonomistas consi­

guen triunfar en todas las provincias excepto Almería, la

crisis se extenderá a todo el partido y al propio gobierno

que había planteado la necesidad de "racionalizar" las au­

tonomías como una cuesti6n de Estado.

En este clima Suárez decidirá una remodelación

ministerial; pero las tensiones entre las distintas familias

de la UCD retrasarán la adopción de una estrategia y la com-
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posici6n del nuevo gobierno será lenta y dificultosa. Final

mente, el 2 de mayo de 1980 se anuncia el nuevo gabinete Su!

rez, ocasi6n que aprovecharán los partidos parlamentarios

para imponer un debate en el Congreso que la UCD no quería.

En la realizaci6n de este debate, el PSOE, sin previa consul

ta con otros grupos, presentará. una moci6n de censura. Los

resultados de esta moci6n, que pueden verse en el cuadro 2,

revelarán el aislamiento de la UCD que no ve enfrentarse a

las críticas socialistas ni a Coalici6n Democrática ni a la

Minoría Catalana, ausente el PNV de la Cámara desde febrero

en protesta de la política auton6mica del gobierno y que

pierde los votos del PSA que le había dado apoyo en la inves

tidura. Esta votaci6n agravará la crisis en el seno de la

UCD y será la definitiva presentaci6n del PSOE como alterna­

tiva.

El período posterior ha visto crecer las tensiones

en el seno de la UCD, la dimisi6n de Suárez, un frustrado

golpe de Estado y la investidura de Calvo Sotelo (en la forma

que en el cuadro 2 se detalla). Tras ello, en este momento,

las relaciones entre los partidos parece que no tienen toda­

vía una pauta definida y resultaría demasiado pronto para ha­

blar de lo que pueda suponer la denominada "política de con­

certaci6n", cuando se desconce qué partidos van a asumirla

y cuáles no.
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¿Partido predominante, bipartidismo, multipartidismo?

En cuatro años, pues, el sistema de partidos de

España ha pasado por varias vicisitudes. El acuerdo gene­

ral del período constituyente no ha impedido que, en su in

terior, se manifestaran tendencias de enfrentamiento y el

intento de imponer políticas bipartidistas; tras las elec­

ciones de 1979 y hasta el 23 de febrero de 1981, el enfren

tamiento ha sido el rasgo dominante: la UCD imponiendo su

política desde un gobierno minoritario y con un partido d�

vidido, los nacionalistas vascos y catalanes consolidando

sus posiciones con el control de los gobiernos auton6micos,

el PSOE potenciando su papel de alternativa, el PCE en cla­

ra oposici6n y Alianza Popular aprovechando las incidencias

parlamentarias que pudieran señalar la soledad del gobierno.

De esta forma, el funcionamiento del sistema de

partidos, las relaciones interpartidistas, no han hecho más

que reforzar las tendencias de polarizaci6n que las elec­

ciones de 1979 demostraron (15). Sin embargo, la misma afiE

mación de que España tenga un sistema de multipartidismo

polarizado (16) debe matizarse puesto que, corno hemos visto,

las estrategias de los distintos partidos han tendido, en

determinadas ocasiones y para determinados supuestos, a mi­

tigar los efectos de esta polarización.

En efecto, si considerarnos el sistema desde la po­

sibilidad de alternativa, no existe este multipartidismo pOE
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que tan s6lo la UCD y el PSOE están en condiciones de formar

gobierno en solitario o articular una alianza capaz de alcan

zar la mayor1a parlamentaria (17). En este sentido, por tan­

to, el sistema de partidos es bipolar al haber exclusivamen­

te dos extremos para un enfrentamiento de gobierno, con las

consecuencias electorales que ello comporta. Sin embargo, h�
bría que señalar las dificultades de esta alternativa; las

posiciones de los partidos parecen bastante consolidadas. Por

la derecha, una alianza UCD-AP resultaría difícil porque

agravaría las dificultades internas de la UCD y la enfrenta­

ría con la izquierda y los partidos autonomistas. Por la iz­

quierda tampoco parece demasiado viable un acuerdo programá­

tico entre socialistas y comunistas que alejaría al PSOE de

un sector del electorado que necesita para superar a la UCD.

En estas condiciones, el cumplimiento real de la alternativa

PSOE, sin poder basarse en hipotéticas alianzas, exige un e�

pectacular cambio del electorado que supere las distorsiones

del sistema electoral. Por ello, la tesis de sistema bipart!

dista encuentra sus límites en la dificultad de que se cum­

pla el relevo gubernamental.

¿Es esto suficiente para hablar de España como sis­

tema de partido predominante (18)? La escasa diferencia entre

UCD y PSOE lo impide; pero además, y con ello volvemos al ar­

gumento de multipartidismo polarizado, la presencia de parti­

dos regionales ha dificultado la acci6n del gobierno, sin por
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ello beneficiar a la oposición. Con razón, Maravall ha criti

cado el que se haya infraestimado la importancia política de

los partidos nacionalistas en España (19). Esta importancia,

sin embargo, no debe evaluarse en términos de escaños ni, in

cluso, porque, a pesar de su reducido número, sus votos pue­

dan otorgar una mayoría absoluta.

Su trascendencia deriva de que hacen intervenir una

variable distinta al eje derecha-izquierda en la formación de

las alianzas. Mientras que los partidos estatales ordenan sus

actuaciones en función de este eje citado, los partidos regi�

nales, sin dejar de ser de derechas o de izquierdas, pueden

adoptar una posición periférica o central, incluso cuando se

hallan en el centro del sistema político (es decir, formación

del gobierno, actividad parlamentaria, etc.). Esta posición p�

riférica hubiéramos podido denominarla también abstencionis­

ta; pero, con la denominación adoptada querernos indicar que

su retraimiento se deriva de cuestiones relacionadas con su

actuación autonómica.

Se comprenderá entonces el valor de su presencia en

el Parlamento. Por una parte, impiden a la UCD y al PSOE el

tener una mayoría parlamentaria directamente. Por otra parte,

su actuación presenta dos virtualidades. Si adoptan una posi­

ción pasiva, abstencionista o periférica (ej. retirada del

PNV de las Cortes, abstención de la Minoría Catalana en la

primera moción de investidura y censura) debilitan al gobier-
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no sin por esto posibilitar la llegada del PSOE al poder.

Su posición abstencionista facilita la ineficacia de un g�

bierno en minoría y a la vez niega la alternativa. Con es­

te funcionamiento, el sistema de partidos presenta una no­

table disfuncionalidad.

Sin embargo, los partidos nacionalistas o region�

listas pueden tomar una posici6n activa, participando en la

formaci6n de una mayoría estable. Esto supone su renuncia a

actuar en el centro como partidos periféricos para encon­

trar acuerdos con otros partidos para la remodelación del

Estado (20). En este caso, se plantea el dilema de su situa

ci6n en el eje derecha-izquierda que anteriormente citába­

mos; pero, por lo que se refiere a las Minorías Catalana y

Vasca, su práctica decantada en favor de la UCO en sus en­

frentamientos con el PSOE, su base socio16gica (21) y su a�

cidentalismo político que resulta favorable al partido en

el gobierno, la cuesti6n parece fácilmente resoluble en el

sentido de reforzar la UCO por la ampliaci6n del centro.

Por tanto, en la definici6n del sistema de parti­

dos en España no debe tenerse en cuenta solamente la contra

posici6n UCO-PSOE sino también la presencia de partidos re­

gionales. Ellos pueden facilitar la inestabilidad de un go­

bierno en minoría, al mismo tiempo que dificultar la alter­

nativa. Por el contrario, si adoptan acuerdos de gobierno o

de legislatura con la UCO, la mayoría del ejece de derechas

en el Parlamento es suficiente para consolidar la acción del
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gobierno y resistir un incremento moderado del voto de iz­

quierdas. Así la dinámica entre mayoría y minoría ha sido

durante 1979 -y puede volver a serlo- un conflicto arbitr�
do por los partidos regionales y, por tanto, el sistema de

partidos español no es s6lo un sistema poco nacionalizado

con importantes subsistemas sino que los mismos subsiste­

mas periféricos intervienen decisivamente en la definición

del propio sistema.

El sistema de partidos en España: un sistema fluctuante

A lo largo de estas páginas, hemos puesto de ma­

nifiesto que la dinámica interpartidista no ha encontrado

todavía una configuración definitiva en mayoría y oposición,

una cristalización de alianzas y enfrentamientos. Desde

1977, varias estrategias co@piten para modular el sistema

de partidos: la política de la UCD de alianzas coyunturales,

los períodos consencuales, los intentos de imposición bipar

tidistas y de concreción de la alternativa, las actuaciones

regionales periférica y de centro ampliado. Algunas se han

combinado y reforzado mutuamente (así, la acción periférica

puede tener como última voluntad la participación en un cen

tro amplio, mediante la amenaza de la alternativa socialis­

ta; la oposición socialista, por su parte, puede conducir al

acrecimiento de las demandas consencuales) y sería preciso

realizar una tipología de las mismas. En todo caso, parece
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claro que el sistema español no se caracteriza por la exis

tencia de varios de ellos y sus posibilidades de combina­

ci6n. De hecho, estamos lejos de la estabilidad propia de

un sistema de partidos (22); a no ser que su misma inesta­

bilidad sea el elemento que lo caracterice.

Cara al futuro, no es predecible cuál de estas es

trategias terminará por imponerse ni cuando; mucho menos en

el momento en que desde el gobierno se habla de modificacio

nes en la ley electoral cuyo alcance, para el tema que nos

ocupa, resulta inimaginable (23). Por ello, quizás resulte

demasiado pronto para pronunciarse acerca de si los factores

de segmentaci6n y polarizaci6n que existen en la sociedad

española van a encontrar en las estrategias partidistas lí­

mites o, por el contrario, potenciamiento.
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VOTACION DE INVESTIDURA VOTACION DE CENSURA VOTACION DE INVESTIDURA

DE ADOLFO SUAREZ DE L. CALVO SOTE LO

Sí No Abts. Aus. Sí No Abst. Aus. Si No Aus.

UCD 168 166 165

Socicialistas 116 5 120 117 2

Comunistas 23 23 23

C.D. 9 9 9

M.C. 8 7 1 9

M.V. 6 1 7 7

PSA 5 5 4 1

Grupo Marx. 2 4 3 4 5 3 3 7 3

TOTALES 184 149 8 9 152 166 21 11 186 158 6

Cuadro 2. Resultados de las votaciones de investidura y censura de la la. legislatura.
(exclusivamente votaci6n definitiva).
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(23) Cuando se escriben estas notas, la Comisi6n de Reglamento
del Congreso acaba de adoptar una modificación reglamen­

taria que, de aprobarse definitivamente, impedirá al PSA

tener su grupo parlamentario (con lo que le empuja a

una estrategia perifªrica). Por su parte, el Ministro se­

ñor Martín Villa aboga por una reforma electoral que im­

pida, o reduzca, la presencia de partidos regionales en

las Cortes. Quizás sea el momento de recordar, con todas

las matizaciones pertinentes, que "Cuando una distancia

ideo16gica máxima engendra una competencia centrifuga,

un formato bipartidista revienta ... el multipartidismo
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estremo representa -en condiciones de máxima polariz�
zión- el resultado más probable y, al mismo tiempo,
la solución de supervivencia. Claro que la alternati­

va podr1a ser un partido enormemente predominante •..
"

Sartori, G. op. cit., pág. 344. Quisiéramos que, con

esta cita de autoridad, se considerara que el multi­

partidismo no es en si negativo.
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RELACIOrJ DE LAS ALIANZAS PARTIDISTAS

DE MAYORIA ABSOLUTA,
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UCD / MC

UCD / AP

UCD / GPC

UCD / PSOE

UCO / GMX / PNV

UCD / GMX / MC

UCD / GMX / AP

UCO / GMX / GPC

UCD / GMX / PSOE

UCD / PNV / MC

UCD / PNV / AP

UCD / PNV / GPC

UCD / PNV / PSOE

UCD / MC / AP

UCD / MC / GPC

UCD / MC / PSOE

UCD / AP / GPC

UCD / AP / PSOE

UCD / GPC / PSOE

UCD / GMX / PNV / MC

UCO / GMX / PNV / AP
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UCO / GMX / PNV / GPC

UCO / GMX / PNV / PSOE

UCO / GMX / MC / AP

UCO / GMX / MC / GPC

UCO / GMX / MC / PSOE

UCO / GMX / AP / GPC

UCO / GMX / AP / PSOE

UCO / GMX / GPC / PSOE

UCO / PNV / MC / AP

UCO / PNV / MC / GPC

UCO / PNV / MC / PSOE

UCO/ PNV / AP / GPC

UCO / PNV / AP / PSOE

UCO / PNV / GPC / PSOE

UCO / MC / AP / GPC

UCO / MC / AP / PSOE

UCO / MC / GPC / PSOE

UCO / AP / GPC / PSOE

UCO / GMX / PNV / MC / AP

UCO / GMX / PNV / GPC / PSOE

UCO / GMX / PNV / MC / GPC

UCD / GMX / PNV / MC / PSOE

UCO / GMX / PNV / AP / GPC
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UCO / GMX / PNV / AP / PSOE

UCO / GMX / MC / AP / GPC

UCO / GMX / MC / AP / PSOE

UCD / GMX / MC / GPC / PSOE

UCO / GMX / AP / GPC / PSOE

UCO / PNV / MC / GPC / PSOE

UCO / PNV / MC / AP / PSOE

UCO / PNV / MC / AP / GPC

UCD / PNV / AP / GPC / PSOE

UCD / MC / AP / GPC / PSOE

UCD / GMX / PNV / MC / AP / GPC

UCO / GMX / PNV / MC / AP / PSOE

UCO / GMX / PNV / MC / GPC / PSOE

UCD / GMX / PNV / AP / GPC / PSOE

UCO / GMX / MC / AP / GPC / PSOE

UCO / PNV / MC / AP / GPC I PSOE

UCD / GMX / PNV / MC / AP / GPC / PSOE

......................................

PSOE / GMX / MC / AP / GPC

PSOE / GMX / PNV / MC / AP / GPC



ANEXO,

DISTRIBUCIÓN DE ESCAÑOS POR PROVINCIA, SEGÚN LAS

ENMIENDAS AL PRIMER ANTEPROYECTO CONSTITUCIONAL,

PRESENTADAS POR LOS GRUPOS SOCIALISTAS, COMUNIS­

TAS Y MINORÍA CATALANA,
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ALAVA 3 LUGO .$ •• 6

ALBACETE 5 MADRID
591

61

ALICANTE 15 MALAGA 13

ALMERIA · .. 6 MURCIA 12

AVlLA ..... 3 NAVARRA · ... 7

BADAJOZ · .. 9 ORENSE 6

BALEARES .. 8 OVIEOO 15

BARCELONA · 62 PALENCIA · .. 3

BURGOS .... 5 PALMAS . .... 9

CACERES · .. 6 PONTEVEORA . 12

CAOIZ ..... 13 SALAMANCA 5

CASTELLON · 6 SANTANDER 7

CIUDAD REAL 7 SEGOVIA 2

COROOBA · .. 10 SEVILLA 19

CORUÑA 15 SORIA ...... 1

CUENCA 3 TARRAGONA .. 7

GERONA 6 TENERIFE ••• 9

GRANADA · .. 10 TERUEL 2

GUADALAJARA 2 TOLEDO 6

GUIPUZCOA · 9 VALENCIA · .. 27

HUELVA 6 VALLADOLID • 6

HUESCA 3 VIZCAYA · ... 16

JAEN . . . . . . 9 ZAWRA ..... 3

LECl\I . . . . . . 7 ZARAGOZA · .. 11

LEAlDA . . . . 5 CEUTA ...... 1

LDGROOO · .. 3 MELILLA · ... 1

TOTAL 503 •

•:I::W."".... .w.........
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ANEXO:

DISTRIBUCIÓN DE CRÉDITOS EXTRAORDINARIOS PARA SATISFACER

A LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS GASTOS DE SOSTENIMIENTO, Así

COMO PARA INSUFICIENCIAS DE LOS CRÉDITOS DE GASTOS CO­

RRIENTES DEL ÓRGANO LEGISLATIVO.



Remuneraciones del personal .

Dotación para gastos de oficina .

Gastos de inmuebles .

Transportes y comunicaciones .

Dietas, locomoción y traslados .

Gastos funcionamiento de los servicios .

Subvención grupos parlamentarios .
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15.433.000

23.750.000

40.500.000

20.000.000

100.000.000

103.000.000

542.560.000

845.243.000
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A N E X O

LA FUNCIÓN DE LA COMISIÓN CONSTITUCIONAL
DEL CONGRESO EN LA ELABORACIÓN DE LOS

ESTATUTOS DE AUTONOMíA.
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La Constitución española de 1978 aborda, por tercera

vez en nuestra historia contemporánea, el intento de encontrar

unas bases no centralistas de estructuración del Estado. Fren­

te a la tradicional división de España en provincias, aleja­

das de la realidad social, el artículo segundo declara que la

Constitución reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de

las nacionalidades y regiones que integran la Nación española.

Por esto, el tema de las autonomías constituye, sin duda, uno

de los apartados más importantes de la Constitución y ha sido,

igualmente, uno de los más complejos en resolver.

Estas dificultades quedan reflejadas en el texto,

analizado desde una óptica exclusivamente técnico-jurídica,

por ciertas incoherencias sistemáticas o léxicas y por la am­

bigüedad de algunas disposiciones al referirse a las funcio­

nes que competen a las Cortes en el proceso de elaboración de

los estatutos de autonomía.

Sistemáticamente, el tema de las autonomías se ha­

lla tratado en el título VIII, capítulo 3Q al que, sin embar

go, alteran profundamente las disposiciones transitorias, que

no poseen mayor transitoriedad que los artículos modificados

en cuanto unos y otros son, en rigor, normas procedimentales

cuya eficacia se agota en el momento de su aplicación.

Imprecisión terminológica constituye el considerar

la nación española formada por nacionalidades y regiones sin
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que exista ningún artículo que permita deslindar una y otra

realidad. Sin embargo, la Constituci6n no crea Comunidades

Aut6nomas idénticas y, por tanto, la distinta regulaci6n

legal habrá de encontrar su origen en una diferenciada si­

tuaci6n de hecho.

Evidentemente, estas incoherencias señaladas, no

son el resu11ado del desconocimiento del Derecho Constitu­

cional y del lenguaje jurídico-político por los diputados

y senadores redactores del texto, sino el fruto de complejas

negociaciones cuyos efectos han sido incorporados al ordena­

miento constitucional en forma de adiciones. No otro sentido

tiene el solapamiento del título VIII por parte de las dispo

siciones transitorias.

Con todo, parece que es posible recuperar el punto

inicial que sirve de criterio deslindador de las autonomías.

A nuestro entender, la Constituci6n parte de dos realidades

distintas, que deben producir efectos jurídicos diversos. E�

tas realidades son la existencia de "territorios" con un bajo

nivel de reivindicaci6n auton6mica y la de aquellos con un

nivel superior.

Esta distinci6n de niveles no coincide con la divi

si6n entre nacionalidades y regiones. Tampoco con una declara

ci6n previa de qué partes de España, a juicio del legislador,

se encuentran en uno u otro grado. Por el contrario, en este

esquema inicial, s6lo el cumplimiento de determinados trámi­

tes, fijados por la Constituci6n, permite situar a las Comu-
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nidades en una de las clasificaciones inicialmente estable­

cidas.

Estos trámites se encuentran expresados en los aE

ticulos 143,2 y 151,1. Se percibe la existencia de un bajo

nivel de demanda auton6mica cuando participen en la iniciati

va del proceso

" las dos terceras partes de los municipios

cuya poblaci6n represente, al menos, la mayoría

del censo electoral de cada provincia o isla."

Por el contrario,

" cuando la iniciativa del proceso auton6mi-

co sea acordada por las tres cuartas partes de

los Municipios de cada una de las provincias

afectadas que representen, al menos, la mayoría

del censo electoral de cada una de ellas y dicha

iniciativa sea ratificada mediante referéndum

por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de

los ele�es de cada provincia."

se deducirá una fuerte reivindicaci6n autonomista.

Estos dos supuestos constituyen el punto de parti­

da para que la Constituci6n configure dos tipos de estatuto,

que se distinguirán por su procedimiento de elaboraci6n y

por las competencias asumibles. Este nos parece ser el es­

quema general del capítulo 3Q del título VIII. A él se han
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añadido unas disposiciones transitorias que, alterándolo

profundamente en lo que se refiere a la iniciativa auto­

n6mica, conserva de hecho la distinci6n entre los dos ti­

pos de estatuto. En las disposiciones transitorias se reco

noce, de una parte, que el proceso auton6mico tenía ya una

realidad; por ello, su iniciativa corresponde a los 6rga­

nos preauton6micos donde los hubiere (disposici6n transit�

ria primera). Por otra parte, se incluye, automáticamente,

en el supuesto del artículo 151,2 a aquellas Comunidades

que cuentan con una tradici6n autonomista clara, Cataluña,

País Vasco y Galicia, mediante el eufemismo de la disposi­

ci6n transitoria segunda

"los territorios que en el pasado hubieren ple­

biscitado afirmativamente proyecúos de Estatuto

de Au tonomía ... "

Las disposiciones transitorias modifican, por tanto,

el proceso de elaboración de los estatutos. La voluntad au­

tonomista ya no opera como un dato manifestado en la inicia­

tiva legislativa, sino, en ciertos casos, como un apriori que

se impone a la Constitución. Este reconocimiento de elemen­

tos hist6ricos es quizás la principal aportaci6n de las dis­

posiciones transitorias puesto que da un indicio de lo que

entiende el legislador por "nacionalidades", a la vez que

refuerza claramente la filosofía inicial del esquema previs­

to en el título VIII: la existencia de "territorios" poco

autonomistas y la existencia de "territorios" más autonomis­

tas.
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Esta dualidad de situaciones, presumidas en unos

casos, comprobadas en otros mediante resultados cifrables,

lleva a la existencia de estatutos amplios y de estatutos

limitados, constitucionalizados en el conjunto del capítulo

3Q del título VIII. y si bien esta distinci6n pudiera resul

tar meramente formal al no cerrarse la posibilidad de que

todas las Comunidades accedan al tipo superior de autonomía,

lo cierto es que existe al contraponerse el artículo 146 al

151,2 por lo que se refiere al procedimiento de elaboraci6n

y el 148,2 al 151 "ab initio" en cuanto al ámbito de compete!!,

cias.

Sin embargo, el contenido de las competencias asumi

bIes en los respectivos estatutos no constituye la raz6n fun­

damental para establecer su diferenciaci6n, puesto que el ar­

tículo 148,2 precisa que

"transcurridos cinco años y mediante la reforma

de los estatutos, las Comunidades Aut6nomas po­

drán ampliar sucesivamente sus competencias den­

tro del marco establecido en el artículo 149".

de donde se deduce una mera limitaci6n temporal para el ac­

ceso a un régimen superior de autonomía, borrándose así la

distinci6n previamente establecida.

Mayor importancia reviste los aspectos procedi­

mentales puesto que, al implicar una relaci6n distinta entre

las Cortes Generales y la iniciativa estatutaria, provocan

un funcionamiento institucional específico del Parlamento.
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Las Cortes, en el ejercicio de la potestad legislativa que

la Constitución les otorga (1), no proceden de modo unifoE

me en la aprobaci6n de los estatutos. Así, el artículo 146

afirma

"el proyecto de estatuto ••. será elevado a las

Cortes Generales para su tramitaci6n como ley."

utilizándose una fórmula muy distinta para los estatutos re

guIados en el artículo 151,2 p. 4.

"el proyecto de estatuto ... será elevado a las

Cortes Generales. Los Plenos de ambas Cámaras de

cidirán sobre el texto mediante un voto de rati­

ficación •.• "

En efecto, las Cortes participan en la aprobación

de todos los estatutos, pero con modalidades específicas en

cada caso que señalan que la distancia entre unos y otros no

se deduce tanto de los resultados finales -comptencias e

instituciones- como del orígen, que comporta un tratamiento

particular. Sin embargo, esta distinción procedimental,

claramente establecida por la Constitución, se acompaña de

cierta ambigüedad en las instituciones y el proceso estatu­

yente, cuya resoluci6n práctica definirá el valor político

o descentralizador que el legislador atribuye a los estatu­

tos y a las demandas auton6micas.

Con todo, parece que estas ambigüedades no se pr�

senten en el primer tipo de estatutos, recogido en el artícu



601

lo 146 anteriormente citado. La expresi6n "tramitaci6n co­

mo ley" atribuye plenamente a las Cortes la competencia

legislativa de elaboraci6n y aprobaci6n de los estatutos,

siendo la voluntad autonomista reflejada en el texto ini­

cial un mero dato para las Cámaras. Sin embargo y aunque

no existan problemas te6ricos respecto a la funci6n de las

Cortes, ¿no es posible imaginar problemas prácticos, concr�

tos? Salvemos la imprecisi6n que significa el referirse a

la "tramitaci6n como ley", dado que las leyes no se trami­

tan sino, en todo caso, las proposiciones y proyectos de

ley. En caso contrario, el artículo 146 presenta dificulta­

des de aplicaci6n: las Cortes, con plenitud de competencia

legislativa, ¿podrían rechazar un proyecto de estatuto me­

diante el procedimiento de la toma en consideraci6n? Pregu�

tas de este estilo, un tanto "ingenuas", pueden resultar

lícitas si se concede, interpretando literalmente el artíc�
lo 146, la ausencia de cualquier limitaci6n a la competen­

cia legislativa de las Cortes (2). A nuestro entender, ante

estas dificultades y coherente con la filosofía del proyecto

constitucional de igualdad de tratamiento (3), debería acu­

dirse, por analogía, a la mayor similitud posible con la re­

gulaci6n de los estatutos recogida en el artículo 151,2.

De cualquier forma, la función de las Cortes es muy

distinta en el supuesto de este último artículo que establece

la intervenci6n del Parlamento en momentos procesales sucesi-
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vos que corresponden a la actuaci6n de 6rganos diferencia­

dos: la Asamblea de Parlamentarios, la Comisi6n Constitu­

cional del Congreso y los Plenos de las Cámaras. Por lo

que se refiere al Pleno de las Cámaras es manifiesto que su

competencia legislativa se halla mucho más limitada que en

los estatutos anteriormente analizados. Las Cámaras no tie­

nen posibilidad de elaborar los estatutos, al serles negada

la discusi6n individualizada de los artículos de que cons­

ten y su potestad se limita a la aprobaci6n o rechazo glo­

bal, mediante el voto de ratificaci6n.

Podría, por tanto, parecer que el aspecto de ela­

boraci6n de la ley estatutaria que forma parte de la compe­

tencia legislativa reside en la Comisi6n Constitucional del

Congreso, que según el artículo 151,2 p. 2Q

"examinará (el proyecto de estatuto) con el con­

curso y asistencia de una delegaci6n de la Asam­

blea proponente para determinar de común acuerdo

su formulaci6n definitiva".

Sin embargo, desde un análisis jurídico, cabe des­

cartar esta interpretaci6n puesto que la Comisi6n Constitu­

cional del Congreso no posee competencias legislativas dele­

gadas por las Cortes. Varias son las razones que avalan es­

ta afirmaci6n. En rpimer lugar, debe tenerse en cuenta que

la Comisi6n Constitucional es s610 un 6rgano del Congreso y,

por tanto, no puede efectuar una funci6n sustitutoria del Se
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nado que, elegido por un procedimiento distinto, colabora

con el Congreso en el proceso legislativo (4).

En segundo lugar, las comisiones legislativas se

rigen por el principio de subordinaci6n al Pleno, según se

desprende del Reglamento provisional del Congreso en su títu

lo IV,capítulo 3Q dedicado a las comisiones y en su título

VI referente al procedimiento legislativo (5). Debido a este

principio, el Pleno se pronuncia sobre la toma en considera

ci6n, en caso de duda decide cuál sea la comisi6n competen­

te, sus miembros presentan enmiendas, etc. Todos estos supue�

tos no se hallan contemplados en la relaci6n de la Comisi6n

Constitucional con el Congreso en el exámen de los proyectos

de autonomía y, en consecuencia, si se entendiera que la Co-.

misi6n Constitucional posee competencia legislativa, se rom­

pería la funci6n dependiente de ésta.

Frente al argumento anterior, no es obstáculo la

existencia de comisiones con plenitud legislativa, según lo

previsto en el artículo 75,1

"las Cámaras podrán delegar en las Comisiones

Legislativas Permanentes la aprobaci6n de pro­

yectos o proposiciones de ley ••. "

puesto que subsiste la posibilidad para el Pleno de

"recabar en cualquier momento el debate y vota­

ci6n de cualquier proyecto de ley que haya sido

objeto de esta delegaci6n".

y se exceptúan explícitamente las leyes orgánicas, entre las
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que el artículo 81 de la Constituci6n incluye las que apru�

ben los estatutos de autonomía (6).

Finalmente, las comisiones legislativas se rigen

en nuestro derecho parlamentario por el principio de espe­

cializaci6n. Su ámbito de competencia, aunque no se halle

definido en texto alguno, se entiende limitado por el para­

lelismo existente entre las comisiones permanentes y los D�

partamentos ministeriales (7), siendo la Mesa del Congreso

quien atribuye la-facultad de conocer a las comisiones, se­

gún el articulo 31,2 del Reglamento provisional.

"La Mesa del Congreso, oídos los portavoces de

los grupos parlamentarios, declarará en cada ca

so, por acuerdo unánime, cuál es la Comisi6n

competente".

Como se observa, la adscripci6n de los proyectos de estatuto

se halla sustraída por la Constituci6n a las decisiones de

la Mesa del Congreso. Pero este argumento no tiene en sí gran

trascendencia; es más importante destacar que según el mismo

artículo en su párrafo 3Q

"Cuando una cuesti()n, proyecto o proposici6n de

ley no sea de la específica o única competencia

de una determinada Comisi6n, o revista particu­

lares características que así lo aconsejen, la

Mesa o el Pleno del Congreso ..• podrán consti­

tuir una Comisi6n especial, formar una Comisi6n
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conjunta, encomendar el conocimiento del asunto

a la Comisión que tenta la competencia principal

o atribuir a cada una de las Comisiones compe­

tentes el conocimiento de la parte del asunto

que les corresponda."

Uno y otro artículo se dirigen a señalar que, en

nuestro derecho parlamentario, la caracterización como comi­

siones legislativas se halla íntimamente conectada con la

especialización de las mismas, hasta tal punto que las situa

ciones complejas exigen una solución "ad hoc" que respete e�

ta complejidad. Y, en este aspecto, la Constitución se apar­

ta excesivamente del esquema general para entender que se es­

té pensando en una comisión legislativa, dado que los estatu­

tos comprenden temas constitucionales, pero también competen­

cias relacionadas con todos los ministerios y, por tanto,

con todas las comisiones, etc.

Por todo ello, la Comisión Constitucional del Con­

greso ejerce una función atípica. Así se deduce de la Consti­

tución y del Reglamento provisional y queda confirmado, esp�

cialmente, por las "normas reglamentarias sobre elaboración

de los Estatutos de Autonomía", aprobadas por el Pleno del

Congreso el 30 de mayo de 1979 (8). En efecto, en sus artíc�
los S, 7 Y 8 se especifica claramente que todas las votacio­

nes deben realizarse por separado, tanto en el trámite de

ponencia como en el de comisión, en el interior de cada uno

de los órganos participantes, la delegación de la Asamblea
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de Parlamentarios y la Comisi6n Constitucional (9).

De esta forma, la Comisi6n Constitucional no pue­

de legislar -o, en un sentido más estricto, establecer un

texto determinado- sin el simultáneo consentimiento de la

delegaci6n de la Asamblea proponente. Ello comporta, consi­

derándolo desde un punto de vista negativo, que una y otra

ostentan un derecho de veto que, en su caso, exige la reso­

luci6n del conflicto por las Cortes Generales. Desde un pu�

to de vista positivo, el texto definitivo del Estatuto apa­

rece como un acuerdo de voluntades sin que ninguna de ellas

ostente primacia sobre la restante (10).

Queda con ello claro que la Comisi6n Constitucio­

nal no "tramita como ley", sino que debe buscar el acuerdo

y que, por tanto, su funci6n no es tanto legisladora como de

control y de negociaci6n. Actividad de control, por cuanto

el propio texto constitucional, en el artículo 145,2,2, le

concede una potestad primaria de "examen", lo cual implica

la valoraci6n en relaci6n a una norma superior. Así, una pr�

mera funci6n sería el ejercicio de un control de constitucio

nalidad.

En este sentido, conviene recordar que el derecho

constitucional comparado aporta argumentos para delimitar

el carácter de la actividad de las comisiones competentes en

el estudio de los proyectos de estatuto. Así, el artículo

123 de la Constituci6n italiana afirma:
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"El Estatuto será debatido en Consejo Regional

con la mayoría absoluta de sus compenentes y se

rá mediante ley de la República."

No nos compete señalar ahora las similitudes y d�

ferencias entre el modelo regional italiano y las autonomías

españolas; pero sí el precisar que la exigencia de aproba­

ci6n por ley de los estatutos talianos dio lugar a que la

Comisi6n Senatorial definiera su propia competencia al ámbito

restringido de la legitimidad constitucional de-j_os proyectos

presentados y, en la práctica, los textos estatutarios resul­

tantes difirieron en poco a los presentados al Parlamento (11).

Pero, junto a esta actividad de control, y dada la

peculiar distribuci6n de competencias que establece la Consti

tuci6n, corresponde también a la Comisi6n Constitucional una

funci6n negociadora. En efecto, puesto que no existen unas ma

terias previamente reservadas a las Comunidades Aut6nomas

ni tampoco otras de competencia exclusiva del Estado, ya que

el artIculo 150,1 y 2, amplía notablemente las posibilidades

auton6micas, podría producirse que en los estatutos, como ley

orgánica, se regularán estas transferencias o delegaciones.

Es evidente que, en este caso, el proyecto presentado por la

Asamblea de Parlamentarios exige el consentimiento de las

otras partes implicadas.

Así, la Comisi6n Constitucional ejerce una funci6n

de control y de negociaci6n; su ámbito se halla limitado al
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estudio de la constitucionalidad del proyecto y de las co�

petencias libremente cedibles por el Estado y no resulta­

ría congruente con la Constituci6n el análisis del sistema

institucional previsto en los Estatutos, las competencias

mínimas del artículo 148, etc.

De esta forma puede comprenderse a qué se debe el

atípico funcionamiento de la Comisi6n Constitucional que no

tiene plenitud legislativa. El proceso de aprobaci6n de los

estatutos exige una doble voluntad, la de la Comunidad Aut6

noma y la del conjunto del Estado, que se va manifestando

en diversos momentos procedimentales. La intervenci6n de la

Comisi6n Constitucional y de la delegaci6n de la Asamblea

de Parlamentarios busca "determinar, de común acuerdo, la

formulaci6n definitiva", con lo que encuentra su máxima ex­

presi6n esta confluencia de las dos partes. Se respeta así

la propia Constituci6n pues ésta, en cuanto reconoce y ga­

rantiza el derecho a la autonomía, comporta la correspon­

diente autonomía estatutaria o sea, el derecho de las Comu­

nidades a autodotarse de su estatuto dentro de los límites

de la Constituci6n y sin más límites que la misma (12). Pe­

ro, en cuanto algunas competencias por las Comunidades Aut6

nomas rebasan el mínimo garantizado por la Constituci6n y su

delegaci6n o transferencia requiere el consentimiento del

Estado, no es suficiente la primera voluntad autoestatuyente

y se precisa, a estos efectos, la intervenci6n de la Comi­

si6n Constitucional. Por su parte, los Plenos de las Cámaras,
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con su voto de ratificaci6n, aportan como representantes

de toda la Naci6n española la integraci6n de los estatu­

tos al ordenamiento constitucional.

Con todo, este esquema que pretende, a la vez,

dar cuenta del derecho a la autonomía que comporta una fa­

cultad autoestatuyente y de los intereses del Estado, se

ha visto desmentido por la realidad. Ello no se ha produc�

do para privilegiar a una de las partes del proceso, dele­

gaci6n de la Asamblea, Comisi6n Constitucional, Cortes Ge­

nerales, sino para trasladar el centro de las decisiones al

ejecutivo y a los partidos políticos, siendo el debate par­

lamentario meramente formal. Sin embargo, éste no debe ser

argumento para olvidar el análisis de nuestra Constituci6n,

para recordar a quién corresponda su artículo 9,1,

"Los ciudadanos y los poderes püblicos están su

jetos a la Constituci6n y al resto del ordena­

miento jurídico."
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N O T A S

(1) Artículo 66,2 Consto

(2) Las normas sobre elaboración de los Estatutos de Autono

mía no aclaran este supuesto, puesto que el examen de

la Mesa del Congreso afecta s6lo al procedimiento (art.

1), mientras que la toma en consideraci6n puede incluir

criterios de oportunidad política. Sin embargo, la hi­

p6tesis parece exclusivamente teórica y se cita con la

finalidad de señalar cierta vaguedad del texto constitu

cional.

(3) Artículos 138, 139, etc. Consto

(4) Artículo 90, en el supuesto de leyes orgánicas.

(5) Boletín Oficial de las Cortes, nQ 21. 22 de octubre de

1977.

(6) Artículo 81: "Son leyes orgánicas ..• las que aprueben
los Estatutos de Autonomía •.. la aprobaci6n, modifica­

ci6n o derogaci6n de las leyes orgánicas exigirá mayoría
absoluta del Congreso, en una votación final sobre el

conjunto del proyecto."

(7) Gil-Robles, J.M. y Pérez-Serrano, J. Diccionario de

términos electorales y parlamentarios. Madrid, 1977.

(8) Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de

los Diputados. I Legislatura. Serie H, nQ S-II. 8 de

junio de 1979.
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(9) Art. 5,2: "La Ponencia conjunta intentará alcanzar un

acuerdo en el plazo de tres semanas, proponiendo la r�
dacci6n de un texto definitivo. Este texto se someterá

a la votaci6n separada de cada una de las Ponencias.

Se entenderá que existe acuerdo cuando la mayoría de

cada una de ellas, expresada en voto ponderado en fun­

ci6n al número de parlamentarios de cada Grupo o forma

ci6n política, respectivamente, sea favorable al texto

propuesto".
Art. 7,2: Concluidas todas las intervenciones se somete

rá a votaci6n separadamente de la Comisi6n y de la De­

legaci6n de la Asamblea, cada uno de los textos y se v�
rificará la existencia o inexistencia de acuerdo".

Art. 8,1: Una vez concluida la deliberación y votación

del articulado se abrirá debate sobre la totalidad. Con

cluido éste mediante la adopci6n, en su caso, de una m�
ci6n de cierre, se procederá a una votaci6n de totalidad

en la que se pronunciarán de nuevo separadamente la Co­

misi6n y la Delegaci6n •.• "

(10) Ello contradice la frase de Emilio Attard a La Vanguar­
dia del 2 de agosto de 1979: "

•.• en toda negociaci6n
de Estatuto hay tres elementos trascendentes que son:

la Asamblea proponente, que es la que defiende su textua

lidad la Comisión Constitucional que es en la que radica

la poenitud del poder legislativo y a la que se incorpo­
ra una delegaci6n de la Asamblea proponente y, en últi­

mo término, el ejecutivo •.• JI Visi6n política que no con­

cuerda con los textos legales en cuanto que éstos no

otorgan ninguna intervenci6n al ejecutivo, no conceden

plenitud legislativa a la Comisión y mantienen una perso

nalidad diferenciada entre ésta y la Delegaci6n de la

Asamblea proponente.
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(11) Bassanini, F. Le Regioni fra Stato e comunitA loca­

li , Bologna 1976, págs. 56 y ss.

(12) Para el concepto de autonomía estatutaria, véase Ger

pe Landín M. "Las Comunidades aut6nomas en la Consti

tuci6n Española de 1978", en Revista Jurídica de Ca­

taluña, abril-junio, nQ 2, 1979, especialmente págs.
310-313.
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